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La primera Constitución de la Revolución francesa, adoptada en medio de la 
euforia popular en 1791, estableció que los jueces serían elegidos mediante 
sufragio popular. Este sistema se mantuvo en las sucesivas Constituciones 
de 1793, 1795 y 1799, pero dio lugar a que se juzgara con criterios ideológicos 
por lo que fue suprimido en 1802. Ochenta años más tarde hubo un fugaz 
intento por restablecerlo pero no prosperó.

La reivindicación revolucionaria de los derechos humanos fue desvirtuada por los 
jueces elegidos, que propendían a violarlos. El Comité de Salvación Pública de Ro-
bespierre, por ejemplo, fue una experiencia trágica de la hipotética justicia popular.

En Estados Unidos la elección de jueces se inspiró en Francia y se apoyó en las te-
sis democráticas radicales de Thomas Jefferson y de Andrew Jackson. En ese país el 
procedimiento electoral subsiste en varios estados, aunque ha sido imposible evitar la 
intromisión partidista y jamás se ha sugerido extenderlo a los jueces federales.

A partir de la publicación en Francia de la obra de Édouard Lambert, Le gouverne-
ment des juges (1921), se generalizó la expresión “el gobierno de los jueces” para de-
notar excesos y extravíos judiciales. En México sin duda hay muchos problemas que 
corregir; pero esto no debe ser pretexto para destruir el sistema de justicia nacional. 
Reformar al poder judicial, sí, mas no convertirlo en un apéndice de partido.

La judicatura independiente, profesional y honesta es indispensable en un Estado 
constitucional para preservar el ordenamiento y garantizar a todas las personas el 
ejercicio de sus derechos. Los juzgadores tienen que resolver de acuerdo con lo esta-
blecido por leyes que ellos no elaboran y están sujetos a la valoración de sus decisio-
nes por parte de la opinión pública, la academia, el foro y la política. Su legitimidad 
resulta de ser nombrados conforme al procedimiento constitucional y de actuar ape-
gados a las normas.

En México se registran expresiones peyorativas en contra de los juzgadores con el 
propósito de atemorizarlos y desprestigiarlos, abriendo así espacios para violar la ley. 
La nación nunca había presenciado un embate verbal tan violento contra la judicatu-
ra como el que ahora encabezan el gobierno y su partido. Además, muchos goberna-
dores se sienten autorizados para hacer otro con los poderes judiciales de sus estados.

Demagogia 
y justicia

D i e g o  V a l a d é s
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En nuestro sistema constitucional el gobierno no es objeto de controles parlamenta-
rios eficaces, y los controles jurisdiccionales existentes irritan a quienes no admiten 
verse cuestionados. Para evitar este control, el presidente de la República formuló 
una iniciativa de reformas constitucionales donde propone un mecanismo que facilite 
a su partido apropiarse de las funciones judiciales.

Eso es lo que sucedería si todos los actuales ministros, magistrados y jueces dejaran 
sus lugares a quienes hicieran campañas electorales ofreciendo una justicia sesgada 
en favor de sus sufragantes. La iniciativa es un ardid; aviva las pasiones que provean 
votos a la nueva hegemonía.

Hay cerca de 1600 magistrados y jueces federales. Su formación requirió un largo e 
intenso esfuerzo institucional. Se trata de un cuerpo de excelencia profesional, con 
amplio reconocimiento entre sus pares extranjeros. No se descarta que haya quie-
nes desvíen su función, pero para eso están previstos correctivos y sanciones, que se 
aplican.

Sustituir un poder constitucional completo por demagogos judiciales tendría conse-
cuencias críticas para el ya muy dañado Estado de derecho en México. Imaginemos 
también lo que sucedería cuando en cada estado se tomara una decisión similar. La 
libertad y la seguridad jurídica de todos los habitantes quedarían a merced de jueces 
complacientes con los presidentes absolutos y los caciques locales.

Justicia y democracia se complementan. La democracia es incertidumbre pues está 
sujeta al ejercicio libre y variable del sufragio; la justicia es certidumbre pues está su-
jeta al cumplimiento puntual de la ley. En cambio justicia y demagogia se excluyen. 
Esta se basa en la seducción por el engaño, no en la verdad, la razón ni la ley; su ob-
jetivo es el poder personal sin control, no la libertad y la seguridad de los gobernados.

A la demagogia le estorban los demócratas y los jueces profesionales e independientes.
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En todos los países, existen lo que llamaremos “brazos invisibles”, que 
son aquellos trabajadores manuales que tienen oficios especializados y 
realizan trabajos importantes, para el desarrollo de las sociedades (por 
ejemplo, albañiles, transportistas, agricultores, maquiladores, etcétera); 
pero, sus salarios y sus condiciones laborales, no son adecuadas ni tienen 
el reconocimiento merecido por su trabajo. En México, estos “brazos 
invisibles” se insertan en los mercados laborales, en muchas ocasiones 
desde antes de cumplir la mayoría de edad, para aprender algún oficio y 
obtener ingresos como ayudantes generales en alguna actividad, donde los 
recomienden sus familiares o personas cercanas (como vecinos, padrinos, 
amigos de la familia, etcétera).

Estos ayudantes generales, aprenden oficios que implican destrezas adquiridas, y con 
ellas, los conocimientos y experiencia en el ejercicio de una actividad, que alcanza 
plena desenvoltura en los procesos industriales demandantes de trabajo manual es-
pecializado. Pero, para adquirirlos, es necesario pasar mucho tiempo junto al oficial 
experto en la materia, quien explicará a los ayudantes las reglas del oficio.

Dada esta necesidad de algunos jóvenes -en todo el mundo- de trabajar antes de ob-
tener la mayoría de edad, la Organización Internacional del Trabajo (OIT), estable-
ció en 1973 un Convenio sobre la edad mínima para trabajar, ratificado por México, y 
en el que se establece que, a los quince años, los adolescentes pueden ser contratados 
para realizar actividades, a cambio de un salario. En concordancia con lo anterior, el 
artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), y la Ley 
Federal del Trabajo (LFT), han establecido normas especiales para regular el trabajo de 
los jóvenes mayores de quince y menores de dieciocho años, siendo, en este sentido, 
la edad mínima legal, de 15 años, para laborar. Al respecto, la LFT contiene varios 
artículos que profundizan en el tema:

El artículo 22 establece que, los menores de dieciséis años que ya pueden ser contra-
tados, necesitan autorización de sus padres o tutores y, a falta de ellos, del sindicato 
a que pertenezcan, del Tribunal, del Inspector de Trabajo o de la Autoridad Política. 
Contrario sensu, el artículo 22 permite, a los mayores de 16 años, ser contratados sin ne-
cesidad del consentimiento de sus padres o tutores; es decir, pueden firmar contratos 
laborales, aunque no hayan cumplido la mayoría de edad. En este sentido, el párrafo 

Regulación del trabajo de los 
adolescentes aprendices de un oficio, 

en la legislación laboral mexicana

R a q u e l  S á n c h e z  H e r n á n d e z
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segundo del artículo 23 del Código Civil Federal, también los faculta para abrir cuentas 
de depósito bancario de dinero, sin la intervención de sus representantes.

En este sentido, el artículo 174 de la LFT y la Secretaría del Trabajo establecen, 
como condición para que comiencen a laborar los mayores de quince y menores de 
dieciocho años, la obtención de un certificado médico, que acredite su aptitud para 
el trabajo, y el sometimiento a los exámenes médicos establecidos por las autoridades 
laborales, así como la obtención de un certificado de autorización a menores de edad, 
para emplearse. Por ello, y sin negar la importancia de estos certificados, también es 
cierto que pueden ser difíciles de obtener para los adolescentes, en los casos en que 
su domicilio se encuentre fuera de las ciudades donde se realiza dicho trámite; y tam-
bién para aquellos que no cuenten con recursos para obtener los requisitos solicitados 
(como fotografías, certificados médicos, formularios requisitados, etcétera); además 
de que, ninguna ley laboral mexicana, prevé apoyos para facilitar estos trámites a los 
jóvenes que requieran realizarlos.

El artículo 22 Bis establece la prohibición del trabajo de los menores de quince años y 
menores de dieciocho años que no hayan terminado la educación básica obligatoria, 
excepto en los casos que la autoridad laboral determine que hay compatibilidad entre 
los estudios y el trabajo, sin embargo, en el caso de los “brazos invisibles”, encontra-
mos que estos están laborando en las obras o en el campo en muchas ocasiones sin 
tener concluida la educación básica obligatoria y aunque la Secretaría del Trabajo 
realiza auditorías, esto sigue sucediendo. 

Relativo a lo anterior, el artículo 23 de la LFT prohíbe el trabajo de menores de quin-
ce años dentro del círculo familiar en actividades peligrosas para su salud, su segu-
ridad, su moralidad o que afecte el ejercicio de sus derechos y su desarrollo integral. 
Se entiende como círculo familiar los parientes por consanguinidad ascendientes o 
colaterales hasta el segundo grado. 

A contrario sensu permite que los menores trabajen en el círculo familiar en actividades 
que no contradigan los preceptos anteriores, sin embargo este artículo no regula el 
tiempo máximo que los menores pueden realizar estas actividades, la edad mínima 
a la que pueden realizarlas ni se estipula que deban recibir un salario, así como tam-
poco se regulan las condiciones en que se puede o no realizar el trabajo, ni prohíbe 
prácticas como la venta de artículos en la vía pública, etc., y sería necesario también 
regular los días de descanso que deben tener los niños que trabajan con sus familiares.

El artículo 23 de la LFT tampoco regula el trabajo que realizan los adolescentes al 
interior de su círculo familiar, ya que hace referencia únicamente a los niños, dejando 
desprotegidos a los adolescentes en este sentido, ya que en el caso de los aprendices 
adolescentes que se dedican a la agricultura, generalmente lo hacen dentro de sus 
círculos familiares, con jornadas exhaustivas y en condiciones que ponen en peligro 
su seguridad personal.

La oferta insuficiente de mano de obra en momentos de gran demanda, por ejem-
plo, para el deshierbe o la cosecha, las cuotas o trabajo a destajo basados en unida-
des familiares, la exigencia de que los adolescentes trabajen para poder vivir con sus 
familias, la percepción de que los dedos más pequeños son diestros y hábiles para las 
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tareas agrícolas y de que son trabajadores más dóciles que los mayores de edad, em-
puja a los padres o tutores a incorporar a niños y adolescentes a realizar estas acti-
vidades, en condiciones poco higiénicas, peligrosas e inseguras, siendo además esta 
actividad donde se encuentran casi el 60% de los menores de 18 años que trabajan 
en todo el mundo.

Para el caso de los aprendices adolescentes que trabajan en la industria de la cons-
trucción, Mario Cuevas en su trabajo sobre las motivaciones de los albañiles, señala 
que en las obras de construcción en las que realizó su investigación, el 18.51% de los 
trabajadores manuales tenía entre 14 y 18 años y que a pregunta expresa del inves-
tigador el 88.88% de los trabajadores manifestó que comenzaron a trabajar en esta 
industria entre los 11 y los 20 años.1

El documental Los invisibles chalancitos, realizado por periodistas independientes, nos 
muestra también cómo, algunos adolescentes que viven en zonas rurales apartadas 
—donde no hay oportunidades de trabajo—, se desplazan a las grandes urbes (par-
ticularmente, a la Ciudad de México), en busca de empleo; una de las opciones que 
encuentran es trabajar como ayudantes generales en la industria de la construcción, 
en condiciones deplorables.2

Otro de los oficios que más emplea adolescentes, es la industria maquiladora mexi-
cana; en ésta, laboran muchos jóvenes que no tienen otra opción que conseguir un 
trabajo; pues no tienen los recursos económicos para continuar con sus estudios. Esta 
situación ocurre, particularmente en los estados de la frontera con Estados Unidos y 
algunos del centro como Hidalgo y Puebla. 

México es una de las grandes maquiladoras del mundo; sin embargo, a pesar de los 
esfuerzos del Estado por mejorar las condiciones de vida de los trabajadores de esta 
industria, las jornadas laborales son exhaustivas, sin pago de horas extras, bajos sa-
larios... y estas condiciones son las mismas que viven los trabajadores adolescentes.
Por lo anterior, las leyes mexicanas requieren ser reformadas y actualizadas, de acuer-
do con las condiciones actuales del mundo, para permitir que, los “Ayudantes de Ofi-
cial Adolescentes” (y en general, todos los trabajadores mexicanos),  tengan acceso a 
mayor calidad de vida.

Notas

1  Cuevas Rosales, Mario Fermín. Estudio exploratorio sobre la motivación del albañil. Tesis de Maestría en Ingeniería, 
Universidad Iberoamericana, 2004.

2  Ruta 35. Los invisibles chalancitos. México: Ruta 35. Documental en línea, disponible en:: https://www.ruta-35.
com/2017/09/09/los-invisibles-chalancitos/

https://www.ruta-35.com/2017/09/09/los-invisibles-chalancitos/
https://www.ruta-35.com/2017/09/09/los-invisibles-chalancitos/
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Introducción

El presente trabajo está basado en una investigación documental, a través 
de una búsqueda y análisis de información en plataformas como Tirant 
Lo Blanc, revistas digitales de mediación como ADR, Análisis y Resolución 
de conflictos. Tiene como objetivo reflexionar sobre el riesgo de no contar 
con una adecuada contención emocional de las personas conciliadoras en 
materia laboral, a través del estudio de los elementos internos y externos, 
que pueden influir o afectar a las personas facilitadoras, al momento de llevar 
a cabo una conciliación, así como algunas de sus posibles consecuencias. 

Los resultados enfocados en la contención emocional en las personas conciliadoras 
—específicamente la conciliación laboral— fueron escasos, lo que se relaciona con 
una temática que se encuentra muy poco explorada. 

Antecedentes

El artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, contem-
pla la aplicación de Mecanismos Alternos para la Solución de Controversias (MASC), 
y en su artículo 123, apartado A, fracción XX, establece específicamente la concilia-
ción en materia laboral. En el año 2019, se crean los Centros Locales de Conciliación 
Laboral, contemplados en el artículo 590- E y 590-F, de la Ley Federal del Trabajo, 
cuyo objetivo es realizar la función conciliatoria prejudicial, de manera especializada 
entre patrones y trabajadores sobre asuntos de orden local.

El pasado 26 de enero de 2024 se publicó, en el Diario Oficial de la Federación, la 
Ley Federal de Mecanismos Alternos de Solución de Controversias, cuyo objeto es 
“establecer las bases, principios generales y distribución de competencias en materia 
de mecanismos alternativos de solución de controversias, de conformidad con lo dis-
puesto en los artículos 17 y 73 fracción XXIX-A, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos” (artículo 1).

El proceso de la conciliación laboral se contempla en el artículo 684-E, de la Ley 
Federal del Trabajo. Actualmente, la normativa no considera mecanismos que per-
mitan asegurar y garantizar la contención emocional de las personas conciliadoras.

D i a n a  G a b r i e l a  G u z m á n  M o r a

Importancia de la contención 
emocional de las personas 

conciliadoras en materia laboral
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Anteriormente, la conciliación laboral que se realizaba en los juicios laborales ante 
las Juntas de Conciliación y Arbitraje, se concentraban más en una negociación en-
tre las partes para poner fin al litigio. Actualmente, es un requisito de procedibilidad 
para el juicio laboral; es más especializada, en la que se busca solucionar de una ma-
nera más profunda y restaurativa la controversia, para poder generar acuerdos más 
sólidos y duraderos. 

Importancia de la contención

Generalmente se considera que, la conciliación laboral, es meramente una negocia-
ción asistida, pues su propósito final es llegar a un acuerdo sobre una cantidad eco-
nómica por concepto de finiquito, liquidación, algún pago de prestación secundaría, 
entre otras. Sin embargo, las personas que llegan a la mesa de diálogo, lo hacen con 
alguna emoción: enojo, frustración, tristeza y, en casos más graves, depresión. Los 
motivos van, desde la forma en que fueron despedidas, hasta el incumplimiento de 
sus propias expectativas. 

Al poner en práctica la empatía y otras herramientas propias de la conciliación, la 
persona conciliadora recibe y absorbe dichas emociones; además, al escuchar sus his-
torias, puede conectar con alguna de las partes, a través de sus propias vivencias, lo 
cual, aunado a la carga laboral administrativa y al número de audiencias que atien-
den por día, las personas facilitadoras son más propensas a tener “burnout”.

En mi experiencia como conciliadora en materia laboral, he podido observar cómo 
las emociones forman parte importante de la conciliación; he visto llegar a las per-
sonas molestas por los motivos que originaron la terminación de la relación laboral 
(tanto las personas trabajadoras como las personas empleadoras). 

Estas emociones aparecen en cualquier momento de la audiencia y hacen que las 
partes estén muy posicionadas, lo que dificulta que puedan llegar a la solución de su 
controversia. De ahí la importancia de ayudarles a gestionarlas adecuadamente, para 
que puedan separarlas del conflicto, y lleguen a un acuerdo.

La persona conciliadora debe hacer uso de herramientas y modelos de mediación y 
conciliación, que conllevan la contención y la regulación emocional de las partes que 
intervienen en el diálogo, para llegar al objetivo deseado, y para que la audiencia no 
se salga de control u ocurran percances dentro de la misma. Posteriormente, deberá 
gestionar sus propias emociones para poder iniciar una nueva audiencia, y no viciarla 
con las de la anterior. 

Aquí me pregunto, una vez terminada la audiencia, ¿las personas conciliadoras ges-
tionan y contienen sus propias emociones? Si la persona facilitadora no tiene una 
adecuada contención, puede haber múltiples consecuencias negativas, no solo en su 
salud mental y física, sino también en las actividades que realiza en el centro de tra-
bajo ya que, tanto la carga laboral, como la saturación emocional de conciliaciones 
previas, pueden afectar el desarrollo de las audiencias posteriores. Estas consecuen-
cias van desde el “burnout” hasta la posible mala praxis. 
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Sallard menciona, como un factor de riesgo para las personas mediadoras, el contac-
to cercano que genera confianza. De igual manera, considero que, en las concilia-
ciones laborales, el primer acercamiento que tenemos con las personas que llegan a 
la mesa de diálogo, también es muy importante; pues nos permite generar confian-
za, empatía y entablar una conexión con las personas conciliables, para que puedan 
abrirse y podamos obtener la información que necesitamos, para guiarlos a resolver 
su controversia. Este acercamiento o rapport puede ser inconsciente, fluido y espontá-
neo, de acuerdo con las habilidades y personalidad de quien facilita el diálogo (2009, 
p. 181).

Queda de manifiesto que, cuando las partes reciben un trato amable, personalizado 
y atento por parte de la persona conciliadora, al llegar a la audiencia y dentro de la 
sala de conciliación, la persona cambia su estado emocional y se logra una apertura 
emocional. Mientras más confianza y empatía sientan hacia la persona facilitadora 
del diálogo, más fácil será llevar el proceso de conciliación.  

Para que esto suceda, es importante que, las personas conciliadoras, tengan un buen 
estado de salud mental y una actitud positiva ante su labor, para ser verdaderos agen-
tes de cambio. Mantener una buena actitud frente a las personas conciliables, puede 
ser difícil y representar un desgaste físico y emocional. 

A su vez, esto contribuye a cumplir con el propósito de los Centros de Conciliación 
Laboral, y a reducir la carga laboral de los Tribuales Laborales. Esa es la importancia 
que tiene la labor de una persona conciliadora, que muchas veces no se les reconoce.

Además, es importante considerar que, el desahogo de audiencias, no es lo único que 
hace una persona conciliadora; también realiza trabajo administrativo; atiende per-
sonas usarías, para dar seguimiento a su trámite y demás situaciones que surjan, y 
que sea necesario atender con motivo de sus audiencias.

Evidenciar lo anterior, nos permite observar la importancia y la necesidad de estable-
cer mecanismos que brinden herramientas de contención o gestión de emociones en 
las personas conciliadoras en materia laboral, para cuidar su salud mental y física, así 
como para conseguir convenios más firmes y duraderos.

Conclusiones

De lo anterior concluyo que es de suma importancia la gestión y contención de las 
emociones de las personas conciliadoras, por lo que propongo la realización de gru-
pos de contención emocional entre las personas conciliadoras, de los Centros de Con-
ciliación Laboral, donde puedan expresarse libremente, de máximo 10 personas, con 
una periodicidad de una vez cada quince días, dirigida por una o dos personas tera-
peutas especializadas.

De igual manera, propongo la impartición de talleres sobre autoconocimiento e in-
teligencia emocional, que permita, a las personas conciliadoras, conocerse y tener 
herramientas para poder gestionar sus emociones, dentro o fuera del horario laboral.

También propongo reuniones entre las personas conciliadoras de cada centro, para 



4 de 4

puedan hacer “catarsis” con sus compañeras y compañeros, una vez a la semana o 
cada quince días para exponer las situaciones difíciles que enfrentaron, cómo lo re-
solvieron y recibir retroalimentación de sus compañeras y compañeros, para que pue-
dan canalizar y desahogar la carga emocional generada por las audiencias del día.

Asimismo, es importante establecer cargas laborales más realistas, basadas en el tra-
bajo y desempeño de las personas conciliadoras en los centros de conciliación labo-
ral, considerando, además, la carga administrativa que realizan al día.
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Los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales (DESCA) son un 
grupo de prerrogativas, en su mayoría programáticas, que históricamente 
han adolecido de justiciabilidad; es decir, de la posibilidad de ser exigidos 
jurisdiccionalmente. Al respecto, resulta importante precisar que, si bien la 
justiciabilidad se encuentra ligada al concepto de exigibilidad, estos no son 
intercambiables, puesto que este último tiene como objetivo la realización 
de un derecho, independientemente de los mecanismos a través de los 
cuales se pretenda este fin; mientras que, la justiciabilidad, se encamina a 
que dicha realización se materialice, por conducto de instancias encargadas 
de administrar justicia.1

En concreto, en el sistema interamericano de derechos humanos, al revisar su docu-
mento fundante, la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante, CADH), 
se observa que, los DESCA, no se encuentran pormenorizadamente reconocidos, 
sino de manera general; esto, debido a que su artículo 26 establece el desarrollo pro-
gresivo, en materia de estos derechos.2 En ese sentido, cabe preguntarse: ¿esto habi-
lita a las víctimas de violaciones a reclamar expresamente alguno de los DESCA a 
través del sistema interamericano de peticiones individuales? 

Para contestar dicha interrogante, es menester adentrarnos en lo establecido por el 
Protocolo Adicional a la CADH en materia de DESC (Protocolo de San Salvador). 
Si bien este acuerdo internacional reconoce diversos derechos de esta categoría (de-
rechos laborales y sindicales, así como derechos relacionados a la seguridad social, 
la salud, el medio ambiente sano, la alimentación, los beneficios culturales, la pro-
tección de las personas de edad avanzada, entre otros), tiene una cláusula limitativa 
respecto de la justiciabilidad de estos derechos. Esto se constata en su artículo 19, nu-
meral 6, en el cual se señala que, solo la libertad sindical y la educación, pueden ser 
exigidos jurisdiccionalmente al igual que los demás derechos de la CADH.3 ¿Y qué 
sucede, entonces, con los otros DESCA?

Ante este panorama normativo, en un primer momento, la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (en lo sucesivo, Corte IDH) utilizó el umbral normativo de otros 
artículos de la CADH para subsumir una violación a algunos de los DESCA. Por 
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ejemplo, en 2003 dicho tribunal hilvanó un vínculo entre el artículo 21 de la CADH, 
relativo a la propiedad privada, y el derecho a continuar recibiendo una pensión, tal 
como se puede constatar en la sentencia del caso Cinco Pensionistas vs. Perú.4

Los hechos del caso versan sobre cinco personas que se jubilaron entre 1975 y 1990 
después de veinte años de servicio en la Superintendencia de Banca y Seguros (SBS) 
de ese país bajo un régimen laboral de la actividad pública al amparo legal del De-
creto-Ley 20530 de 1974, cuya intención era ampliar el espectro pensionario a pres-
tadores de servicios para el Estado. Pese a que en 1981 entró en vigor una nueva 
disposición que modificó el régimen laboral del personal de la SBS a uno de actividad 
privada, los cinco pensionistas optaron por continuar en el régimen laboral de activi-
dad pública, ya que la misma norma permitía esta alternativa a personas que hubie-
ran sido beneficiadas por el Decreto-Ley 20530 antes mencionado. Conforme a ello, 
el Estado reconoció el derecho a una pensión de cesantía nivelable a estas personas 
de acuerdo con las percepciones que generaran los puestos que ejercían en el tiempo 
en que se jubilaron. De esta manera, las nivelaciones fueron efectuadas de forma su-
cesiva y periódica; sin embargo, en 1982 la SBS, sin previo aviso, suspendió los pagos 
para uno de estos pensionistas, mientras que en los demás redujo el monto pagado 
en un aproximado de 78%. Por consiguiente, estas personas presentaron acciones de 
amparo contra dicha institución, cuyas exigencias fueron declaradas fundadas por 
la Corte Suprema de Perú, por lo que se ordenó tanto a la SBS como al Ministerio 
de Economía y Finanzas que realizaran lo determinado en la sentencia; pero, dado 
su falta de acatamiento, se presentaron acciones de cumplimiento ante el Tribunal 
Constitucional de ese país, el cual se pronunció al mismo tenor de la Corte Suprema. 

Así fue como, en 1998, el caso fue presentado ante la Comisión Interamericana y, 
eventualmente, en 2001 ante la Corte IDH. Esta última concluyó que el Estado, des-
pués de haber cambiado de manera arbitraria el monto de las pensiones que recibían 
las personas referidas, sin dar cumplimiento a los ordenamientos judiciales, violó el 
artículo 21 de la CADH sobre la propiedad privada, debido a que los pensionistas te-
nían ya un derecho adquirido sobre su pensión nivelada, la cual formaba parte de su 
patrimonio propio. Como puede observarse, la Corte IDH no se pronunció sobre el 
artículo 9, relacionado a la seguridad social del Protocolo de San Salvador, sino que, 
por imposibilidades ratione materiae, tuvo que recurrir en ese momento a la propiedad 
privada.

Otro hito jurisdiccional en materia de DESCA en el sistema interamericano, fue la 
aplicación directa del citado Protocolo de San Salvador, en el caso Gonzales Lluy vs. 
Ecuador de 2015, al determinar que hubo una violación, específicamente, al derecho 
a la educación, reconocido en el artículo 13 de dicho acuerdo internacional.5 Esto 
gracias a lo anteriormente explicado sobre la posibilidad de exigir directamente solo 
el derecho a la educación y la libertad sindical, en virtud del artículo 19.6 del proto-
colo de marras. 

Este caso se originó en 1998 cuando, a causa de una transfusión sanguínea sin los 
controles médicos adecuados, una menor de edad de tres años, de nombre Talía Ga-
briela Gonzales Lluy, contrajo VIH; situación que, con los años, la condujo a ella y a 
su familia —padres y hermano— a sufrir diversos tratos discriminatorios; entre ellos, 
la negación por parte de su escuela de educación básica para continuar con sus estu-
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dios, precisamente por motivos de su condición de salud, cuando la menor tenía cin-
co años de edad. En sede nacional, se presentó ante las autoridades jurisdiccionales 
correspondientes un recurso de amparo constitucional, el cual fue declarado inadmi-
sible bajo el argumento de que, ante la colisión de los derechos individuales (derecho 
de la educación de Talía) y los derechos colectivos (derecho a la vida de los otros es-
tudiantes), aquellos que debían prevalecer eran estos últimos. Consecuentemente, el 
caso fue presentado en 2006 a la Comisión Interamericana, la cual sometió el asunto 
a la Corte IDH en 2014. Al respecto, la Corte IDH determinó en su sentencia que, el 
Estado ecuatoriano, había transgredido, inter alia, el artículo 13 del Protocolo de San 
Salvador (derecho a la educación) en relación con el artículo 19 de la CADH (dere-
chos de los niños), debido a que existió una diferencia de trato motivada por el estado 
de salud de Talía, sobre todo, teniendo en cuenta que el posible riesgo de contagio 
a los otros menores era sumamente mínimo, por lo que, la medida adoptada, fue la 
más lesiva y desproporcionada. Ello evidenció la ausencia de “adaptabilidad del en-
torno educativo” a la condición particular de la víctima, como, por ejemplo, a través 
de medidas de bioseguridad a fin de evitar la posible transmisión de enfermedades 
que deben tenerse en todo centro educativo.6 

Por otro lado, la sentencia de este caso —aunado al avance en justiciabilidad de los 
DESCA— también contribuyó a sentar un precedente importante sobre un aspecto 
de los derechos humanos, que hoy ha tomado mayor fuerza en trincheras judiciales, 
esto es, la interseccionalidad. Esto debido a que la Corte IDH arguyó que, en la viola-
ción al derecho humano a la educación de Talía, confluyeron distintos factores de 
vulnerabilidad y de riesgo de discriminación dado que, además de su condición de 
persona portadora con VIH, era una niña, una mujer y una persona que vivía en si-
tuación de pobreza.

Ahora bien, quizá uno de los hitos más sobresalientes durante la década pasada en 
cuanto a la justiciabilidad de los DESCA, lograda por conducto del artículo 26 de la 
CADH, fue la sentencia del caso Lagos del Campo vs. Perú del 2017.7 Los hechos 
del caso versan sobre el despido en 1989 del señor Alfredo Lagos del Campo, de la 
empresa Ceper-Pirelli, cuando él fungía como el Presidente electo por la Asamblea 
General del Comité Electoral de la Comunidad Industrial de dicha corporación. El 
argumento de su despido fue por “faltamiento grave de palabra”, a causa de una de-
claración pública en una revista, en la cual afirmó supuestas irregularidades de que, 
el directorio de esa empresa, había cometido en el proceso de elecciones de ese mis-
mo año. Consecuentemente, la víctima acudió ante los órganos judiciales laborales 
de primera instancia, quienes cuales determinaron que, el despido, era improcedente 
e injustificado. No obstante, después de la interposición de un recurso de apelación 
por parte de la empresa, el órgano colegiado de alzada en dicha materia, revocó la 
sentencia mencionada, concluyendo que el despido era legal y justificado. Pese a esto, 
el señor Lagos presentó diversos recursos que no tuvieron éxito en su concesión, o 
bien en, su admisión. Por consiguiente, la víctima tampoco pudo verse beneficiada de 
la seguridad social del empleo en el que se encontraba. 

En dicha sentencia, se utilizó por vez primera el contenido del artículo 26 de la 
CADH, concatenado a su vez con lo establecido por la Carta de la Organización de los 
Estados Americanos y la Declaración Americana, para concluir que existía una vulnera-
ción a la estabilidad laboral, motivada por el despido injustificado del señor Lagos 
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del Campo. La Corte IDH entendió que, el despido arbitrario del señor Lagos del 
Campo por parte de un ente privado, debido a que el Estado no adoptó medidas ade-
cuadas en el acceso a la justicia para proteger el derecho al trabajo del primero,  no 
pudo ser reinstalado, ni tampoco tuvo la oportunidad de gozar de su correspondiente 
pensión, aunado a la ausencia de una indemnización justa. Así pues, tales circuns-
tancias tuvieron un impacto negativo en los ámbitos de la vida privada y profesional 
de la víctima. Por esos motivos, en la sentencia se determinó que existía una vulne-
ración a la estabilidad laboral, motivada por el despido injustificado del señor Lagos 
del Campo como trabajador de un ente privado, y la imposibilidad de obtener justi-
cia por parte del Estado.8 

A partir de entonces, la Corte IDH ha hecho uso del artículo 26 de la CADH con el 
propósito de declarar la violación de uno o varios de los DESCA. En ese tenor, otro 
parteaguas importante en la jurisprudencia regional fue la sentencia en el caso Co-
munidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) Vs. 
Argentina de 2020.9 Este caso es particularmente importante debido a que, por vez 
primera, la Corte IDH analizó, bajo el umbral del artículo citado, los derechos a un 
medio ambiente sano, alimentación, agua e identidad cultural. Dicha asociación fue 
formada por varias comunidades indígenas de la Provincia de Salta, en Argentina10, 
las cuales, desde el año 1991 formalizaron su reclamo respecto de un conjunto de 
tierras (inicialmente más de 600.000 hectáreas, colindantes con Bolivia y Paraguay), 
cuya titularidad se remontaría al siglo XVII, esto de cara a la también pretensión de 
adjudicación de parte del territorio a favor de familias criollas. El caso fue sometido a 
la Corte IDH hasta el año 2018, y durante esas casi tres décadas, el Estado argentino 
no logró concluir de manera eficaz con la implementación de acciones a favor del te-
rritorio indígena, a pesar de los acuerdos establecidos. Cabe subrayar que, en ese inter 
de tiempo, se construyó un puente internacional y se llevaron a cabo talas ilegales, 
actividades de ganadería, así como cercamientos con alambrados. 

De acuerdo con la Corte IDH, estos hechos representaron un obstáculo para el modo 
tradicional de acceso al agua y alimentos para estas comunidades, pues se perjudica-
ron los recursos forestales y la biodiversidad; situación que, a su vez, causó un daño 
en la identidad cultural de dichas personas, dado que las variaciones de la manera en 
que vivían estas comunidades no fueron consentidas por ellos. Todo esto, con inde-
pendencia de las acciones realizadas por el Estado argentino que, en la realidad, no 
significaron una restitución efectiva para estas comunidades indígenas.  

Asimismo, vale la pena recordar otros casos subsecuentes, en los que el tribunal regio-
nal falló a favor de una violación al artículo 26 de la CADH, y que están relacionados 
a condiciones laborales. Muestra de ello fue la sentencia en el caso Empleados de la 
Fábrica de Fuegos en Santo Antônio de Jesus y sus Familiares Vs. Brasil, emitida en 
2020.11 Los hechos se remontan al año 1998, cuando ocurrió una explosión de una fá-
brica de fuegos ubicada en unos potreros en el municipio de Santo Antônio de Jesús, 
del Estado de Bahia, la cual contaba con la autorización necesaria del Ministerio del 
Ejército y del gobierno municipal. Empero, nunca hubo controles sobre las condicio-
nes de supervisión de trabajo del lugar por parte de las autoridades correspondien-
tes, sobre todo teniendo en cuenta la peligrosidad del contexto laboral. La explosión 
cobró varias víctimas mortales, entre las cuales la gran mayoría eran mujeres, con un 
total de 59 fallecidas. De ellas, cuatro mujeres se encontraban en estado de gestación 
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y 19 eran niñas, además también falleció un niño. En total, dicha calamidad dejó 
60 fallecidos, así como seis sobrevivientes (tres mujeres, dos niños y una niña). Es de 
mencionar que la mayor parte de esas mujeres que laboraban en dicha fábrica eran 
afrodescendientes en situación de pobreza. 

Por consiguiente, la Corte IDH determinó que el Estado brasileño era responsable de 
incumplir el contenido y alcance del artículo 26 de la CADH, debido a que no reali-
zó las diligencias necesarias para fiscalizar las inmediaciones donde trabajaban estas 
personas, que en su gran mayoría eran mujeres afrodescendientes de escasos recursos 
(lo cual, a su vez, constituyó una discriminación estructural e interseccional), ade-
más de que, pese a las prohibiciones en la materia, en dicho lugar trabajaban niñas y 
niños. A la luz de la interpretación de este tribunal, estas personas no contaron con 
condiciones de trabajo que fueran equitativas y satisfactorias, en términos de seguri-
dad y prevención de accidentes laborales, máxime, tratándose de labores que ponen 
en riesgo tanto la integridad como la vida de las personas. 

Por último, resulta oportuno mencionar otra sentencia reciente del 2021, en la que 
también se identificó una violación al artículo 26 de la CADH, a raíz de cuestiones 
también relacionadas con el derecho al trabajo en el caso Busos Miskitos (Lemoth 
Morris y otros) Vs. Honduras.12 En este asunto, hubo 42 personas (entre ellas, un niño 
de dieciséis años de edad), que laboraban como buzos de pesca para empresas pri-
vadas, quienes pertenecían a la comunidad indígena miskitu, y vivían en el departa-
mento “Gracias a Dios”, en situación de pobreza. Como consecuencia de los buceos 
profundos, la mayoría de estas personas —en total 34— sufrieron distintos accidentes 
que les ocasionaron enfermedades, entre ellas, el síndrome de descompresión, que al 
final cobró la vida de 12 de ellos. Sumado a esto, durante una explosión en una em-
barcación, siete personas perdieron la vida, y en cuanto al menor de edad, desapare-
ció tras ser desamparado en un cayuco por parte del propietario de la embarcación. 

En este caso, la Corte IDH —además de reiterar su jurisprudencia en torno a la dis-
criminación estructural e interseccional por tratarse de personas indígenas, uno de 
ellos niño, y en condiciones de pobreza— estableció que, bajo los parámetros del artí-
culo 26 de la CADH, y, a efecto de prevenir transgresiones por parte de particulares a 
la normatividad en materia de derechos humanos, existe la obligación para los Esta-
dos de realizar prácticas de supervisión en las empresas privadas que realicen labores 
peligrosas, como por ejemplo la pesca por buceo. Amén de lo anterior, siguiendo su 
análisis jurisprudencial, es menester contar con normas estatales que prevengan tales 
violaciones en los ámbitos privados, y, ante un eventual quebrantamiento a los pre-
ceptos relacionados con los derechos humanos, es imprescindible llevar a cabo los de-
beres específicos de investigar, sancionar y reparar a las víctimas. En este orden ideas, 
para dicho tribunal regional y con relación al tema que atañe a esta investigación (los 
DESCA), Honduras violó los derechos a la salud, a las condiciones laborales justas, 
equitativas y satisfactorias, así como a la seguridad social de esas personas.  

	 Indudablemente, la vereda jurisprudencial, que la Corte IDH ha emprendi-
do desde hace más de dos décadas en materia de DESCA, ha venido madurando en 
términos de argumentación jurídica, puesto que, del uso del artículo 21 al hoy ya 
recurrente empleo del artículo 26 de la CADH, existe una diferencia diametral, la 
cual está calando en la conciencia regional. Aunado a ello, está la plausibilidad que 
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representan las líneas jurisprudenciales desarrolladas sobre la estructuralidad y la in-
terseccionalidad, que se han aparejado con la protección de los DESCA. Quizá aho-
ra sería prudente preguntarse: ¿cuál será el nuevo rumbo hermenéutico de la Corte 
IDH, en materia de DESCA? ¿Continuará en los próximos años utilizando el umbral 
normativo del tan generalizado artículo 26 de la CADH? ¿Cabría la posibilidad de 
debatir sobre una enmienda al Protocolo de San Salvador a fin de hacer justiciables 
de manera autónoma otros DESCA a la par del derecho a la educación y la libertad 
sindical? Cuestionamientos que podrían motivar otras investigaciones en este ámbito.

Por el momento, es pertinente concluir que, la importante faena de la Corte IDH en 
materia de protección de DESCA, ha incidido positivamente en los ordenamientos 
internos de los Estados parte. Este ha sido el caso mexicano, donde, desde la segun-
da década del siglo XX, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como instancia 
máxima de justicia constitucional en el país, ha vuelto justiciables los DESCA en di-
ferentes sentencias estructurales. Ejemplo de ello han sido las sentencias en los casos 
de Trabajadoras del Hogar, Laguna del Carpintero y Pabellón 13, por mencionar algunos. 

Empero, aún queda un tramo largo y empedrado de justiciabilidad en materia de DES-
CA, ya que, por una parte, las sentencias como garantías secundarias —tanto en el 
ámbito nacional de los Estados parte del sistema interamericano por conducto de 
sus altas cortes de constitucionalidad, como en la jurisprudencia de la propia Corte 
IDH— impulsan su protección jurisdiccional efectiva; pero su cumplimiento se ha 
visto ofuscado por la sombra de la apatía y la falta de voluntad presupuestal de las 
autoridades en el ámbito local, lo cual abre la puerta a otra arista del sistema intera-
mericano, a saber: la supervisión de cumplimiento de sentencias. Un tema que, sin 
duda, sitúa en tela de juicio todo lo que hasta ahora aquí se ha analizado sobre la efi-
cacia de la exigibilidad jurisdiccional de los DESCA. 

Notas

1	  Urquilla, Carlos, La justiciabilidad directa de los derechos económicos, sociales y culturales, San José, Instituto In-
teramericano de Derechos Humanos, 2008, p. 85.

2	  El artículo 26 sobre el “Desarrollo progresivo” se consigna dentro del Capítulo III de la CADH, denominado “De-
rechos económicos, sociales y culturales”, y señala lo siguiente: “Los Estados Partes se comprometen a adoptar pro-
videncias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, 
para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales 
y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, refor-
mada por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios 
apropiados.”

3	  El artículo 19, numeral 6, del Protocolo en cuestión establece lo siguiente: “En el caso de que los derechos estableci-
dos en el párrafo a) del artículo 8 [libertad sindical] y en el artículo 13 [derecho a la educación] fuesen violados por 
una acción imputable directamente a un Estado Parte del presente Protocolo, tal situación podría dar lugar, median-
te la participación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y cuando proceda de la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, a la aplicación del sistema de peticiones individuales regulado por los artículos 44 a 
51 y 61 a 69 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos”.

4	  Corte IDH, Caso “Cinco Pensionistas” Vs. Perú, Sentencia de 28 de febrero de 2003 (Fondo, Reparaciones y 
Costas).

5	  Corte IDH, Caso Gonzales Lluy y otros Vs. Ecuador, Sentencia de 1 de septiembre de 2015 (Excepciones Prelimi-
nares, Fondo, Reparaciones y Costas).

6	  La Corte IDH enlistó las tres obligaciones que tienen los Estados en torno al derecho de acceso a la educación apli-
cado a personas con VIH/SIDA, las cuales son: “i) el derecho a disponer de información oportuna y libre de pre-
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juicios sobre el VIH/SIDA; ii) la prohibición de impedir el acceso a los centros educativos a las personas con VIH/
SIDA, y iii) el derecho a que la educación promueva su inclusión y no discriminación dentro del entorno social”. 
Ibidem, párr. 241. 

7	  Corte IDH, Caso Lagos del Campo Vs. Perú, Sentencia de 31 de agosto de 2017 (Excepciones preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas). 

8	  Cabe señalar que, la Corte IDH señaló cuáles son las obligaciones que tienen los Estados parte en los ámbitos pri-
vados, a fin de proteger el derecho a la estabilidad laboral: “a) adoptar las medidas adecuadas para la debida regula-
ción y fiscalización  de dicho derecho; b) proteger al trabajador y trabajadora, a través de sus órganos competentes, 
contra el despido injustificado, c) en caso de despido injustificado, remediar la situación (ya sea, a través de la reins-
talación o, en su caso, mediante la indemnización y otras prestaciones previstas en la legislación nacional). Por ende, 
d) el Estado debe disponer de mecanismos efectivos de reclamo frente a una situación de despido injustificado, a fin 
de garantizar el acceso a la justicia y la tutela judicial efectiva de tales derechos”. Ibidem, párr. 149.

9	  Corte IDH, Caso Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) Vs. Argen-
tina, Sentencia de 6 de febrero de 2020 (Fondo, Reparaciones y Costas).

10	   Tales comunidades indígenas pertenecen a los pueblos Wichí (Mataco), Iyjwaja (Chorote), Komlek (Toba), Niwackle 
(Chulupí) y Tapy’y (Tapiete).

11	  Corte IDH, Caso Empleados de la Fábrica de Fuegos en Santo Antônio de Jesus y sus Familiares Vs. Brasil Senten-
cia de 15 de julio de 2020 (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas). 

12	  Corte IDH, Caso de los Buzos Miskitos (Lemoth Morris y Otros) Vs. Honduras, Sentencia de 31 de agosto de 2021. 
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¿De qué manera el movimiento de la diversidad sexo—génerica ha logrado tener una 
importancia significativa en los últimos años? En México, los movimientos por los 
derechos de las poblaciones LGBTTTI+ han avanzado significativamente en las últi-
mas décadas, logrando importantes logros, tanto legales como sociales. Sin embargo, 
esta lucha no está exenta de desafíos. Es indispensable analizar la pérdida progresiva 
de la memoria histórica que rodea estos movimientos; considerar que, la falta de pre-
servación y reconocimiento de la memoria histórica, puede debilitar algunos avances 
logrados, y a su vez, comprometer el futuro y la garantía de derechos para la comu-
nidad LGBTTTI+. Para responder la pregunta inicial, es necesario hacer un repaso 
por los diferentes actores y diferentes colectividades que han logrado posicionar este 
tema, como un punto central en la lucha por los derechos humanos en nuestro país, 
y de esa misma forma, comprender cómo estas memorias se han perdido.

El 17 de noviembre de 1901 la policía de la Ciudad de México hace una redada en una casa de 
la calle de la Paz en la colonia Tabacalera, donde un grupo de jóvenes homosexuales realizaba una 
fiesta privada en la que la mitad de ellos iba vestido de mujer. Como castigo, los participantes son 
enviados a Yucatán para someterlos a trabajos forzados como cocineros, peones y lavaderos en uno de 
los batallones del ejército que peleaba contra los indios mayas durante el gobierno de Porfirio Díaz. 
(Hernández, 2001)

Este acontecimiento histórico “sacaría del closet” al movimiento de la diversidad se-
xo-genérica en México, a su vez marcaría precedentes culturales en la escena homo-
sexual en el país. Esta noticia escandalosa le daría visibilidad a la diversidad sexual, 
de una forma ridiculizante y discriminatoria; los periódicos se bufaban de las 41 per-
sonas de aquella fiesta, llamándolos jotitos y degenerados. Aun así, con todo esto, se es-
taría formando la figura homosexual en la cultura mexicana, con el tiempo, cada vez 
más personas hablarían de este tema, la discriminación y criminalización tomarían 
un fuerte papel, y con ello una violencia estructural; en conjunto sociedad y estado, 
constituiría lo que fueron Las Razzias, redadas policiales orquestadas por la misma 
dirección de policía de la Ciudad de México, donde personas de la diversidad sexual 
fueron encarceladas, torturadas y humilladas, una fuerte represión ejercida por un 
sistema de poder, que no solo quedaría ahí, si no que en conjunto con los diarios y 
medios de comunicación exhibirían a las personas que eran encontradas en eventos 
ocultos donde podían mostrarse como querían, y pasaban a tomar las planas prin-
cipales de periódicos obligándoles a mostrarse vestidos de mujer para ridiculizarles, 
muchos de ellos perderían familias y trabajos gracias a eso.

*  Estudiante de la licenciatura de 
Antropología Social en la Es-
cuela Nacional de Antropología 
e Historia.

ronaldo.calderon@enah.edu.mx
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Siguiendo el curso de una sociedad dinámica que respondía a las formas de opresión 
y las transformaciones nos damos cuenta cómo es que durante los años sesenta mu-
chos movimientos sociales empezaron a verse más conscientes con respecto a lo que 
el capitalismo y el sistema patriarcal representaba, entre estos movimientos nacen 
las luchas de emancipación de la mujer y de la libertad sexual. Sabemos bien que el 
68 es un año crucial en la historia contemporánea de México, pues sus movimientos 
estudiantiles, marcaron un antes y un después en la dinámica de la conciencia social 
mexicana. Con todo ello entendemos que, durante las movilizaciones estudiantiles 
del 68, fueron las “principales’’ universidades del país las que encabezaron las lu-
chas, sin embargo, poco se habla de los actores colectivos que también participaron 
ahí, personas homosexuales y lesbianas que tomaron y encabezaron estos espacios 
de lucha, dichos sectores combativos que reconocían que se encontraban dominados 
por diferentes sistemas se siguieron organizando, colectivizando. Hasta que se crea 
el FHAR (Frente Homosexual de Acción Revolucionaria) uno de los frentes de libe-
ración sexual más importantes en México, siguiendo el ejemplo del Frente Francés 
(Front homosexuel d’action révolutionnaire) y el de los movimientos sociales que des-
de hace ya unas décadas habían tenido un boom en la dinámica social del país.

Es en la década de los 70’s donde dicho frente toma más fuerza, cada año en la con-
memoración del aniversario de la Revolución Cubana (que tiene sus orígenes y ci-
mientos en un fuerte sentimiento de izquierda), el frente marchaba y tomaba más 
visualización dentro de la izquierda mexicana. Con todo esto, era lo que el FHAR 
buscaba, hacer notar que el sistema capitalista cis-hetero patriarcal dominaba y li-
mitaba diversas formas de expresar la sexualidad. Es importante también saber que si bien 
al FHAR se le atribuyen los momentos fundacionales del movimiento LGBT+ en México, lo cier-
to es que, desde 1975, se tiene registro de colectivos de lesbianas que comenzaron a organizarse, al 
ser rechazadas en el movimiento feminista heterosexual (Ulises, 2020) Esto nos hacer ver una 
fuerte presencia de las mujeres en los movimientos LGBT; situación que, hoy en día, 
ha quedado a un lado, pues con el tiempo, el mismo movimiento ha sido equiparado 
en su mayoría por hombres homosexuales.

Una de las principales representantes del frente fue Nancy Cárdenas, locutora, actriz 
y activista chihuahuense, una referente para que el FHAR pudiera tomar espacio. 
Cárdenas fue la primera mujer en declararse lesbiana públicamente, pues hablo de 
su orientación sexual en el noticiero de mayor alcance nacional en ese momento. Su 
legado es indiscutible, incluso se sabe que, las primeras reuniones del Frente de Libe-
ración Homosexual, otro frente homosexual de izquierda que estuvo combatiendo en 
México, tuvieron lugar en su casa. Nancy tenía un liderazgo que la caracterizaba, y 
marcó un precedente para el desarrollo de los derechos de las personas de la diversi-
dad sexual en México.

Otro referente que se menciona, en gran medida, es a Carlos Monsiváis, se sabe que 
protagonizó los momentos que revolucionaron el activismo en pro de los derechos LGBT+. Con sus 
textos, sus manifiestos y con los espacios que abrió para la circulación de ideas, el escritor visibilizó 
problemas como el acoso y los abusos por parte de la policía que enfrentaba la comunidad gay en su 
tiempo. También fue precursor del activismo en defensa de las personas que viven con VIH. Incluso 
plasmó en sus escritos los aportes de la comunidad LGBT+ a la cultura mexicana. (Ulises, 2020). 
Pero, más que hablar de referentes y personas, sabemos que todos estos esfuerzos por 
luchar contra un sistema autoritario y represivo, fueron por las colectividades orga-



3 de 4

nizadas, y también por esos héroes anónimos que no se mencionan; pero —quizá— 
murieron a manos de policías, militares o incluso civiles. Muchos esfuerzos fueron 
unidos, rescató a colectivos, como el Frente Homosexual de Acción Revolucionaria, 
el Frente de Liberación Homosexual, el Grupo Lambda de Liberación Homosexual 
y el Grupo Autónomo de Lesbianas Oikabeth, que juntaron sus esfuerzos para que, 
el 17 de Junio de 1979, se realizara la primer marcha del orgullo LGBT+ en Méxi-
co, naciendo de un contexto combativo y de resistencia, con ideas de izquierda que 
abogaba por que la lucha es también en contra de este sistema capitalista, patriarcal 
y opresor en el que vivimos. Pero, ¿qué ha pasado en la actualidad? La marcha que 
nace combativa y revolucionaria, con consignas como «¡No hay libertad política, si 
no hay libertad sexual!» y «¡Sin libertad sexual, no habrá liberación social!» «¡Lo per-
sonal es político!» Terminó convirtiéndose en una marcha encabezada por las gran-
des empresas capitalistas.

La marcha, que se realiza en junio cada año en la Ciudad de México, ha perdido 
el sentido de lo que realmente fue. Los frentes encabezados por Nancy Cárdenas y 
Carlos Monsiváis, que luchaban contra cualquier forma de opresión que el sistema 
capitalista puede imponer sobre nosotros; las formas hegemónicas de ser hombre, o 
de ser hombre homosexual, ahora marchan con empresas como Google, Facebook, 
Coca-Cola, Sabritas, etc., y con miles de hombres blancos, cisgénero, heteronormados; 
estos mismos actores han buscado ser protagonistas de los movimientos, y el capita-
lismo ha buscado adaptarse a ellos —lo que hoy en día es conocido como Capitalismo 
Rosa—. Sin embargo, es necesario recuperar la memoria histórica del porqué se sale 
a luchar cada año, ya que, en un orgullo blanco donde todo es festejo, las personas 
que no respondemos a una hegemonía somos hechas a un lado; y no toma en cuenta 
a personas racializadas o de un nivel socioeconómico bajo, como tampoco a los que 
rompemos con la heteronorma y con los sistemas binarios. Hoy es bueno preguntar-
se. ¿la lucha ha sido ganada? Basta con buscar datos de transfeminicidios o crímenes 
de odio por LGBTfobia en cada estado del país. Recordar a personas importantes 
que marcaron precedentes, y hoy ya no están con nosotros, como le magistrade Ociel 
Baena Saucedo, y ver que la lucha no está ganada, incluso seguimos sufriendo lo que 
implica ser subordinados al mismo sistema.

Hoy, rescato los esfuerzos, desde las ciencias sociales —en específico desde la antro-
pología— que están buscando recuperar la memoria histórica de nuestro gran cami-
nar Por ejemplo, ENAHMBIENTE, colectivo LGBTTTI+ de la Escuela Nacional de 
Antropología e Historia, que se esfuerza por recuperar la existencia de las personas 
de la diversidad sexual en la escuela —y en el INAH mismo; también rescato colecti-
vos como AMD (Archivo y Memorias Diversas), fundado en el 2008 por estudiantes 
de la ENAH, reconoce la necesidad de recuperar archivos del Movimiento de Libera-
ción Homosexual, así como de las personas de la población de la diversidad sexo-gé-
nerica, ya que la mayoría han sido destruidos o se han dispersado, lo que significa 
la pérdida de gran parte del acervo histórico del movimiento, y de estas poblaciones 
en el país; esto, buscando crear un espacio de diálogo, reflexión, crecimiento y com-
prensión de los procesos y necesidades de dichas poblaciones. Es importante pregun-
tarnos, ¿el camino que el movimiento está tomando responde a las necesidades y los 
acechos que hoy sufrimos? ¿o está respondiendo a los intereses de unos cuantos? De 
los que les gusta vender y convertir todo en una gran fiesta, para evadir lo difícil que 
es existir en este sistema como una persona diversa. Es necesario seguir nombrando 



4 de 4

y velar por la justicia de las personas que nos han precedido —y que por una razón 
evidente ya no se encuentran con nosotros—; reflexionar en torno a la diversidad, 
desde una perspectiva interseccional, y de esta forma, organizarnos desde lo colecti-
vo, reconociéndonos como actores de cambio frente a una ultraderecha fundamen-
tada en discursos conservadores y religiosos, que está ganando cada vez más peso en 
Latinoamérica. Hoy, más que nunca, es pertinente saber que, la historia de la lucha 
LGBTTTI+ en México, no sólo se trata de un relato de resistencia, sino también de 
una guía que nos orienta hacia un futuro de igualdad de derechos para todxs.
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Introducción

Desde el Consenso de Washington, de la década de los 80s del siglo pasado, que abrió 
las economías y mercados al libre comercio de productos y servicios, la globalización 
permitió una mayor integración entre países e interdependencia entre las cadenas de 
valor, fomentando una reducción de costos y disponibilidad ampliada de productos 
en todo el mundo.

Detrás de las cadenas de valor y suministro, han estado las prácticas de la econo-
mía lineal, donde, inversiones transnacionales, desarrollan un extractivismo de re-
cursos naturales agotables y commodities, dejando volúmenes de residuos y desechos 
contaminantes en los países huéspedes, extrayendo y trasladando dichos recursos a 
otros países beneficiarios de dicha riqueza. Es decir, la economía lineal, permite el 
agotamiento de recursos naturales limitados, a cambio de, dejar en los lugares de 
extracción, residuos y elementos tóxicos de negativo impacto, para el ambiente y 
biodiversidad.1

Este esquema, poco ambientalista, patrocinado por el GATT-OMC, ha propiciado 
que, las restricciones por razones de salud y ambiente, sean consideradas como res-
tricciones al libre desplazamiento de mercancías y servicios entre territorios aduane-
ros distintos.
A evaluar en parte, el libre comercio, la economía circular y el medio ambiente, están 
destinadas las siguientes reflexiones.

Ambiente y Libre Comercio

Los esquemas normativos de protección del libre comercio, impulsados por el GA-
TT-OMC y algunas medidas nacionales de protección del medio ambiente, reper-
cuten en las relaciones comerciales internacionales, y se perciben como expedientes 
proteccionistas nacionales.2

En efecto, estas situaciones, han adquirido tradicionalmente aspectos políticos y 
económicos relevantes. Así, las regulaciones técnicas nacionales, sobre productos o 
procesos de productos que presentan especiales características de peligrosidad en im-
portaciones o exportaciones, han dado origen al uso de medidas calificadas eco-dum-

J o r g e  W i t k e r

Economía circular y 
comercio exterior
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ping, a las eco-subvenciones, a las restricciones a la exportación de productos, cuya 
venta y distribución ha sido prohibida en el mercado de origen y a la regulación de 
las eco-etiquetas existentes de protección a la salud de consumidores.3

Así también, la relación libre comercio-medio ambiente, si bien no estuvo presente 
en la Ronda Uruguay que estableció la OMC, posteriormente ha evolucionado, in-
cluyendo las llamadas clausulas no comerciales —ambientales— en los nuevos trata-
dos de libre comercio, como el TPP Asía- Pacífico y América y el propio Tratado de 
Estados Unidos, México y Canadá en la región.

Tampoco puede omitirse el conocido artículo XX, letras b y g, del GATT 94, que tie-
ne una clara mención a derechos que las partes mantienen para proteger vía excep-
ción:  b. “medidas necesarias para proteger la salud y la vida de las personas y de los 
animales y preservar los vegetales” y; g. “medidas relativas a la conservación de los 
recursos naturales agotables, siempre que se utilicen con criterios de igualdad entre 
producciones internas y exportaciones”4

Bajo la premisa precedente, y en el contexto de las inversiones extractivas de recur-
sos naturales no renovables limitados, la economía circular ofrece una situación dual 
que, brevemente, explicamos. Por una parte, la circularidad que plantea cerrar y 
alargar la vida de los materiales y componentes, en estos casos se percibe como poco 
probable, porque generalmente las materias primas, son transformadas en procesos 
de elaboración y metalurgia, alejados de los centros de extracción, situación geográ-
fica que hace inviable la práctica de una circularidad ventajosa para las empresas.5

Por otra parte, sobre todo a nivel del comercio transfronterizo, el comercio interna-
cional se ha prestado para sacar del país de origen elementos tóxicos, peligrosos y 
contaminantes, y que, a través de este expediente, países industrializados se despren-
de de dichos residuos o desechos, incluso radioactivos, en territorios de países vecinos 
poco rigurosos, en el control aduanero de este tipo de comercios nocivos.6

El Sistema del Convenio de Basilea 

Son varios —y dispares— los tratados internacionales que recurren a cláusulas res-
trictivas del libre comercio, con el fin de lograr la protección óptima del medio am-
biente, entendido éste en un sentido global. Así, de entre los tratados internacionales 
que se han adoptado bajo los auspicios del Programa de Naciones Unidas para el 
Medio Ambientes, PNUMA y que incluyen obligaciones restrictivas del comercio 
internacional destacan el Convenio de Basilea de 1989 sobre movimientos trans-
fronterizos de desechos peligrosos y su eliminación (Convenio de Basilea), como pie-
dra angular de la reglamentación de los movimientos transfronterizos de desechos 
peligrosos, el Convenio de Washington de 1973 sobre el comercio internacional de 
especies amenazadas de fauna y flora silvestre (Convenio CITES), el Convenio de 
Estocolmo de 2001 y actualizado en 2023, que tiene como objetivo proteger la salud 
humana y el medio ambiente, regulando los contaminantes orgánicos persistentes 
(COPs) y el Protocolo de Montreal de 1987 sobre substancias que agotan la capa de 
ozono (Protocolo de Montreal).7 
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En materia de desechos peligrosos, el Convenio de Basilea aboga por limitar y con-
trolar el comercio de ciertos productos, como único mecanismo útil para prevenir los 
efectos perjudiciales que sobre el medio ambiente - e incluso sobre la salud huma-
na- se pueden proyectar como consecuencia directa de dicho tráfico comercial. La 
relevancia del Convenio de Basilea para esta investigación no deriva tan sólo de su 
contenido obligacional, sino que también de su condición de espíritus rector de un 
conjunto de tratados internacionales de alcance regional que se han adoptado en tor-
no a la gestión internacional de los desechos peligrosos, y cuya característica común 
es la inclusión de obligaciones restrictivas de los movimientos transfronterizos de de-
sechos peligrosos. 

Así, la actual reglamentación internacional de los movimientos transfronterizos de 
desechos peligrosos está compuesta por una panoplia de (a) tratados internacionales 
de vocación universal como el Convenio de Basilea.8

El Convenio de Basilea tiene como objeto específico la regulación de los movimien-
tos transfronterizos de desechos peligrosos y de su eliminación, para evitar que cau-
sen daños a la salud humana y al medio ambiente. En relación con el concepto de 
movimiento transfronterizo de desechos peligrosos es necesario realizar ciertas mati-
zaciones: 1) El Convenio de Basilea contiene una definición de movimiento transfron-
terizo, que ya es clásica en Derecho internacional del medio ambiente. El Convenio 
se aplica a los “movimientos de desechos peligrosos o de otros desechos” procedentes 
de “una zona sometida a la jurisdicción nacional de un Estado y destinado(s) a una 
zona sometida a la jurisdicción nacional de otro Estado, o a través de esta zona, o a 
una zona no sometida a la jurisdicción nacional de ningún Estado, o a través de esta 
zona, siempre que el movimiento afecte a dos Estados por lo menos”.9

En relación con esta definición, hay que realizar dos precisiones. Primero, para con-
siderar al movimiento como transfronterizo no se tiene en cuenta el concepto de 
territorio, sino que se toma como referencia el concepto de “zona sometida a la ju-
risdicción de un Estado.” De esta forma, se toman en consideración las competen-
cias del Estado en zonas no terrestres tales como el mar territorial, la zona contigua, 
la zona económica exclusiva y el espacio ultraterrestre. Segundo, el Convenio limita 
su aplicabilidad a los movimientos transfronterizos en los que, al menos, estén invo-
lucrados dos Estados, quedando, así excluidas aquellas exportaciones, cuyo destino 
directo sea una zona no sometida a la jurisdicción nacional de ningún Estado; como 
e.g. el alta mar.

El Convenio de Basilea contiene una definición de desechos peligrosos, a los efectos 
de su aplicabilidad, que es bastante amplia y problemática. En el momento presen-
te, el Convenio es de aplicación a dos categorías de desechos: desechos peligrosos y 
otros desechos.

El propósito del Convenio de Basilea es, entre otras cosas, regular el movimiento 
transfronterizo de desechos mediante, un sistema de notificación previa de la in-
tención de exportar desechos peligrosos y otros desechos, y la obligación de que las 
Partes den su consentimiento por escrito (el denominado “consentimiento previo in-
formado”), antes de que los envíos de esos desechos puedan ser objeto de tránsito o 
de importación en zonas sujetas a la jurisdicción nacional (es decir, el espacio terres-
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tre, marítimo o aéreo en relación con los cuales, las Partes, ostentan una responsabi-
lidad reglamentaria y administrativa, de conformidad con el derecho internacional).

Finalmente, México ratificó el Convenio, el 22 de febrero de 1991, y fue publicado en 
el Diario Oficial el 9 de agosto de ese mismo año, y las disposiciones generales fueron 
adoptadas el 5 de mayo de 1992, fecha de la entrada en vigor, el más antiguo en ma-
teria de residuos peligrosos y sustancias químicas.

Las controversias multitratados

El preámbulo del Convenio de Basilea reconoce, en forma expresa, el derecho so-
berano que tiene todo estado para prohibir la entrada o la eliminación de desechos 
peligrosos en su territorio. Para ejercer este derecho, según los artículos 4.1 y 13 del 
Convenio, deberá adoptar una prohibición general y comunicar a la Secretaría, las 
decisiones que haya tomado de no autorizar total o parcialmente, las importaciones 
de desechos peligrosos.

El caso precedente indica, en consecuencia, que las relaciones comercio-ambiente no 
han sido del todo pacificas, por la coexistencia de diversos tratados que, al producirse 
conflictos como el anterior, cobran relevancias. En efecto, la Organización Mundial 
del Comercio, el Acuerdo Multilateral Medioambiental, el Acuerdo de Obstáculos 
Técnicos al Comercio, el Órgano de Solución de Diferencias, corren paralelos a los 
tratados de Basilea y Estocolmo, planteando esquemas de consultas y mecanismos 
de conciliación, que sin duda alguna perturban el funcionamiento de los mercados 
y, máxime, cuando la economía circular plantea el expediente del reciclaje de bie-
nes inocuos que pueden cruzar fronteras, sin los riesgos de los productos peligrosos 
o tóxicos.

Consideraciones finales

Como hemos observado en las páginas precedentes, el libre comercio y el ambiente 
han sido temas que originalmente fueron vistos, como expedientes restrictivos, utili-
zados por los gobiernos para proteger industrias nacionales sin fundamentos técnicos 
pertinentes. Como se dijo desde la creación de la OMC, ambos temas fueron omiti-
dos e ignorados, pese a que en las épocas pasadas ya la Cumbre de la Tierra en 1992 
de Brasil, había advertido que ambiente y desarrollo, junto al comercio internacio-
nal, debían articularse para evitar el calentamiento global anunciado y el cambio cli-
mático existente en nuestros días.

Los esfuerzos multilaterales, que convocan a más de 190 países en el conocido Acuer-
do de París de 2015, y las metas del desarrollo sustentable al 2030, con los 17 Ob-
jetivos de Desarrollo Sustentable, manifiestan al mundo que el planeta requiere ser 
protegido y defendido de los estragos que, el extractivismo y la globalización, han 
provocado con la conocida producción lineal, caracterizada por utilizar en forma ili-
mitada recursos naturales agotables, generando volúmenes de residuos que contami-
nan los entornos con gases de efecto invernadero.

Como estrategia alternativa, las economías verdes sustentables y circulares son he-
rramientas que, el comercio internacional, debe empezar a proveer y estimular, 
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para detener los daños evidentes cometidos a los ecosistemas, biodiversidad, salud y 
naturaleza.
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Introducción

El denominado Derecho a la Ciudad pareciera, en ocasiones, una simple 
moda en el ámbito jurídico; sin embargo, guarda vital importancia en muchos 
de los graves problemas que hoy enfrenta la sociedad, siendo el punto de 
partida en el que, los mismos centros urbanos, son el lienzo arquitectónico 
y administrativo donde se ilustran claramente las desigualdades sociales, 
que se traducen en violencia, delincuencia y corrupción. Aunado a esto, el 
concepto de dignidad, el cual es fundamental para el desarrollo y protección 
de los Derechos Humanos (DDHH) ha opacado también otro concepto que, 
en lo jurídico y social, debería ser igualmente considerado: el de decencia. 
El presente trabajo de investigación no apunta hacia una discusión entre 
ambos términos, sino solamente establecer la importancia del concepto 
(jurídico y político) de “decencia”, de la mano del autor Avishai Margalit, 
y con ello verificar si, tal concepto, es uno de los defendidos desde los 
objetivos del Derecho a la Ciudad, todo ello enmarcado desde la Carta de 
las Naciones Unidas (ONU). 

Concepto y evolución histórica del Derecho a la Ciudad

El término de “Derecho a la Ciudad” apareció en 1968 cuando Henri Lefebvre es-
cribió el libro del mismo nombre, definiendo a dicho derecho como el “derecho de 
los habitantes urbanos a construir, decidir y crear la ciudad, y hacer de esta un espa-
cio privilegiado de lucha anticapitalista” (Molano, 2016, p. 4). En su obram el autor 
francés reflexionó acerca del impacto negativo sufrido por las ciudades en los países 
de economía capitalista, con la conversión de la ciudad en una mercancía al servi-
cio exclusivo de los intereses de la acumulación del capital. Como contrapropuesta 
a este fenómeno, Lefebvre construye una propuesta política que parte de la ciudad, 
para reivindicar la posibilidad de que la gente volviera a ser dueña del espacio en el 
que habitaba, oponiéndose a los efectos del  neoliberalismo, entre los que se podían 
señalar la privatización de los espacios urbanos, el uso mercantil de la ciudad, la pre-
dominancia de industrias y espacios comerciales, así como zonas residenciales con 
determinadas preferencias para gozar de servicios públicos de mejor calidad. Así, su 
propuesta fue considerada por algún tiempo como un nuevo humanismo y el Dere-
cho a la Ciudad como una oportunidad abierta para las luchas urbanas de retomar la 
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protección de los derechos civiles y humanos, que se habían quedado exclusivamente 
en el discurso político (Costes, 2014, p.4).

Un paso fundamental en la construcción del Derecho a la Ciudad ha sido la elabo-
ración de la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad articulada por Habitat In-
ternational Coalition (Mathivet, 2009). La Carta establece desde, su primer artículo, 
características del Derecho a la Ciudad, siendo que esta pertenece a todos los que la 
habitan sin discriminación, considerando una cultura rica y diversificada, y sin im-
portar que se trate desde villas hasta ciudades y capitales. (UCLG, 2014). En México, 
el Derecho a la Ciudad se encuentra ubicado en el artículo 12 de la Constitución de 
la Ciudad de México, que la señala como un derecho colectivo al uso y disfrute equi-
tativo de la ciudad. (GOCDMX, 2024)

Concepto y evolución histórica del concepto de Sociedad decente

Es normal confundir el término de dignidad con el de decencia, ya que, en una de sus 
definiciones por la Real Academia, se le señala como: “Dignidad en los actos y en las 
palabras, conforme al estado o calidad de las personas” (RAE, 2022).

La palabra decencia proviene del latín decentia, que para algunos implica recato y 
compostura, mientras que para otros lo que es “apropiado” (De Chile, 2022. Mar-
galit propone una definición a grandes rasgos de lo que es una “sociedad decente”, 
donde la base principal se encuentra en las instituciones y la no humillación por parte 
de estas a las personas que están bajo su jurisdicción (Margalit, 1997, p. 15).

Avishai estipula que existirá una sociedad decente, cuando las instituciones no creen 
razones para humillar a las personas, manteniendo una relación muy estrecha con la 
idea del respeto de los derechos humanos y la teoría Ius naturalista, respecto a estos; 
donde, en primera instancia, se busca que las instituciones por medio de la legislación 
vigente respeten y den un trato justo a las personas, enfatizando “personas” ya que no 
se está refiriendo a grupos específicos o membresías concretas como la “ciudadanía”, 
para considerar si se les atiende o no.

Con base en lo anterior, es importante relacionar el Derecho a la Ciudad con el con-
cepto de Sociedad Decente, entendiendo que la primera coadyuva a la segunda en el 
desarrollo de sus propios objetivos.

Carta de las Naciones Unidas

La Carta de la Organización de las Naciones Unidas, firmada el 26 de junio de 1945 
en San Francisco y que entró en vigor el 24 de octubre del mismo año. En este do-
cumento, las naciones firmantes aseguran estar resueltos a “Realizar la cooperación 
internacional en la solución de problemas internacionales de carácter económico, so-
cial, cultural o humanitario, y en el desarrollo y estímulo del respeto a los derechos 
humanos y a las libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos 
de raza, sexo, idioma o religión; (Carta de las Naciones Unidas, 1945)”.

Lo anterior es indiscutiblemente una referencia a la búsqueda de una Sociedad De-
cente, ya que, al resolver problemas de carácter económico, social y cultural, se ha-
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bla indiscutiblemente de derechos humanos en los que, las instituciones, busquen que 
los miembros de la sociedad tengan igualdad de oportunidades, sin importar la zona 
geográfica de la urbe de donde provengan.

Es en este punto donde entra también el denominado Derecho a la Ciudad que, 
como ya se mencionó, busca que todos los ciudadanos participen de su ciudad, sin 
la privatización de espacios, o bien, puramente intereses políticos o económicos, que 
provocan una degradación en las condiciones de vida mediante el despojo del hábitat 
natural, de ríos, cielo e incluso de la vivienda mediante actos de autoridad corruptos 
o bien orientados exclusivamente al capital.

ONU Hábitat, una rama de la Naciones Unidas, busca reforzar el Derecho a la Ciu-
dad mediante políticas de ciudades libres de discriminación, ciudades con igualdad 
de Género, ciudades participativas y ciudades de las personas en las que todos sean 
tratados con igualdad, respeto y tolerancia, en espacios de vivienda decente (ONU 
hábitat, 2020).

Además, ONU Hábitat considera que, este derecho, es de todos sin distinción, te-
niendo en cuenta que los habitantes deben “utilizar, ocupar, producir, transformar, 
gobernar y disfrutar ciudades, pueblos y asentamientos urbanos justos, inclusivos, 
seguros, sostenibles y democráticos, definidos como bienes comunes para una vida 
digna” (ONU hábitat, 2020).

Conclusiones

Es un hecho que las autoridades deben buscar, progresivamente, la efectividad del 
derecho a la ciudad, en el marco de la sociedad decente y de los principios que mar-
ca la carta de la ONU, por medio de la utilización de instituciones y  normas; con 
la idea de que todos los habitantes de la ciudad deben acceder igualitariamente a 
los beneficios que brinda, desde el servicio de transporte, áreas verdes, servicio de 
alumbrado público, recolección de residuos, pavimentación, por mencionar algunos; 
reflejándose una sociedad en la que ninguna persona cuente con menos servicios o 
menor calidad en ellos. La idea es recuperar espacios públicos, evitando con ello ac-
tos de delincuencia o el desarrollo urbano pensado solo en el asentamiento humano, 
sin considerar el derecho a un ambiente sano.

El gobierno debe entender —y considerar— que el Derecho a la Ciudad sí implica 
un gasto público importante; pero es una inversión que trae beneficios a la sociedad, 
y eso debe ser el principal motor de los representantes. Y no basta con señalar única-
mente que exista en un documento jurídico, sino hacerlo efectivo para todos los habi-
tantes de la ciudad. Se puede implementar economía inclusiva, solidaria, que apoye 
al desarrollo de las familias, asegurando con esto un medio de vida seguro y digno, 
considerando un trabajo decente.

Por último, considerar una ciudad que proteja la biodiversidad, los ecosistemas, la 
naturaleza que la rodea, sobre todo si la actividad económica preponderante es el tu-
rismo, pudiendo enmarcarlo en ecoturismo, donde se pueden realizar actividades en 
áreas naturales, pero sin dañar la flora y fauna del lugar.
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Se debe incluir, en el Derecho a la Ciudad, zonas rurales en la misma proporción que 
las zonas urbanas, considerando el aseguramiento de la soberanía alimentaria y el 
desarrollo social de acuerdo con sus costumbres y tradiciones.

Que este derecho se encuentre ya de forma positiva en un documento normativo es 
sumamente relevante. Sin embargo, es necesario convertirlo ya en un derecho vivo y 
activo, especialmente en lo relacionado con el medio ambiente y la manera en que se 
aprovecha el espacio. 
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Una rana cayó en una olla de agua; 
nadaba feliz acostumbrándose al ca-
lor de las brasas. De un momento a 
otro, el agua hirvió y la rana murió. 

Fábula de Olivier Clerc

En 1934, un año después de la llegada de Hitler al poder, sin que la 
Constitución lo previera, se instituyó el “Tribunal del Pueblo” (Volksgerichshof) 
para resolver los casos de traición, espionaje y defección, además de otros 
delitos de carácter político. A través de este tribunal, fueron condenadas a 
muerte más de doce mil personas, y fueron enviadas a prisión —o a campos 
de concentración— otros miles por ser consideradas como opositores al 
régimen nazi.

En el nombre del pueblo. Justicia política en la Alemania de Hitler es el título del libro escri-
to por el gran historiador alemán y profesor de la Universidad de Nueva York, H.W. 
Koch, el cual documenta detalladamente el funcionamiento del “Tribunal del Pue-
blo”, así como el papel de su más temido juez, Roland Freisler, quien fungió como su 
presidente, a partir de 1942.1  

Freisler, miembro activo del partido nazi desde 1925 y quien se había desempeña-
do como ministro de Justicia entre 1933 y 1942, se hizo conocido por convertir las 
audiencias públicas en verdaderos despliegues escenográficos, en las cuales vocifera-
ba frases humillantes contra los acusados, dejándolos sin posibilidad de defenderse.2 
Freisler también se hizo notorio por dictar sentencias arbitrarias, a las cuales acos-
tumbraba encabezar con la frase “En el nombre del pueblo alemán”, así como por 
condenar a muerte a más de cinco mil personas, en tan sólo tres años como presiden-
te del tribunal.3 

El “Tribunal del Pueblo” es el ejemplo por definición de la politización de la justicia, 
es decir, del uso del derecho “en el nombre del pueblo” para la criminalización del 
disenso en un régimen político;4 sin embargo, la politización de la justicia en la Ale-
mania nazi no se limitó a la persecución por órganos policiacos y un tribunal especia-
lizado, sino que se incrustó en todo su sistema jurídico. 

M a .  S u s a n a  D á v a l o s  T o r r e s

En el nombre del pueblo: 
derecho y justicia 

en la Alemania nazi

https://www.juridicas.unam.mx/investigador/perfil/sdavalos
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Era bien sabido que Hitler detestaba al derecho y a los jueces. Desde 1930, antes de 
llegar al poder, cuando un tribunal resolvió en contra de algunos miembros del par-
tido Nazi, Hitler declaró: “Podemos asegurarles que, si el nacional socialismo llega 
al poder, (los jueces) van a ser despedidos sin pensión”.5 Para 1933, después de unos 
meses de que Hitler tomara el poder, el presidente de la Federación Alemana de Jue-
ces, Karl Linz, advirtió en un artículo intitulado “Hacia nuevos años”, lo siguiente: 
“hoy son pocas las cosas buenas que se pueden esperar para la justicia; antes bien, 
todo indica que vendrán nuevos ataques y nuevas luchas para asegurar la existencia 
de un Derecho y una jurisprudencia independientes”.6

Tan solo unos días después, el 23 de marzo, el Reichstag aprobó la Ley de Plenos 
Poderes, que facultaba a Hitler para expedir decretos con fuerza de ley; asimismo, 
la administración de la justicia fue arrancada de los estados, para concentrarse en 
el Ministerio de Justicia del Tercer Reich. En cuanto a los tribunales locales, conti-
nuaron en funcionamiento, pero se instrumentaron modificaciones que tenían como 
finalidad reducir los jueces competentes, para conocer determinado tipo de casos y 
limitar el derecho de apelar. Además, se instituyeron tribunales extraordinarios para 
conocer de casos políticos o de guerra.7

Salvo algunos casos, los jueces se ajustaron a las leyes expedidas en este período, en-
tre otras razones, por su nacionalismo, su rechazo al comunismo —contra el cual se 
pronunciaba el régimen nazi— y por las promesas hechas por Hitler frente al Reichs-
tag, el mismo día en que se expidió Ley de Plenos Poderes, en relación con la inamo-
vilidad de los jueces —no así con la independencia judicial para resolver pues todas 
las decisiones debían doblegarse a la conciencia del “pueblo”, comunidad de la cual 
quedaban excluidos los judíos, los extranjeros y los disidentes.8 La promesa de ina-
movilidad fue cumplida, por supuesto, previa “depuración” de jueces y empleados 
judíos y de raza extranjera, así como de simpatizantes y partidarios del marxismo, 
esto en cumplimiento de la ley para la reforma del funcionariado profesional de abril 
de 1933.9 Lo mismo sucedería con los abogados postulantes y profesores de derecho.

En 1935, con el poder judicial “depurado”, fueron aprobadas las Leyes de Nürem-
berg, por las cuales se criminalizaba y perseguía al pueblo judío, “con la finalidad de 
proteger la sangre alemana”.10

A pesar de la sumisión de la mayoría de los jueces al régimen nazi, en 1942, ya en 
plena Segunda Guerra Mundial, Hitler no desaprovechó la oportunidad para expre-
sar su desprecio por abogados y jueces en un discurso que pronunció frente al Reichs-
tag, a propósito de la derrota de las tropas del Este en el sur de Rusia, de la siguiente 
manera: 

“Espero que la profesión jurídica alemana entienda que la nación no está aquí para 
ellos, sino que ellos están aquí para la nación; esto es, el mundo, que incluye a Alema-
nia, no debe declinar para que la ley formal viva, sino que Alemania debe vivir, inde-
pendientemente de las contradicciones de la justicia formal. Por citar un ejemplo, no 
puedo entender por qué, un criminal que se casó en 1937, quien maltrataba a su esposa 
hasta que enloqueció y finalmente falleció como resultado del último maltrato, debe-
ría ser sentenciado a 5 años de prisión, cuando miles de hombres alemanes honorables 
deben morir para salvar a su patria de la aniquilación de las manos del bolchevismo.
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De ahora en adelante, intervendré en esos casos y removeré de su puesto a aquellos 
jueces que evidentemente no entiendan las exigencias del momento”.11 

Esto no fue necesario debido a la invariable sumisión del poder judicial. De ahí que 
Hanna Arendt haya reflexionado sobre la sociedad en la Alemania nazi en su libro 
Los orígenes del totalitarismo, en los siguientes términos: 

“Una diferencia fundamental entre las dictaduras modernas y todas las tiranías del 
pasado es la de que en las primeras el terror ya no es empleado como medio de ex-
terminar y atemorizar a los oponentes, sino como instrumento para dominar masas 
de personas que son perfectamente obedientes. [...]
El terror, sin embargo, es, en la última instancia de su desarrollo, una simple forma 
de gobierno. Para establecer un régimen totalitario el terror tiene que ser presenta-
do como un instrumento de realización de una ideología específica, y esta ideología 
debe haberse ganado la adhesión de muchos, de una mayoría, incluso antes de que el 
terror pueda ser estabilizado”.12 

El vórtice del sistema de barbarie y terror del nazismo fue Holocausto, pero el ánimo 
de destrucción en la sociedad de la época y de sus líderes no surgió de la noche a la 
mañana. Había una tradición autoritaria heredada de la época imperial, la idea de 
razas inferiores provenía del darwinismo, y el deseo de venganza se había generado 
desde la derrota de Alemania en la Primera Guerra Mundial, el cual se intensificó 
con la hiperinflación de los primeros años de la década de los veinte. El derecho, en-
tonces, fue empleado para ejercer el poder absoluto y como un instrumento para le-
gitimar la moral social de la época.

Es famoso el debate entre Hans Kelsen y Carl Schmitt sobre quién debe de ser el 
guardián de la Constitución, poco antes de la caída de la República de Weimar. En 
1928, Kelsen publicó el artículo “La garantía jurisdiccional de la Constitución”, en 
el cual sostenía que el protector de la Constitución debía ser un tribunal especializa-
do, un Tribunal Constitucional, esto por “la necesidad de controlar el ejercicio del 
poder mediante un órgano jurisdiccional independiente de los tres poderes tradicio-
nales”.13 La preocupación de Kelsen era garantizar que quienes ejercieran el poder 
no lo hicieran ilimitadamente sino ajustándose a la Constitución.  Por su parte, Carl 
Schmitt escribió una serie de artículos que después conformaría el libro ¿Quién debe ser 
el defensor de la Constitución?, publicado en 1931, en el cual sostenía que el protector de 
las normas constitucionales debía ser de carácter político, es decir, el presidente del 
Reich, pues de ser el poder judicial, se estaría judicializando la política y politizando 
la justicia.14 Meses después fue publicado el libro de Kelsen, ¿Quién debe ser el defensor 
de la Constitución?, como respuesta a Schmitt, en el cual expone que el defensor de la 
constitución no puede ser de carácter político pues “nadie puede ser juez y parte de 
su propia causa y que por ello quien realiza el control de constitucionalidad debería 
ser un órgano autónomo e independiente de las funciones del Estado, cuya naturale-
za no es política sino semejante a la de los demás órganos jurisdiccionales. Su distin-
ción radica en cuanto a que mientras el tribunal constitucional anula actuando como 
‘legislador negativo’, los demás tribunales dirimen controversias específicas”.15 

En cuanto a la moralización del derecho, los juristas que simpatizaban o militaban en 
el partido nazi, como Freisler, propusieron la unificación del derecho y la moral, idea 



4 de 6

expresada con el término Sittlichkeit (orden ético).16 Para estos juristas, no bastaba el 
derecho positivo, sino que era necesario moralizarlo para que fuera justo.17 Reinhard 
Höhn lo expresa de la siguiente manera: “Mientras que el positivismo implica la idea 
de que la justicia no puede ser incorporada en derecho positivo, la dicotomía entre 
la idea de justicia y las leyes debería ser superada por el Estado Nacional Socialista 
porque el derecho es la moralidad vivida”, y agrega “Los valores éticos que son obli-
gatorios para la concepción de comunidad nacional socialista, como honor, lealtad, y 
raza, deben ser parte del derecho”.18

Roland Freisler repite esta idea de la siguiente manera: “No puede haber brecha en-
tre un imperativo legal y un imperativo ético. Esto es así porque los imperativos jurí-
dicos son imperativos de decencia; sin embargo, lo que es decente está determinado 
por la conciencia del pueblo y el individuo como miembro del pueblo”.19

La finalidad de eliminar la separación entre derecho y moral era fortalecer el poder 
dictatorial del régimen nazi, al facilitar la incursión del Estado en el ámbito de lo pri-
vado; las leyes y órdenes de Hitler y otras autoridades dejaban el plano público estatal 
para pasar al plano personal de lealtad y compromiso.20

En oposición a estas teorías, en 1934, fue publicado el libro Teoría pura del derecho 
de Kelsen, que recibió fuertes críticas de los juristas nazis, por su formalismo y su 
anticomunitarianismo.21 

En muchos textos, se ha discutido la responsabilidad del positivismo jurídico de Kel-
sen, al proponer la separación del derecho de la moral, haciendo posible que los jue-
ces aplicaran sin cuestionar las normas jurídicas expedidas durante el régimen nazi, 
al ser derecho vigente. El análisis de esta discusión está fuera del alcance de este tex-
to, lo cierto es que Kelsen construyó sus propuestas en un contexto determinado. La 
teoría de Kelsen fue una respuesta, a la tendencia del régimen nazi de moralizar, el 
derecho con una “moral” de discriminación, dominación y cuyo objetivo era el exter-
minio de grupos raciales y disidentes. Cabe destacar que, en 1946, fue publicado el 
libro Arbitrariedad legal y derecho supralegal de Gustav Radbruch, el cuál afirmaba que el 
positivismo jurídico fue el responsable de que el poder judicial quedara a merced de 
leyes arbitrarias o de contenido criminal.22 De acuerdo con Herlinde Pauer-Studer, en 
realidad, en esta discusión hay que distinguir dos temas, la separación del derecho y 
la moral, por una parte, y la relatividad moral, por otra. Para esta autora, contrario 
a lo que generalmente se cree, en la Alemania nazi no se fomentó el positivismo jurí-
dico, sino la “moralización” del derecho como parte de una estrategia dictatorial, el 
problema entonces fue la “moral” perversa de este régimen.23 

El régimen nazi usó al derecho como instrumento de legitimación, como lo han he-
cho otros regímenes totalitarios; sin embargo, el exterminio del pueblo judío y de los 
pueblos de Europa del Este se planeó y se llevó a cabo sin dejar rastro por escrito, 
pues hay actos tan brutales que escapan al derecho, no sólo en su aplicación sino en 
su codificación.  Tal como se hizo constar en los expedientes de los Tribunales de 
Nüremberg: “[l]a ideología del Tercer Reich era totalmente incompatible con el es-
píritu del derecho; no podía vivir bajo el derecho y el derecho no podía vivir bajo 
ella”.24
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La humanidad tomó nota de las lecciones de este período, y se crearon sistemas in-
ternacionales de cooperación económica y política, así como de protección de los 
derechos humanos; asimismo, muchos Estados positivizaron un amplio catálogo de 
derechos humanos y desarrollaron mecanismos jurídicos para garantizar la indepen-
dencia judicial. Desafortunadamente, la historia nos enseña que, los deseos de ven-
ganza y el uso de las minorías como chivo expiatorio, reaparecen cíclicamente, y que 
se repite la instrumentación del derecho y de los tribunales para materializar el deseo 
de destrucción.

Tan excesivo es excluir al derecho como aplicar el derecho a “rajatabla”. Los regíme-
nes totalitarios desprecian al derecho, porque sus excesos escapan de sus alcances; al 
mismo tiempo, lo instrumentalizan codificándolo y aplicándolo a “rajatabla”, para 
legitimarse en el nombre del pueblo y de la justicia.  

Notas

1	  Koch, H.W., In the Name of  the Volk. Political Justice in Hitler’s Germany, NY, St. Martin’s Press, 1989. 
2	  Cfr. Herlmut Ortner, Hitler’s Executioner. Judge, Jury and Mass Murderer for the Nazis, Philadelphia 2018, p. 80 y sig.. Véase 

también Judge Roland Freisler-aka, Raving Roland, https://youtu.be/aNi5256dhvM?si=3VG6lUHhQmZklsHC 
3	  Ibidem, pp. 128 y ss. 
4	  Mucho se ha escrito sobre el concepto de “pueblo” (Volk) y su uso ideológico con el término de Volksgemeinschaft. Un 

excelente libro sobre la idea de “pueblo” como comunidad y de raza, que fueron clave para la ideología nazi, es del 
historiador francés Chapoutot, Johann, La ley de la sangre: Pensar y actuar como un nazi, Madrid, Alianza, 2021. 

5	  Nuernberg Military Tribunal, Trials of  War Criminals before the Nuernberg Military Tribunals under control Council Law No. 
10. Nuernberg, October 1946-April 1949, Vol III, United States Government Printing Office, Washington, 1951, p. 
41.

6	  Karl Lin, “Zum neuen Jahre”, Deutsche Richterzeitung, 19 de marzo de 1933, p. 122, citado por Arnedo, Fernando J., 
“Roland Freisler, El Soldado Político de Hitler’”, Arnedo, Fernando J. (Coord.), El derecho penal de voluntad, Ediciones 
Olejnik, Chile, 2021, p. 19. 

7	  Cfr. Nuernberg Military Tribunal, op. cit., pp. 35 a 42. 
8	  Ibidem, p. 20.
9	  Idem.
10	  Arnedo, Fernando J., p. 22.
11	  Nuernberg Military Tribunals, Vol. V, op. cit., p. 50.
12	  Arendt, Hannah, Los orígenes del totalitarismo, Madrid, Taurus, 1998, pp. 30 y 31. 
13	  Ferrer Mac Gregor, Eduardo, “¿Es Kelsen el fundador del derecho procesal constitucional? Análisis de un debate 

contemporáneo”, Pensamiento Constitucional, año XIII, núm. 13, 2008, p. 293. 
14	  Cfr. Fix-Zamudio, Héctor, Introducción al estudio de la defensa de la Constitución en el ordenamiento mexicano, 2a. ed., Centro 

de Estudios Constitucionales México-Centroamérica, UNAM-Corte de Constitucionalidad de Guatemala, México, 
1998, p. 22. 

15	  Ferrer Mac Gregor, Eduardo, op. cit., p. 293 y 294.
16	  Herlinde Pauer-Studer señala a Reinhard Höhn, Otto Kollreutter, Karl Larenz, Erns Fortshoff y Roland Freisler. Cfr. 

Pauer-Studer, Herlinde, “Kelsen’s Legal Positivism and the Challenge of  Nazi Law”, Yearbook Circle Institute, núm. 17, 
2014, p. 232.

17	  Pauer-Studer, Herlinde, Justifying Injustice. Legal Theory in Nazi Germany, Cambridge University Press, Massachusetts, 
2020, p. 8.

18	  Ibidem, p. 9. 
19	  Idem. 
20	  Pauer-Studer, Herlinde, “Kelsen’s Legal Positivism and the Challenge of  Nazi Law”, p. 237.
21	  Cfr. Englard, Izhak, “Nazi Criticism against the Normativist Theory of  Hans Kelsen: It’s Intellectual Basis and 

Post-Modern Tendencies”, Israel Law Review, vol. 183, núm. 2, verano 1998, pp. 183-249. 
22	  Pauer-Studer, Herlinde, “Kelsen’s Legal Positivism and the Challenge of  Nazi Law”, p. 224. 
23	  Ibidem, p. 238.
24	  Nuernberg Military Tribunal, Vol. III, op. cit., p. 41.

https://youtu.be/aNi5256dhvM?si=3VG6lUHhQmZklsHC
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I. Introducción

Durante la segunda mitad del siglo XX, existió un auge de obras encaminadas 
a pensar sobre el futuro de la humanidad, principalmente, en el ámbito 
literario y televisivo. La idea de la robotización parecía algo extraordinario y, 
tal vez, imposible; pero los avances científicos de su momento permitían 
creer que sería posible a inicios del siglo XXI. 

A casi un cuarto del siglo XXI, los avances tecnológicos no son los esperados por 
obras de ficción como Star Wars o Los Supersonicos (The Jetson en inglés). Sin embargo, 
han permitido un desarrollo y crecimiento que podría demostrar que, la humanidad, 
no se encuentra lejos de una robotización casi completa de las tareas cotidianas.
En su libro El mundo y sus demonios, Carl Sagan muestra cómo, el escepticismo a la 
ciencia, puede generar temores a la sociedad que pueden no ser comprensibles, a la 
luz de la propia ciencia y el razonamiento. Si bien la ciencia y los avances no pueden 
ser catalogados como “buenos” o “malos”, los usos que pueden darle sí generan un 
efecto en la sociedad y, de esta manera, pueden considerarse éticamente aprobados o 
no; y al mismo tiempo, desde el ámbito jurídico, como legales e ilegales.
Es aquí donde el derecho —y en particular, los derechos humanos— juega un rol 
importante en los avances científicos y tecnológicos, a fin de evitar hechos como los 
acontecidos durante la primera y segunda guerra mundial. A raíz de estos sucesos, se 
generaron diversos acuerdos internacionales con el objetivo de prevenir sucesos que 
pusieran en riesgo a la humanidad, como la creación de la Organización de las Na-
ciones Unidas (ONU), la Declaración Universal de los Derechos Humanos y el auge del De-
recho Internacional Humanitario.1

Por tal motivo, la creación, el uso y la utilización de la Inteligencia Artificial no pue-
de quedar exenta de una regulación, que debe ser acorde con la protección y defensa 
de los derechos humanos. Pese a ello, hasta la fecha, su regulación (así como la del 
mundo digital, las tecnologías de la información y comunicación y tecnologías emer-
gentes), resulta complejo. 

Regulación de inteligencia artificial

De acuerdo con la ONU, los conceptos de “automatización digital” e “inteligencia 
artificial”, hacen referencia a la capacidad de las computadoras de asumir cada vez 
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más tareas relacionadas con el trabajo cognitivo, además del físico. La automatiza-
ción del trabajo siempre ha tenido repercusiones importantes en las políticas de los 
gobiernos, en materia de empleo y mercados de trabajo y, en general, en las políticas 
económicas.2

En este sentido, la utilización de tecnologías de la información y comunicación en el 
gobierno ha sido de manera progresiva. Hoy en día, diversas instituciones cuentan 
con sistemas automatizados de diversos tipos, que permiten una accesibilidad a la so-
ciedad, así como mejorar los procesos y hacer más eficientes los recursos.

Entre los mecanismos diseñados, se puede mencionar la posibilidad de presentar 
juicios en línea. Se implementó, en primer lugar, en el entonces Tribunal Federal 
de Justicia Fiscal y Administrativa (2009); después, en Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, y posteriormente, en el Poder Judicial de la Federación, mediante el 
Juicio de Amparo en línea (2013). De igual manera, es posible hacer referencia a las 
plataformas de solicitudes de acceso a la información, como la Plataforma Nacional 
de Transparencia (2016).

Pese a estos avances, su implementación en México ha sido tardía, en comparación 
con otros países de la región, como es el caso de Argentina. En este país, desde 2018, 
existe un reconocimiento del papel que juega la Inteligencia Artificial y su utilización 
en la administración pública.3 En el mismo sentido, en 2017 se implementó el siste-
ma Prometea, un sistema que funciona con Inteligencia Artificial, que permite —entre 
otras cosas— la rectificación de actas de nacimiento más fácil, así como en materia 
de contrataciones públicas, reduciendo el costo de tiempo y recursos.4

Lo anterior es un claro ejemplo de que, las implicaciones de la Inteligencia Artificial, 
pueden representar una ventaja para la actividad estatal. Sin embargo, su utilización 
puede poner al mismo tiempo en riesgo a la sociedad desde diversos aspectos.

Riesgos de la inteligencia artificial

Hoy en día, el robo de información personal, a través de medios digitales, es más fre-
cuente; este fenómeno incluye información de cuentas bancarias, datos personales, e 
incluso, datos biométricos e identidad. Estas acciones ponen en riesgo a la sociedad 
en general.

La utilización de sistemas de reconocimiento facial cuenta con ciertas ventajas, como 
es evitar largas filas en aeropuertos.5 Sin embargo, su uso en otros casos puede afec-
tar otros derechos, como los siguientes: libertad de expresión, integridad personal y 
el derecho a defender derechos humanos; ya que, al usarse durante protestas, podría 
permitir la localización de personas manifestantes y, de esa manera, obtener informa-
ción y datos, a fin de ejecutar represalias.6 

Si bien el Estado, principalmente a partir de la regulación normativa, juega un rol 
importante en la protección de los derechos humanos, no pasa inadvertido que tam-
bién las empresas juegan un papel significativo en el desarrollo de la Inteligencia Ar-
tificial, ya que son estas quienes generan su avance y su implementación de diversas 
maneras.
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Un caso relevante es el de Tay, un bot7 para Twitter (hoy X), desarrollado por Micro-
soft, capaz de interaccionar automáticamente con usuarios y aprender de ellos. En 
pocas horas, Tay aprendió expresiones racistas, xenofóbicas, misóginas y fascistas y 
tuvo que ser bloqueado de la red social. Sin un modelo transparente, es muy difícil 
hacer valer condiciones sociales con estas tecnologías, como el respeto hacia otras 
personas usuarias.8

Una manera en que las empresas pueden generar un manejo eficiente de la Inteli-
gencia Artificial es en la implementación de redes sociales, a fin de reconocer cuando 
personas pueden compartir contenido inapropiado (existen publicaciones que pue-
den considerarse discriminatoria), e incluso, detectar cuando se pretende enganchar 
a personas para trata de personas. Al respecto, debe destacarse que, las niñas, niños 
y adolescentes, así como otros grupos sociales son más vulnerables a este tipo de si-
tuaciones, y la utilización de Inteligencia Artificial podría evitar resultados graves.9

Reflexiones finales

Colocar temas como la Inteligencia Artificial dentro de los debates actuales es indis-
pensable; los procesos tecnológicos y económicos, difícilmente, tendrán algún retro-
ceso sobre su implementación en diversas áreas.

Sin embargo, a la par de hablar sobre estos temas, es necesario reflexionar sobre la 
brecha digital,10 existente en países con grandes desigualdades como México. La au-
tomatización pone en riesgo acrecentarla y generar, de manera indirecta, una exclu-
sión a quienes no cuentan con los recursos necesarios para acceder a Internet —e 
incluso a electricidad— como en algunas zonas del país. La solicitud de citas médicas, 
trámites sobre pasaportes y otros trámites por Internet, aun cuando facilita, de diver-
sas maneras, la prestación de servicios, excluye, principalmente, a personas adultas 
mayores, así como a ciertos sectores.

Por tanto, debe pensarse en su implementación y regulación con una perspectiva in-
tegral de derechos humanos. El temor que se tiene sobre el remplazo laboral, aun-
que probable, no es algo a realizarse de manera inmediata, simplemente generará 
una modificación a las profesiones y oficios existentes, con las cuales será necesario 
adaptarse.

Notas

1	  Es un conjunto de normas que, por razones humanitarias, trata de limitar los efectos de los conflictos armados. Entre 
los aspectos que regula se establece una serie de restricciones sobre armas biológicas o químicas. 

2	  Resolución Nº 72/257 de la Asamblea General de Naciones Unidas “Ciencia, tecnología e innovación para el desa-
rrollo” A/72/257, 31 de julio de 2017, considerando 19), disponible en: http://undocs.org/es/A/72/257

3	  Stringhini, Antonella “Administración Pública Inteligente: novedades al ecosistema normativo digital de la Repúbli-
ca Argentina”, Revista Eurolatinoamericana de Derecho Administrativo, vol. 5, núm. 2, 2018, Julio-Diciembre.

4	  Idem.
5	 Puede verse el caso de Colombia: https://www.cancilleria.gov.co/newsroom/news/

migracion-automatica-usted-puede-hacer-su-proceso-control-migratorio-menos-30
6	  Puede verse el caso de la Recomendación General 47/2022 de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 

sobre: Ausencia de regulación jurídica para la adquisición y uso de tecnologías para la vigilancia, intervención y re-
colección de datos de personas en territorio nacional: su impacto en la libertad de expresión, el derecho a defender 
Derechos Humanos y su vinculación al deber de cuidado a cargo del Estado mexicano.

http://undocs.org/es/A/72/257
https://www.cancilleria.gov.co/newsroom/news/migracion-automatica-usted-puede-hacer-su-proceso-control-migratorio-menos-30
https://www.cancilleria.gov.co/newsroom/news/migracion-automatica-usted-puede-hacer-su-proceso-control-migratorio-menos-30
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7	  Un bot es un programa que ejecuta tareas en internet.
8	  Grigore Andrea Elena,  “Derechos humanos e inteligencia artificial”,  IUS ET SCIENTIA, vol. 8, núm. 1, 2022, 

pp. 165-175, http://doi.org/10.12795/IESTSCIENTIA.2022.i01.10
9	  La Comisión Nacional de los Derechos Humanos emitió la Recomendación 28/2023 donde una niña probable víc-

tima de trata de personas fue contactada por medios electrónicos a fin de viajar a otra entidad federativa de México. 
En el mismo sentido, se puede ver las implicaciones de la empresa Meta en la materia que fueron comentados en el 
Foro Garantizar a la niñez y adolescencia su Derecho a la seguridad y protección en el entorno digital, organizado 
por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. https://www.youtube.com/watch?v=bMIG6xC60jg

10	  La brecha digital entendida como la capacidad de acceso que tienen las personas a las redes sociales. La cual inicia 
desde la conexión a Internet, así como la calidad y efectividad de la red.

http://doi.org/10.12795/IESTSCIENTIA.2022.i01.10
https://www.youtube.com/watch?v=bMIG6xC60jg
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Hablar de derecho laboral en México, nos obliga a revisar, principalmente, 
tres instrumentos. En primer lugar, el estado actual de las previsiones 
contenidas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
cuerpo normativo que, conforme a su artículo 133, goza de supremacía en 
toda la Unión. Segundo, “las leyes” que derivan de la Constitución, que son: 
Ley Federal del Trabajo, que rige las relaciones de trabajo comprendidas 
en el artículo 123, Apartado “A” de la Constitución,y la Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del 
Artículo 123 Constitucional, que rige las relaciones de trabajo establecidas 
entre los Poderes de la Unión y sus trabajadores.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece las bases del de-
recho del trabajo, en los artículos 1, 5, 123. Por su parte, en el artículo 123, se regulan 
las relaciones de trabajo en dos apartados: en el Apartado “A”, aquellas que se dan 
entre patrón y trabajador de carácter general; y en el Apartado “B”, la regulación de 
los trabajadores del Estado, de forma excepcional.  

De dichos ordenamientos, nos enfocaremos en comparar el día de descanso obligatorio 
por semana y las vacaciones. De acuerdo con lo dispuesto en la fracción IV del Apartado 
A del artículo 123 constitucional (me refiero al día de descanso obligatorio por semana), se 
dispone que, “Por cada seis días de trabajo deberá disfrutar el operario de un día de 
descanso, cuando menos”. Esto contrasta con lo dispuesto en la fracción II del Apar-
tado “B” del artículo 123 Constitucional, que establece que, “Por cada seis días de 
trabajo, disfrutará el trabajador de un día de descanso, cuando menos, con goce 
de salario íntegro”. En este sentido, el Apartado “B” sí establece que, los trabajadores 
del Estado, gozarán de un día de descanso, con el pago del salario íntegro, mientras 
que, el apartado “A”,no los establece. Recordemos que, el Apartado “B” del artículo 
123 fue, creado hasta 1960, con el fin de proteger y mejorar los derechos de los tra-
bajadores al servicio del Estado.

Desde luego, se trata de una deficiencia de técnica normativa, específicamente de 
omisión; algo que podría dejar a malas interpretaciones de cualquier persona; donde, 
el trabajador del Apartado “A”, no cuenta con un día de descanso semanal con goce 
de salario íntegro. Sin embargo, después de revisar la Ley Federal del Trabajo nos 
encontramos que, respecto al día de descanso obligatorio por semana en el artículo 
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69, se establece lo siguiente: “Por cada seis días de trabajo, disfrutará el trabajador de 
un día de descanso, cuando menos, con goce de salario íntegro”.

Respecto al día de descanso obligatorio por semana, podemos concluir que, a todos 
los trabajadores sin distinción, se les pagarán esos días con goce de salario íntegro. Aho-
ra, ¿Qué pasaría si no fueran pagados con goce de salario íntegro el día de descanso 
obligatorio por semana? ¿Qué pasaría si fueran pagados con goce del 25% del sala-
rio íntegro el día o los días de descanso obligatorios por semana? ¿Podrían realmente 
descansar los trabajadores? La respuesta es negativa. Por lo tanto, si lo vemos como 
una fórmula matemática sería de la siguiente forma:

Día de descanso obligatorio por semana = Día de 
descanso (no trabajar) + Pago de Salario Íntegro

Por otro lado, el artículo 123 de la CPEUM, en su apartado “B” fracción III, seña-
la el periodo mínimo para las vacaciones. Establece que “Los trabajadores gozarán de 
vacaciones que nunca serán menores de veinte días al año”. En el Apartado “A”, en-
contramos nuevamente una omisión legislativa, ya que no dispone algo en relación 
con los periodos de vacaciones de los trabajadores; solo se establecen las bases míni-
mas de seguridad social en la fracción XI inciso e), en el que se reconocen los centros 
de vacaciones y para recuperación, así como tiendas económicas para beneficio de los 
trabajadores y sus familiares. 

Nuevamente la omisión constitucional la encontramos en La Ley Federal del Trabajo, re-
formado el 27 de Diciembre de 2022. En su artículo 76, se señala que, los trabajado-
res, sí gozarán de un periodo mínimo de vacaciones, estableciendo que “Las personas 
trabajadoras que tengan más de un año de servicios disfrutarán de un periodo anual 
de vacaciones pagadas, que en ningún caso podrá ser inferior a doce días laborables, y que 
aumentará en dos días laborables, hasta llegar a veinte, por cada año subsecuente de 
servicios. A partir del sexto año, el periodo de vacaciones aumentará en dos días por 
cada cinco de servicios”. Del artículo anterior, podemos observar que, todos los tra-
bajadores del Apartado “A”, gozarán de 12 días de “vacaciones pagadas”; sin embargo, 
no nos habla del pago con goce de salario íntegro, como sí lo hace respecto al día de 
descanso obligatorio por semana.

Es hasta el artículo 80 de la Ley Federal del Trabajo, donde se establece que “los traba-
jadores tendrán derecho a una prima no menor de veinticinco por ciento sobre los 
salarios que les correspondan durante el período de vacaciones”. 

Por otra parte, el artículo 40 párrafo III de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio 
del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del Artículo 123 Constitucional, establece que “Los 
trabajadores que en los términos del Artículo 30 de esta Ley disfruten de uno o de 
los dos períodos de diez días hábiles de vacaciones, percibirán una prima adicional 
de un treinta por ciento, sobre el sueldo o salario que les corresponda durante dichos 
períodos”. 

La situación descrita es totalmente incongruente. Por analogía, el día de descanso 
semanal obligatorio debe ser pagado de forma íntegra, para poder “descansarlo”. De 
igual manera, las vacaciones deben ser pagadas de forma íntegra, con una prima 
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vacacional de un 100 por ciento,  para poder “vacacionar”. Por lo tanto, el artículo 80 de 
la LFT y el 40 de LFTSE deberían establecer que, la prima vacacional, debería ser, 
como mínimo, del 100 por ciento, y podrá aumentar, si es decisión del patrón y del 
trabajador.

Si lo vemos como una fórmula matemática, puede expresarse de la siguiente forma:

Vacaciones = Días de descanso (no trabajar) + Pago 
de los días de descanso (Salario Íntegro) + Pago de 

Prima Vacacional al 100% (Salario Íntegro)

El Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española define el vocablo ‘vacación’ en su 
primera acepción como: “Descanso temporal de una actividad habitual, principalmente del 
trabajo remunerado o de los estudios” (énfasis añadido).

El nacimiento de la “prima vacacional” en México, se da con la reforma a la Ley Fe-
deral del Trabajo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1o. de abril de 1970. En 
el artículo 80 de la reforma se estableció la obligación de pagar una prima vacacio-
nal a los trabajadores, como forma de reconocer el derecho a disfrutar las ”vacacio-
nes”.  En aquella época fue un gran avance obtenido en materia de derechos de los 
trabajadores.

El tercer grupo de instrumentos a revisar se encuentra, en el ámbito Internacional: 
la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales y, por parte de la Organización Internacional del Trabajo, siete 
“convenios técnicos” y tres recomendaciones relacionadas con las vacaciones. Los 
Convenios son: C052, C054, C072, C091, C101, C132 y C146. Las “Recomendaciones” 
son: R047, R093 y R098.

El único Convenio establecido por la OIT, ratificado por México y que se encuentra 
en vigor, es el C052. Sin embargo, solo aplicaba para los trabajadores que se estable-
cen en el artículo 1o., de forma limitativa y no de forma igualitaria. Por otra parte, en 
su artículo 2o., inciso 1, señala que “Toda persona a la que se aplique el presente Con-
venio tendrá derecho, después de un año de servicio continuo, a unas vacaciones anuales 
pagadas de seis días laborables, por lo menos”; para el caso de los menores de dieciséis 
años, el mismo, en su inciso 2, señala que “Las personas menores de dieciséis años, 
incluidos los aprendices, tendrán derecho, después de un año de servicio continuo, a 
vacaciones anuales pagadas de doce días laborables, por lo menos.” En este artículo 
beneficia a los menores de 16 años, estableciendo el doble de vacaciones y se estable-
cen “vacaciones pagadas”.

En el artículo 3o. se establece:

“Toda persona que tome vacaciones, en virtud del artículo 2 del presente Convenio, 
deberá percibir durante las mismas:
a) su remuneración habitual, calculada en la forma que prescriba la legislación nacio-
nal, aumentada con la equivalencia de su remuneración en especie, si la hubiere; o
b) la remuneración fijada por contrato colectivo”.
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El artículo 4o. señala que “Se considerará nulo todo acuerdo que implique el abandono 
del derecho a vacaciones anuales pagadas o la renuncia a las mismas.”

La Recomendación R047, de la Organización Internacional del Trabajo, establece que, 
la finalidad de las vacaciones, “consiste en ofrecer a los trabajadores una posibilidad 
para descansar, distraerse y desarrollar sus facultades” para que el “organismo humano re-
cupere las fuerzas físicas y morales pérdidas durante el año”. 

El artículo 24 de la Declaración Universal de Derechos Humanos reconoce que “Toda per-
sona tiene derecho al descanso, al disfrute del tiempo libre, a una limitación razona-
ble de la duración del trabajo y a vacaciones periódicas pagadas”.

El artículo 7, fracción d), del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales, establece que

“Los Estados parte en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al goce 
de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que le aseguren en especial:
[...]
d) El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación razonable de las horas de tra-
bajo y las vacaciones periódicas pagadas, así como la remuneración de los días festivos”.

La conclusión de este reporte de investigación define que, el porcentaje mínimo que 
se debe establecer en la Constitución Política de los Estados Unidos de México, la Ley Federal 
del Trabajo y la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado 
B) del Artículo 123 Constitucional,  para la “prima vacacional”, debe ser del 100%, aten-
diendo el principio de dignidad humana del artículo 1| (“justa retribución”), artículo 
5o. (un trabajo digno,  establecido en el artículo 123 de la Constitución, y respetando la 
Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales, y el Convenio sobre las vacaciones pagadas, 1936 (núm. 52), ratificado por 
México), ya que, no existen ‘vacaciones’ para un trabajador si no se tiene una prima 
vacacional del 100% de su salario íntegro. Sin una prima del 100%, se entiende que 
se paga el ”descanso”, y no el disfrute de las ”vacaciones”. Esto es incongruente con 
el vocablo ‘vacación’; donde, si fuera el caso, se debería llamar “descanso anual” y no 
“vacaciones”, como se establece en los ordenamientos legales.

Solicitamos a nuestro poder legislativo, de manera respetuosa, regular esta omisión 
legislativa en favor de los derechos humanos de los trabajadores, establecidos en 
nuestra Constitución, la Ley Federal del Trabajo, la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio 
del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del Artículo 123 Constitucional y los convenios in-
ternacionales ratificados por México. Todo esto, con el fin de no cometer los mismos 
errores que se cometieron en el pasado, los cuales originaron la Revolución mexicana 
de 1910. De esta manera, se busca cumplir con el objetivo y esencia del artículo 123 
en su creación: respetar la prosperidad general, la dignidad humana, el equilibrio en-
tre los patrones y trabajadores, y la intervención del Estado.
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En el transcurso del 2023, se esbozaron indicios de una potencial crisis 
en el sistema de justicia electoral nacional, derivada de la omisión, del 
Senado de la República, para designar a miembros de diversos órganos 
jurisdiccionales, tanto locales como federales. Un caso de particular 
relevancia es la ausencia de nombramiento para al menos 35 magistrados 
electorales locales. Esta situación ha llevado a que, en varias entidades 
federativas, los secretarios de acuerdos de los tribunales asuman funciones 
de magistrados por ministerio de ley, ante la ausencia de titulares. 

La suplencia por ministerio de ley evita que los tribunales vean afectadas sus atri-
buciones jurisdiccionales, ante la ausencia de uno o varios de sus integrantes. No 
obstante, la carencia de reglas claras sobre los límites de las prerrogativas de quie-
nes ejercen funciones jurisdiccionales por ministerio de ley, abre la puerta a posibles 
problemas particulares. En particular, por el cumplimiento y satisfacción de deter-
minados requisitos exigidos dentro del proceso de designación, en el Senado de la 
República.

El caso paradigmático que analizamos en esta reflexión es el del Tribunal Electoral 
del Estado de Tlaxcala (TET). Según la Ley Orgánica de ese Tribunal, su pleno se com-
pone de tres magistrados, designados por el Senado de la República por un período 
de siete años. El 10 de diciembre de 2022, concluyó el mandato de uno de los ma-
gistrados; sin embargo, debido a la falta del nombramiento por parte del Senado, el 
secretario de acuerdos del tribunal fue designado como magistrado en funciones, por 
ministerio de ley. Así, el TET está integrado por una magistrada titular (presidenta 
del órgano jurisdiccional), un magistrado titular, y el mencionado magistrado, en fun-
ciones por ministerio de ley. 

Ante este escenario, surge la siguiente interrogante: ¿puede un magistrado en funciones por 
ministerio de ley ser nombrado presidente del TET? Consideramos que, este cuestionamien-
to, debe responderse de manera negativa. A esta conclusión llegó la Sala Superior 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación al resolver el juicio para la 
protección de derechos político-electorales SUP-JDC-121/2024.

Aunque la legislación aplicable no establece una regla específica para el caso, la in-
terpretación sistemática, funcional y teleológica permite concluir que, el cargo de 
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secretario de acuerdos en funciones de magistrado electoral por ministerio de ley, 
es incompatible con la presidencia del TET. En ese sentido, a pesar de que el pro-
movente alegó una presunta afectación a su derecho a integrar autoridades locales, 
el TEPJF encontró que existe un proceso de evaluación y escrutinio por parte de la 
Cámara Alta, al cual deben sujetarse las reglas de conformación de dichos órganos y, 
haciendo prevalecer este principio implícito, revocó la designación de la presidencia 
del aludido magistrado.

Respecto a lo antecedente y, a partir de lo resuelto por el TEPJF, tenemos las siguien-
tes observaciones:

En primer lugar, solo un magistrado constitucionalmente nombrado, en cuanto in-
tegrante permanente de un tribunal, puede aspirar a presidir el órgano que integra: 
y los secretarios de acuerdos, que ejercen provisionalmente funciones jurisdicciona-
les, no son propiamente magistrados. En efecto, según la ley orgánica del Tribunal, 
las personas consideradas magistradas son aquellas nombradas por el Senado de la 
República en términos de la Constitución, y que satisfacen los requisitos establecidos 
en el artículo 115 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales (LEGIPE). 
Por otro lado, la ley orgánica del Tribunal establece que, la secretaría de acuerdos, es 
un órgano interno auxiliar del Pleno, y dependiente administrativamente de su pre-
sidencia. Luego, al no ser nombrados por el Senado ni satisfacer los requisitos de la 
LEGIPE, a los secretarios de acuerdos que, por ministerio de ley ejercen funciones 
jurisdiccionales, no pueden atribuirse un carácter equiparable al de magistrados titu-
lares, aun cuando, desde una óptica pragmática, su función permita la continuación 
regular de las actividades del órgano jurisdiccional electoral.

Otro aspecto por considerar es que, el nombramiento de presidente del tribunal, 
tiene una duración legalmente prevista de 2 años; mientras que, las suplencias por 
secretarios de acuerdos, son ordinariamente hasta de 3 meses. En este sentido, el ca-
rácter temporal y excepcional del ejercicio de funciones de magistrado por ministerio 
de ley, es incompatible con la naturaleza y duración del cargo de presidente del tribu-
nal; especialmente si se considera la posibilidad de que, el Senado, nombre en cual-
quier momento al nuevo magistrado titular; lo que terminaría, automáticamente, la 
suplencia del secretario de acuerdos. En este caso, si el suplente ostentara el cargo de 
presidente del tribunal, tendría que separarse inmediatamente del mismo.

Además, es crucial considerar que, el tribunal, cuenta con un magistrado titular ple-
namente elegible para presidir; por lo que, dar preferencia a un suplente, carecería de 
razonabilidad y sería violatorio de los derechos políticos electorales de cualquier otra 
persona titular, con el requisito de elegibilidad señalado con antelación.

En conclusión, aunque no existe una regla expresa para este caso, hay razones sufi-
cientes para concluir que, un secretario de acuerdos que, por ministerio de ley, ejerce 
funciones de magistrado durante la suplencia de un magistrado titular, no es elegible 
para presidir el tribunal. Esto se debe a que, el ejercicio de funciones de magistrado 
por suplencia, no equipara al secretario con la posesión del cargo de magistrado, ob-
tenido únicamente cumpliendo requisitos y procedimientos establecidos en la Cons-
titución y la legislación general aplicable. 
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Asimismo, la incompatibilidad temporal y excepcional del ejercicio de funciones de 
magistrado por ministerio de ley, también choca con la naturaleza y duración del 
cargo de presidente del tribunal. Finalmente, mientras haya magistrados titulares le-
galmente elegibles para presidir, dar preferencia a un suplente sería injustificable y 
violatorio de los derechos políticos electorales del titular.

En ese sentido, la Sala Superior sienta un precedente de suma relevancia para aten-
der otros supuestos que, a la luz de la actual situación política que no ha permitido el 
nombramiento efectivo de las magistraturas locales pendientes, pudieran presentar-
se, con base en argumentos análogos a los del promovente en este recurso. Además, 
las razones empleadas por la magistratura electoral federal son necesarias y suficien-
tes para distinguir, de manera objetiva, el alcance de los nombramientos provisio-
nales, de aquellos que han agotado un procedimiento constitucional y legalmente 
establecido. 
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El uso del precedente en el ordenamiento colombiano, tanto en materia 
constitucional, como en materia contencioso-administrativa, debido a la 
importancia que el mismo ha adquirido en todas las jurisdicciones que 
tienen su competencia en este país; siendo hoy en día una de las principales 
fuentes del derecho positivo nacional, pero también, del “dualismo 
judicial”2 que implica un continuo “choque de trenes”; esto, debido a que:
 
“La doctrina del precedente, pues, se mueve hoy en día entre el mundo de la resolu-
ción masificada de conflictos y el interés de llevar los principios constitucionales al 
derecho ordinario. Estos dos objetivos no están en relación lógica de contradicción, 
pero han avanzado en el derecho colombiano por el esfuerzo de élites y proyectos po-
líticos diversos que, hoy, no están plenamente reconciliados”.3

En Colombia, como respuesta a la congestión de la Rama Judicial, desde el año 2010, 
al expedirse la Ley 1395 (Ley de Descongestión Judicial, y de manera especial, su artí-
culo 114) y, en los primeros días de enero de 2011, al promulgarse la Ley 1437 (nuevo 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo), la dis-
cusión que se había tenido desde la década de 1990 en cuanto a la obligatoriedad de 
los precedentes jurisprudenciales vuelve a tomar valor, por considerárseles también 
la “razón de la decisión”, y componente inherente de la actividad judicial dentro del 
Estado de derecho. Por tanto, con el presente estudio acerca de los precedentes, cons-
titucional y contencioso administrativo, buscamos establecer si este último es ya autó-
nomo con base en las nuevas disposiciones legales, o si, por el contrario, sigue estando 
supeditado al principal y más efectivo precedente utilizado hoy en día en Colombia, 
dentro de ese debate del foro, el precedente constitucional.

La figura del precedente se remonta a Inglaterra, donde sir William Black Stone 
(Blackstone) tuvo el mérito de ser uno de los primeros en ocuparse de esta figura en 
sus comentarios a las leyes inglesas, observando la necesidad de atenerse a las Esta-
blished rules o reglas establecidas para mantener la balanza de la justicia en su fiel o 
equilibrio. Sin embargo, ese sistema, de origen anglosajón, fue muy criticado cuando 
comenzó a utilizarse en Colombia, pues, cuando se decía que los jueces debían de so-
meterse al “imperio de la ley”, se presuponía que quedaban excluidas la equidad, la 
doctrina y los principios generales del derecho y, por supuesto, la jurisprudencia. Sin 
embargo, la Corte Constitucional colombiana dispuso, que por la expresión “impe-
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rio de la ley” debía entenderse no sólo en sentido formal la ley, sino también su inter-
pretación, la cual se hace a través de la jurisprudencia, pretendiendo crear un nuevo 
orden jurídico transformador y promotor de esta nueva fuente de derecho en nuestro 
ordenamiento, al punto de considerarse que la plena certeza para interpretar la ley es 
el uso del precedente y no otro método de interpretación, pues las razones que sirven 
de sustento a las decisiones, aquello que vincula la parte considerativa de la senten-
cia con su parte resolutiva, es decir, las ratio decidendi, como soluciones jurídicas a una 
solución fáctica particularmente estudiada, se han convertido en antecedentes vincu-
lantes, es decir, “[...]a una especie de paradigma de solución frente a casos similares o 
semejantes que puedan ocurrir con posterioridad”,4 más conocidos como stare decisis.

La Corte Constitucional colombiana, entre 1995 y 2001, “[...] en virtud del principio 
de igualdad, las personas tenían un derecho subjetivo público de rango constitucio-
nal (y, hoy en día, de hecho, un «derecho fundamental» reconocido) a que sus casos 
fueran resueltos de manera normativamente coherente con las decisiones anteriores 
que los jueces hubiesen expedido con respecto a los mismos temas. A la Corte Cons-
titucional le interesaba la construcción de esta doctrina porque de esta manera podía 
amplificar el impacto social de sus decisiones de protección de derechos fundamen-
tales, vinculando así a otros jueces y actores sociales al contenido obligatorio de sus 
fallos. Al hacer esta exigencia, la Corte Constitucional se sintió también en la obli-
gación de mantener mayores niveles de coherencia interna (precedente horizontal) 
entre sus fallos, para poder generar un magisterio constitucional que fuera replicado 
por otros actores estatales y no estatales mediante el precedente vertical y el efecto 
horizontal de los derechos. Fue aquí mismo donde se empezó a hacer patente la ne-
cesidad de emprender estudios dinámicos de los precedentes para poder apreciar la 
formación (o no) de líneas jurisprudenciales bien establecidas en las que pudiera fun-
darse el derecho al trato jurídico igualitario que exigía la nueva doctrina”.5 

Sin embargo, no sería sino hasta en la Sentencia del magistrado Nilson Pinilla Pinilla, 
T-014 de 2009, cuando se explica la clasificación del precedente, en los siguientes tér-
minos: “La jurisprudencia ha distinguido entre precedente horizontal, que es aquel 
que debe observarse por el mismo juez o corporación que lo generó o por otro(a) de 
igual jerarquía funcional, y precedente vertical, que es el que proviene de un funcio-
nario o corporación de superior jerarquía, particularmente de aquellas que en cada 
uno de los distintos ámbitos de la jurisdicción se desempeñan como órganos límite”.

Es entonces importante reseñar, que las tendencias globales parecen indicar que la 
mayor parte de los países de nuestro continente convergen poco a poco en el siste-
ma de precedentes vinculantes, y estos juegan una importante misión en el proceso 
de creación de las demás decisiones judiciales en todas las ramas y ámbitos del de-
recho y, en cuanto al precedente administrativo o contencioso administrativo, que se 
desarrolla más adelante, este opera según la doctrina,6 “en el ejercicio de la potestad 
discrecional, y se basa en el principio de igualdad de los administrados ante la Admi-
nistración como lo señala igualmente Santofimio, en la necesidad de que esta trate 
igualmente a los que se encuentran en la misma situación”; por ende, “el precedente 
administrativo es, por lo tanto, aquella actuación pasada de la Administración que, 
de algún modo, condiciona sus actuaciones presentes exigiéndoles un contenido si-
milar para casos similares”.
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Debemos recordar, sin embargo, que la importancia de las razones o motivaciones 
de la decisión, lo que en últimas sería el fundamento para el principio del preceden-
te, ha sido expuesta por el primer presidente del Tribunal Constitucional de España, 
don Manuel García Pelayo: “[...]si extremando las cosas suele decirse que lo impor-
tante de una sentencia es el fallo, de la jurisdicción constitucional podría decirse que 
lo fundamental es la motivación”.7 

Claro que, para el caso de Colombia, en la Sentencia T-337 de 1995, la Corte Consti-
tucional había ya advertido acerca del carácter no vinculante del precedente, al tenor 
de la siguiente consideración, que incluye el “patrón fáctico” (hechos de la demanda): 
“El precedente judicial se construye a partir de los hechos de la demanda. El princi-
pio general en el cual se apoya el juez para dictar su sentencia, contenida en la ratio 
decidendi, está compuesta, al igual que las reglas jurídicas ordinarias, por un supuesto 
de hecho y una consecuencia jurídica [...] De ahí que, cuando en una situación simi-
lar, se observe que los hechos determinantes no concuerden con el supuesto de hecho, 
el juez esté legitimado para no considerar vinculante el precedente”.

De ahí que en Colombia, prácticamente desde 1991, se haya venido dando una dis-
cusión sobre si las decisiones de la Corte Constitucional poseen o no el carácter de 
precedente, y por eso hemos estado sometidos los ciudadanos, en muchos temas, a 
las minorías, que son su sala plena; la cual, expresa su personal criterio en un país 
supuestamente pluralista, donde en repetidas ocasiones se da el “imponer a la nación 
entera un texto legal inexistente, contrario por lo demás a la Carta Magna, al cam-
biar o limitar el claro sentido de aquel declarado exequible de manera condicionada, 
y asumir así un papel que no le corresponde”.8

El magistrado mexicano Jaime Manuel Marroquín Zaleta explica, desde el movi-
miento jurídico norteamericano, que “[...]la sentencia no es un silogismo ni desde el 
punto de vista psicológico, ni como complejo de ideas”. Y lo justifica así: “Hace tiem-
po, se llevó a cabo una encuesta de alcance mundial entre jueces de todos los niveles 
pidiéndoles que expusieran el modo como funcionaba su mente al impartir justicia. 
Las contestaciones fueron muy parecidas. Al enfrentarse con el proceso, se sentían 
como en un mar de tinieblas. Examinaban el asunto en todas sus fases. Súbitamente 
se hacía claridad y el juez sabía cómo sentenciar: aparecía el fallo en esbozo. En este 
boceto se contenía la decisión, los hechos probados debidamente calificados y la con-
sideración de estos a la luz de la norma jurídica pertinente: Primero no había nada y 
luego un triángulo ya constituido y no formado por adhesión sucesiva de sus tres la-
dos. Jerome Frank (realista norteamericano), denominó a este acto mental hunch, que 
equivale a «corazonada, premonición, presentimiento o latido». En realidad, se trata 
de una clara intuición intelectual”.9

Como se ve, los anteriores argumentos tienden a demostrar, que la sentencia es un 
acto predominante volitivo en la que el juzgador se ve obligado a hacer una serie de 
juicios axiológicos. Además, la parte esencial de la sentencia, que es la decisión juris-
diccional, está determinada, básicamente, por un juicio de carácter intuitivo.

Para Eduardo Sodero, los precedentes según su origen pueden provenir de tribunales 
de extraña jurisdicción (nacional o extranjera), de la misma jurisdicción (jerarquía in-
ferior, igual o superior), de tribunales supranacionales o internacionales, o finalmen-
te, del propio tribunal (“autoprecedente”).10
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Aunque el uso de los “comunicados de prensa” es continuo en la jurisdicción cons-
titucional colombiana –vergonzosa práctica a mi modo de ver, pues muchas veces 
pareciera que el fallo se construyera según la opinión posterior de periodistas y co-
lumnistas–, la norma establece que la parte resolutiva de la sentencia no podrá ser 
divulgada sino con los considerandos y las aclaraciones y los salvamentos de voto co-
rrespondientes, debidamente suscritos por los magistrados y el secretario de la Corte, 
notificándose a través de edicto la decisión y remitiendo inmediatamente copia de la 
sentencia a la Presidencia de la República y al Congreso de la República.

Las sentencias han de ser publicadas con los salvamentos y aclaraciones en la Gaceta 
de la Corte Constitucional, para lo cual se debe apropiar en el presupuesto la partida 
correspondiente, y dichas decisiones de la Corte responderán a una resolución judi-
cial, de obligatorio cumplimiento para todas las autoridades y los particulares.

Así, las decisiones definitivas de la Corte poseen el efecto erga omnes, y resuelven si la 
normatividad examinada se ajusta a la Carta o la desobedece o contradice. El exma-
gistrado José Gregorio Hernández aclara este concepto al decir que “[...]en el primer 
supuesto, que implica una identidad entre la norma inferior y la superior (constitu-
cionalidad), la Corte declara que el precepto es exequible (ejecutable); en la segunda 
hipótesis, que encierra el dictamen con fuerza jurídica en el sentido de la incom-
patibilidad entre el mandato subalterno y las reglas y los principios fundamentales 
(inconstitucionalidad), el Tribunal Constitucional declara que aquel es inexequible 
(inejecutable), lo que significa excluir la norma afectada por el fallo del sistema jurí-
dico o, en otros términos, ordenar que deje de regir por atentar contra el imperio de 
la Constitución.11[…]
Los artículos 14 al 19 del decreto 2591 de 1991, en Colombia, para el efectivo cum-
plimiento de los fallos de tutela, dicho decreto 2591 es reglamentario de esta acción 
(Actio autemnihil aliud est, quam ius persequendi indicio quod sibi debetur. En las Institutas, 
se lee que acción no es otra cosa que el derecho de reclamar en juicio lo que se me 
debe), han establecido un procedimiento específico y concordante con el espíritu de 
las normas constitucionales que regulan la materia (artículos 86 y 241), pues, en pala-
bras de la Corte, «no tendría sentido que en la Constitución se consagraran derechos 
fundamentales si, aparejadamente, no se diseñaran mecanismos por medio de los 
cuales dichos derechos fuesen cabal y efectivamente protegidos», en los términos de 
los artículos 33 a 36 del citado decreto, que se refieren a la selección de las decisiones 
por parte de una Sala compuesta por dos magistrados que acordarán qué sentencias 
serán decididas por salas de revisión de la Corte Constitucional y, las decisiones de re-
visión que revoquen o modifiquen el fallo, unifiquen la jurisprudencia constitucional 
o aclaren el alcance general de las normas constitucionales deberán ser motivadas. 
Las demás podrán ser brevemente justificadas, surtiendo efectos en el caso”.

Por su parte, al tenor de un Auto, el 010 de 2004, los artículos 23, 27 y 52 del mismo 
Decreto 2591 se refieren al contenido que deben tener los fallos de tutela, a las ga-
rantías de su cumplimiento y a las sanciones derivadas de su eventual inobservancia.

Ahí deben de precisarse las diferencias entre cumplimiento y desacato, que fueron fi-
jadas por la Corte desde la expedición de la Sentencia T-744 de 2003, en los siguien-
tes términos:
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“i. El cumplimiento es obligatorio, hace parte de la garantía constitucional; el desaca-
to es incidental, se trata de un instrumento disciplinario de creación legal.
ii. La responsabilidad exigida para el cumplimiento es objetiva, la exigida para el des-
acato es subjetiva.
iii. La competencia y las circunstancias para el cumplimiento de la sentencia se basan 
en los artículos 23 y 27 del Decreto 2591 de 1991. La base legal del desacato está en 
los artículos 57 y 27 del mencionado decreto. Es decir que en cuanto el respaldo nor-
mativo, existen puntos de conjunción y de diferencia.
iv. El desacato es a petición de parte interesada, el cumplimiento es de oficio, aunque,
v. Puede ser impulsado por el interesado o por el Ministerio Público”.

Según la Corte, independientemente de las sanciones a que haya lugar, la autoridad 
judicial a quien corresponde velar por la eficacia y efectividad de la orden de tutela, 
está en la obligación —irrenunciable— de adelantar todas las gestiones pertinentes 
y de agotar cada uno de mecanismos judiciales que ofrece el ordenamiento jurídico, 
para lograr el objetivo de protección inmediata a que hace referencia específica el 
artículo 86 superior. El cumplimiento y el desacato son en realidad dos instrumentos 
jurídicos diferentes, que a pesar de tener el mismo origen —la orden judicial de tu-
tela— y tramitarse en forma paralela, en últimas persiguen distintos objetivos: el pri-
mero, asegurar la vigencia de los derechos fundamentales afectados, y el segundo, la 
imposición de una sanción a la autoridad que ha incumplido el fallo.

En consecuencia, tratándose del cumplimiento de la Sentencia T-744 de 2003: 
“[...] el juez analizará en cada caso concreto si se acató la orden de tutela o no, de 
manera que, si la misma no ha sido obedecida o no lo ha sido en forma integral y 
completa, aquel mantiene la competencia hasta lograr su cabal y total observancia, 
aun a pesar de estar agotado el incidente de desacato”.

Así las cosas, en materia constitucional el precedente judicial “[...] está llamado a per-
manecer en cuanto especie de norma contentiva de parámetros de comportamiento 
constitucional. En este sentido, su no acatamiento o variación caprichosa puede ser 
fuente de arbitrariedad y, por lo tanto, de desconocimiento del ordenamiento jurídico 
y de las bases mismas del sistema jurídico positivo y, en consecuencia, cauce desme-
dido e incontenible de inseguridad jurídica”.12

Y es que la misma Corte Constitucional ha controlado el valor y el respeto del prece-
dente constitucional frente a órganos de otras ramas del poder público, como cuan-
do en el ejemplo expresado por Carlos Bernal Pulido,13 los ponentes de la Sentencia 
C-586 de 1995, declararon la inconstitucionalidad del artículo 112 de la Ley 104 de 
1993, por ser contrario al precedente, que ya había decidido en la Sentencia C-011 
de 1994.

Otros casos del mismo resorte se presentaron, particularmente con la Sentencia 
C-551 de 2003, cuando la Corte Constitucional expresó que el Congreso de la Re-
pública tiene la facultad de reformar la Constitución, pero no el poder de sustituirla. 
Ahí vemos cómo en determinados casos, nuestra Corte Constitucional colombiana 
más que decidir los asuntos que se debaten en ella, ha fijado posiciones nomofilácti-
cas (la nomofiláctica o nomofilaxis, se dice especialmente de la función o cometido de 
ciertos tribunales que, al tener atribuida la competencia de definir el derecho objeti-
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vo, atienden en sus sentencias más a esta finalidad que a la cuestión concreta que en-
frenta a las partes del proceso), basadas más en el parecer de una corriente ideológica 
de ciertos magistrados que a la verdadera y justa aplicación del derecho.

Y, en el año 2006, la Corte Constitucional, a través de la Sentencia T-292, expresó, 
sin embargo, algunas inquietudes acerca de la validez de un precedente, así:

“26. En este sentido, y dada su importancia, surge, sin embargo, la siguiente inquietud 
a la hora de determinar un precedente: ¿debe entenderse por precedente cualquier 
antecedente que se haya fijado en la materia, con anterioridad al caso en estudio? La 
respuesta a esta inquietud es negativa por varias razones. La primera, es que no todo 
lo que dice una sentencia es pertinente para la definición de un caso posterior, como 
se ha visto (v. gr. la ratio es diferente al obiter dicta). La segunda, es que, aunque se iden-
tifique adecuadamente la ratio decidendi de una sentencia, resulta perentorio establecer 
para su aplicabilidad, tanto en las sentencias de constitucionalidad como en las de 
tutela, qué es aquello que controla la sentencia, o sea cual es el contenido específico 
de la ratio. En otras palabras, si aplica tal ratio decidendi para la resolución del problema 
jurídico en estudio o no. En este sentido, en el análisis de un caso deben confluir los 
siguientes elementos para establecer hasta qué punto el precedente es relevante o no:
i. En la ratio decidendi de la sentencia se encuentra una regla relacionada con el caso a 
resolver posteriormente.
ii. La ratio debió haber servido de base para solucionar un problema jurídico seme-
jante, o a una cuestión constitucional semejante.
iii. Los hechos del caso o las normas juzgadas en la sentencia anterior deben ser se-
mejantes o plantear un punto de derecho semejante al que debe resolverse poste-
riormente. En este sentido será razonable que «cuando en una situación similar, se 
observe que los hechos determinantes no concuerdan con el supuesto de hecho, el 
juez esté legitimado para no considerar vinculante el precedente»”.

Estos tres elementos hacen que una sentencia anterior sea vinculante y, en esa medi-
da, que se constituya en un precedente aplicable a un caso concreto. De allí que se 
pueda definir el precedente aplicable, como aquella sentencia anterior y pertinente 
cuya ratio conduce a una regla —prohibición, orden o autorización—, determinante 
para resolver el caso, dados unos hechos y un problema jurídico, o una cuestión de 
constitucionalidad específica, semejantes.
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El pasado 1o. de abril, Alemania —en un hecho histórico relativo a conquista, 
reconocimiento y tutela de derechos relacionados a la política de drogas 
global— ha regulado el cannabis a lo largo de toda su nación, producto 
de una decisión desde su ministerio de salud. Si bien no le convierte en el 
primer país de la Unión Europea en abordar de manera decisiva y puntual 
la agenda cannábica; debido a su papel preponderante a nivel internacional, 
obliga al estudio respecto a sus consecuencias.

Si bien, el proceso comenzó desde una de las instancias propias al Poder Ejecutivo 
Federal, fue tras votación alcanzada en el Bundestag —407 votos contra 226— que 
el gobierno germano excluyó al cannabis de su ley de estupefacientes prohibidos, 
y a la par, puntualizó una serie de prerrogativas para el ejercicio y materialización 
programática de derechos propios a la agenda cannábica; las cuales van desde el au-
tocultivo, hasta la adquisición de la materia vegetal —en sus variantes psicoactiva y 
no psicoactiva— a través de clubes cannábicos en un primer momento, y anuncia la 
implementación de un programa piloto que permita su comercialización vía tiendas 
especializadas.

Cabe mencionar que, la oposición legislativa calificó el proyecto de ley como “ideali-
zado”, y a nivel poblacional, las encuestas de opinión respecto a los cambios normati-
vos muestran una postura de percepción de 42 % a favor, 47 % en oposición, y un 11 
% de abstencionismo. Sin embargo, abordar estos actos de concertación estatal, obli-
ga a remitirnos a los acuerdos pactados en diciembre de 2021, por la triple coalición 
política —encabezada por el canciller Olaf  Scholz— en la cual los partidos Social 
Demócrata, Liberal y los Verdes, plasmaron su disposición por “la venta controlada 
a adultos, con fines recreativos, en lugares con licencia”.

Consciente el Ejecutivo federal germano de los impactos globales que pudiesen cau-
sar su viraje nacional frente múltiples disposiciones internacionales en materia de 
psicotrópicos, y en ánimo de lograr que el modelo regulatorio cannábico sea un 
referente al interior de la Unión Europea, fue presentado el anteproyecto de ley a 
Consulta Técnica ante la Comisión Europea, la cual, le otorgó visto bueno por su 
Consejo de Ministros. Esto le permitió al ministro de salud —Karl Lauterbach, quien 
cabe mencionar fue un ferviente opositor al cannabis en el pasado— presentar la 
propuesta normativa al Parlamento alemán, acción que estuvo emparejada tanto de 
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un trabajo arduo de convencimiento político vía exposición de motivos, como a la 
ejecución de una campaña de reflexión social respecto a las implicaciones punitivas 
hacia los usuarios, así como a la puesta en marcha de una campaña nacional de re-
ducción de riesgos y daños; pro usos responsables a esta droga, y salvaguarda de la 
salud mental. 

En complemento, vale la pena señalar las razones argumentativas que han sido di-
rimidas para el abordaje de la materia por parte del gobierno de Olaf  Scholz, las 
cuales orbitan en materia de seguridad, salud, economía procesal e impartición de 
la justicia, aunado, a la demanda de su electorado; situaciones que pueden generar 
coincidencia con lo aquejado en otras entidades nacionales, o bien, pueden ser aspec-
tos plenamente característicos del entorno bávaro. 

En materia de seguridad, el principal argumento, es el combatir los mercados ilícitos 
en ascenso, los cuales ponen en riesgo la salud de los usuarios, al carecer de certezas 
de la composición química propia de los productos consumidos. Toda vez que, en 
ellos, ha sido detectada la presencia de aditivos tóxicos, lo cual en la última década 
ha acrecentado sustancialmente las muertes relacionadas a esta droga. De ahí que en 
el ámbito de salud pública,  hayan de ser implementadas campañas de prevención e 
información propias al uso del cannabis, con énfasis en desincentivar su consumo en 
la etapa joven —menores de 25 años—, al evidenciar los daños causados en el desa-
rrollo a nivel neuronal, y a la par, que exista la expectativa de lograr las condiciones 
para monitorear la composición química de los cannabinoides consumidos, con énfa-
sis en el THC, principal fitocannabinoide psicoactivo de los más de 400 que contiene 
la planta.

En lo que respecta al nivel de impacto en la erogación de recursos públicos, según 
la Heinrich Heine University Düsseldorf, estima un ahorro de 1.05 billones de euros por 
no persecución criminal, y 313 millones de euros por no ejercicio de acción penal; 
lo cual, aspira a la reducción de la taza de prisión anual por materia relacionada al 
cannabis —18,000 detenciones en el último año—. En cuanto a nivel poblacional, 
los usuarios celebran el que ahora podrán ejercer sus actos de consumo en plena li-
bertad, sin temor a ser recriminados por una política criminal, lo cual, amplía así su 
ejercicio de libertad; por lo tanto, ahora el reto está en que todos los involucrados en 
las múltiples etapas de cadena de valor de la industria cannábica opten por migrar a 
una actividad regulada, conforme a lo dispuesto normativamente y que a la par, los 
cambios logren materializarse y no queden sólo como disposiciones gubernamenta-
les en papel. 

Tras este proceso dialógico de reconocimiento de derechos, ahora viene la construc-
ción del andamiaje regulatorio cannábico, el cual ha sido diseñado de manera pro-
gramática, y prioriza el mecanismo de acceso vía una instancia social-participativa y 
no con una finalidad de origen que sea clasificada como de entreguista a las fuerzas 
del mercado, ahora ya legalizado. 

A nivel de etapas, a partir del 1o. de abril el autocultivo ha sido reconocido, lega-
lizado y no criminalizado; limita la tenencia en el hogar de hasta tres plantas por 
persona; mientras que a partir del 1o. de julio podrá accederse al aprovisionamiento 
de la planta —sin distinción a su variante con mayor o menor contenido psicoacti-
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vo— vía “club social cannábico”, los cuales no podrán tener una membresía mayor 
a 500 miembros, estos podrán tener no más de tres plantas por miembro afiliado, y 
el suministro de flor para consumo mensual a cada uno de sus integrantes no podrá 
ser mayor a 50gr. No obstante, para finales de año está previsto la puesta en mar-
cha de un programa piloto a semejanza del esquema de lo implementado en provin-
cias de Suiza y Países Bajos, en el que esté permitida la comercialización en tiendas 
especializadas. 

En lo propio a garantías alcanzadas por los usuarios está: 1) el gramaje reconocido 
como dosis mínima es 25gr —sin generar sesgo entre los múltiples tipos de canna-
bis—; 2) la regulación favorece sólo a los mayores de edad que cuenten con la calidad 
de ciudadanos o residentes alemanes —acreditada por un tiempo superior a 6 me-
ses—; 3) el tránsito de política de drogas, al pasar de un enfoque sustentado en política 
criminal a un enfoque administrativista; plasmado en la desclasificación de narcótico 
del cannabis, y en su exclusión como sustancia contemplada en la Ley de Estupefa-
cientes Prohibidos; 4) su reglamentación puntual, generará certeza para su uso médi-
co, pues si bien la nación germana ya había permitido este fin, tanto la producción 
como prescripción estaba estrictamente acotada a fármacos con una baja concentra-
ción de THC en su composición. 

A pesar de que la comercialización de cannabis con composición menor al 0.2% de 
THC —cáñamo— ya estaba permitida en Alemania, bajo un modelo similar al coffee 
shop de Ámsterdam, y ampliamente familiarizado en las ciudades de Berlín y Bran-
deburgo; el paso dado, deja de limitar los porcentajes de fitocannabinoides presentes 
en los productos de la planta que circulen en el mercado legal, y busca que tanto su 
proceso de producción y comercialización estén sustentados en certeza, y que su uso 
sea realizado de manera consciente, informada y responsable. No obstante, para el 
futuro, los resultados de los cambios ahora aprobados, darán pie a la evolución en las 
directrices de los “derechos verdes”. 

Sin embargo, las prerrogativas de cumplimiento ya vigentes son: el consumo está per-
mitido en el espacio privado y liberalizado al público, mismo que está sujeto a restric-
ciones para su ejercicio —distancia mínima a 100m de centros educativos, escuelas 
o parques infantiles—. En el supuesto de ser realizado en zonas peatonales, está de-
terminado a un horario; en lo que respecta a la producción de los clubes cannábicos, 
sin importar la forma en la que produzcan la planta —cielo abierto, invernadero o 
bajo condiciones técnicas cerradas— serán verificados anualmente por la autoridad 
competente, situación que presupone la creación de un órgano regulatorio especiali-
zado en la materia. 

Aunado a esto, la expectativa de los alemanes pro la “agenda verde” es amplia, debi-
do a que el paso dado por la autoridad gobernante vislumbra la voluntad por generar 
certezas en la vida cannábica tanto para usuarios como a la par a los intervinientes en 
la latente actividad económica formalizada, y así evitar tanto las sobrerregulaciones, 
desregulaciones y no regulaciones que orbitaban para la materia. Tal es el caso de la 
producción de cannabis medicinal, la cual estaba sujeta a tantas barreras adminis-
trativas que resultaba más sencillo su importación desde el Canadá, que su produc-
ción en suelo nacional; al igual, es grande el anhelo de poder generar una industria 
integral, misma que no esté centrada en la producción de productos base cannabis 
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psicoactivo, sino que tengan un sin fin de usos e impactos favorables en múltiples ca-
denas de valor. 

Tanto Berlín como Brandeburgo han montado ya empresas innovadoras en mate-
ria de procesamiento de cáñamo, por lo que una regulación evolutiva en ánimo de 
perfeccionamiento continuo podría poner a Alemania como un clúster en la ma-
teria; a pesar de que muchos han calificado este modelo regulatorio como amplia-
mente similar al canadiense de 2018, con reserva a lo respectivo en el ámbito de 
comercialización.

Esta implementación regulatoria, encara diversos retos, entre los cuales están sus de-
tractores políticos-sociales, agremiados del sector policial y médico, como a los im-
pactos en la judicialización realizada en el pasado. Primeramente, Friederich Merz, 
líder de la oposición política nacional, ha señalado que el tema será materia de un 
ballotage electoral para la próxima elección nacional de 2025, por lo que de llegar al 
poder derogarán todas las acciones implementadas, y al presente, buscarán la judi-
cialización de los cambios ya entrados en vigor, debido a que al momento, es impo-
sible implementar un monitoreo del cumplimiento de lo pretendido, sumado a que 
los actos de molestia hacia terceros han de continuar, siendo el principal, el aroma 
propio de la combustión de la planta. Además de pretextar que el gobierno en turno 
ha generado los accesos del cannabis a los menores de edad, lo cual fomentaría en el 
incremento del uso del cannabis por jóvenes en la última década. 

Por su parte, el gobierno de la provincia de Baviera ha anunciado que buscará la miti-
gación y obstaculización a las modificaciones normativas de acuerdo con sus compe-
tencias, en ánimo que en su territorio no existan condiciones para su materialización. 
En lo que respecta a las opiniones y posicionamientos surgidos desde el sector de las 
fuerzas del orden, señalan que al momento no han sido emitidos los nuevos proto-
colos de actuación para la materia, lo cual conflictúa normas, sanciones y controles 
respectivos, que rijan su actuación ante casos que involucren cannabis. 

De misma manera, al interior del gremio médico las críticas realizadas están en el te-
nor de: la carencia de una campaña integral en materia de riesgos y daños ligados al 
cannabis; consideración de excesivo el consumo autorizado de hasta 50gr mensuales 
por usuario; la no limitación de acceso por menores de 25 años, ya que hasta esa edad 
concluye el desarrollo neuronal, y que podría verse afectado por el uso continuo de 
cannabinoides; la aún no reestructura de políticas públicas sanitarias ligadas a la ma-
teria; el temor de la generación de una narrativa pro comercialización. De ahí que, 
en conjunto, consideran para este momento como inapropiada la regulación. No obs-
tante, afirman su beneplácito para los nuevos referentes en materia de uso medicinal. 

Ahora bien, en lo que respecta al ámbito de la judicatura, es reconocido que las mo-
dificaciones aprobadas pueden dar pie a un proceso de amnistía que favorezca a más 
de 200,000 causas criminales. 

Es trascendental tener en cuenta que, la implementación de los cambios aprobados 
a nivel federal han de causar restructuras estatales en cada una de las entidades de la 
federación alemana, por lo que queda en cada una de ellas el generar las instituciones 
y controles de aplicación para materializar lo reconocido federalmente. Esto puede 
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dar pie a un trato diferenciado a los miembros de la comunidad cannábica para el 
ejercicio de derechos. Mientras que, a nivel continental, si bien cada marco regulato-
rio es de competencia nacional, procuran tender a una práctica común, de aquí que 
el modelo cannábico alemán genera amplias expectativas.
 
A nivel cuantitativo, sólo existen estimaciones, ligadas a los requerimientos propios 
de la demanda de aprovisionamiento de consumo; como de valor del mercado can-
nábico, las cuales señalan que son 450 toneladas las que el mercado negro —ilegal / 
no regulado— comercializa anualmente. Sumado a que el Instituto de Competencia 
y Economía de Düsseldorf, ha proyectado —de realizar una carga impositiva a toda 
la cadena de valor del cannabis— un posible incremento de 5,000 millones de euros 
vía captación fiscal. 

Es de celebrar el abordaje de la agenda cannábica vía un proceso regulatorio; no obs-
tante, al ser un tema no prioritario para las mayorías, exhorta a generar las condicio-
nes para no recular a futuro, pues tenemos a lo largo de la historia bastos ejemplos de 
reacción ante los derechos libertarios, en ocasiones pro, y en otras en contra. 
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A 34 años de la aprobación de la Convención sobre los Derechos del Niño 
(CDN),1 y a 11 de la aprobación de la Observación General no. 14 (2013) sobre el 
Derecho del Niño a que su Interés Superior sea una Consideración 
Primordial,2 resulta relevante reflexionar sobre los derechos de la infancia 
y, sobre todo, de la importancia de que las medidas gubernamentales que 
puedan afectar a este grupo poblacional tomen realmente en consideración 
el interés superior de la niñez y la no discriminación.

Transcurría el año 2017 cuando me enteré que una prima del norte del país, que es-
tudiaba arquitectura, vendría a la Ciudad de México de visita. De inmediato me ofre-
cí para darle un recorrido por Ciudad Universitaria (CU), pues qué mejor referente 
arquitectónico que las edificaciones de CU. Alrededor de las 11:00 am, mi hija de seis 
años de edad, mi prima y yo arribamos a CU. Cuando llegamos a la Zona Cultual, 
nos dirigimos a la Hemeroteca Nacional con la intención de hacer un pequeño reco-
rrido en su interior, pero para nuestra sorpresa, cuando nos dispusimos a entrar, una 
de las vigilantes me abordó y me dijo que no estaba permitida la entrada de niñas(os), 
lo cual me sorprendió, pues nos encontrábamos en “la Universidad”. Al dar sólo dos 
pasos más, de inmediato y con tono amenazante nos dijeron que nos retiráramos. En 
ese momento pasó por mi mente pedir hablar con alguien de la Hemeroteca que me 
pudiera dar una explicación de por qué una niña de seis años no podía entrar; sin 
embargo, como muchas veces sucede, y tal vez para no causarle una mala impresión 
a mi prima que estaba de visita, decidí no hacer nada, así que con profunda tristeza, 
sobre todo de mi hija, que se dio cuenta de lo sucedido, nos retiramos del lugar.

Lo anterior, que en su momento pareció inconcebible, se volvería algo de todos los 
días durante la pandemia de COVID-19. Como todos sabemos ahora, al inicio de la 
pandemia se consideró que las(os) niñas(os) estaban dentro del grupo de las personas 
vulnerables al virus, y por ello en las disposiciones gubernamentales, además de las 
relativas al “quédate en casa”, el lavado frecuente de manos, el uso de cubrebocas, 
entre otras, se prohibió la entrada de niñas(os) a distintos lugares, como centros co-
merciales, supermercados, instituciones gubernamentales, etcétera. Era común en 
los establecimientos comerciales observar letreros que indicaban “No está permitido 
el ingreso de niños”, o encontrar disposiciones que decían “Evitar la presencia de 
acompañantes, en especial de menores de edad”.3 Quienes en ese momento teníamos 
a nuestro lado a menores de edad tuvimos que enfrentarnos a diversos obstáculos que 
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nos mostraron cuán endebles pueden ser los derechos, en especial de los menores, 
como, entre otros, el derecho a la educación con el cierre de las escuelas.

Para mediados de 2022, a poco más de dos años de que iniciara la suspensión de ac-
tividades en México, y cuando el gobierno federal ya había suspendido el semáfo-
ro epidemiológico, la mayoría de las actividades se había reanudado, y se sabía que 
las(os) niñas(os) no estaban considerados dentro de los grupos vulnerables al virus, 
por lo que fueron los últimos en recibir la vacuna, desafortunadamente, y ante la au-
sencia de nuevas regulaciones por parte de las autoridades federales y locales, había 
lugares donde las restricciones de acceso a las(os) niñas(os) prevalecía. En esos días, 
recuerdo, me encontraba laborando en mi centro de trabajo cuando recibí una lla-
mada de emergencia que requería que dejaran a mi hija conmigo; pensé en ese mo-
mento que no habría problema, pues para entonces las(os) niñas(os) ya podían acudir 
no sólo a las escuelas, sino también a los centros comerciales, cines, eventos deporti-
vos, etcétera. Para mi sorpresa, de nuevo como en 2017, la vigilante me dijo que mi 
hija, entonces ya de once años, pero todavía una niña, no podía entrar porque los li-
neamientos lo prohibían.  Lamentable.

Estos son sólo algunos ejemplos de muchos otros que podría mencionar, pero que nos 
sirven para reflexionar que aunque la infancia está considerada dentro de los grupos 
vulnerables porque requiere una especial protección por su falta de madurez física y 
mental, y de que existen disposiciones jurídicas, incluso a nivel constitucional, como 
el artículo 4o., noveno párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos,4 así  como diversas leyes de protección de la niñez que se han aprobado 
en nuestro país,5 convenciones, protocolos y declaraciones internacionales en la ma-
teria, todavía queda mucho por hacer para que realmente se haga efectivo el tantas 
veces citado principio del “interés superior de la niñez”, establecido en el artículo 3.1 
de la CDN,6 y la no discriminación, según el artículo 2.1 de la misma Convención,7 
sobre todo cuando se trata de medidas gubernamentales que afectan sus derechos, e 
incluso en casos  tan extraordinarios como lo vivido en la pandemia de COVID-19.

Las autoridades gubernamentales deben tener presente en su actuación que el inte-
rés superior de la infancia opera en tres dimensiones: como derecho sustantivo, como 
principio jurídico interpretativo fundamental y como norma de procedimiento, y que 
por lo tanto “siempre que se tenga que tomar una decisión que afecte a un niño en 
concreto, a un grupo de niños concreto o a los niños en general, el proceso de adop-
ción de decisiones deberá incluir una estimación de las posibles repercusiones (positi-
vas o negativas) de la decisión en el niño o los niños interesados”.8
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Notas

1	  Aprobada el 20 de noviembre de 1989 por la Asamblea General de la ONU, disponible en: https://www.un.org/es/
events/childrenday/pdf/derechos.pdf. Instrumentos internacionales anteriores a esta Convención son la Declaración de 
los Derechos del Niño, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1959, así 
como la Declaración de Ginebra sobre los Derechos del Niño de 1924.

2	 Aprobada por el Comité de los Derechos del Niño en su 62o. periodo de sesiones (14 de enero a 1o. 
de febrero de 2013), disponible en: https://tbinternet.ohchr.org/_layouts/15/treatybodyexternal/Download.
aspx?symbolno=CRC%2FC%2FGC%2F14&Lang=en.

3	  Numeral II, “Principios e indicaciones generales”, de los Lineamientos Generales para las Actividades Universita-
rias en el Marco de la Pandemia de Covid-19 de la UNAM, publicadas en la Gaceta UNAM el 23 de agosto de 2021, 
disponible en: https://www.gaceta.unam.mx/wp-content/uploads/2021/08/210823.pdf.

4	  Que dispone que “En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés 
superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satis-
facción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este 
principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez”, 
disponible en: https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/cpeum/documento/cpeum.pdf.

5	  Como la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes de 2014, la Ley de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes de la Ciudad de México de 2015, la Ley de Atención Integral para el Desarrollo de las Niñas 
y los Niños en Primera Infancia en el Distrito Federal de 2013, entre otras publicadas en las entidades federativas.

6	  Que señala que “En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de 
bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primor-
dial a que se atenderá será el interés superior del niño”, disponible en:  https://www.un.org/es/events/childrenday/pdf/
derechos.pdf.

7	  El cual establece que “Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados en la presente Convención y asegura-
rán su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción alguna, independientemente de la raza, el color, 
el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional, étnico o social, la posición eco-
nómica, los impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra condición del niño, de sus padres o de sus represen-
tantes legales”, disponible en: https://www.un.org/es/events/childrenday/pdf/derechos.pdf.

8	  Véase la “Introducción” de la Observación General núm. 14.
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Introducción y desarrollo

El propósito de estas ideas es referenciar la tipificación del proceso 
extractivo del fracking (técnica para posibilitar o aumentar la extracción de 
gas y petróleo del subsuelo), y explorar algunas preceptivas internacionales 
tutelares del medio ambiente, incluyendo una aproximación de la Ética 
Ambiental Planetaria (EAP).

Partimos de entender que, por su severa problemática ambiental (una técnica con gran 
incidencia geológica y afectación ambiental), el caso específico del fracking (Urresti et 
al, 2011), no se aplica de forma aislada en cualquier tipo de pozo, sino que requiere 
de una técnica de perforación concreta, para que sea más efectiva. 

Una práctica habitual es la perforación de varios pozos, a pocos metros de distancia 
entre sí, conectados en superficie, para producir de manera simultánea. A cada uno 
de estos conjuntos se le denomina “plataforma”. A pesar de que, con esta técnica de 
perforación se consigue mejorar la cantidad de gas a extraer por cada pozo, la mejora 
sigue sin ser suficiente, por lo que resulta necesario realizar una mayor cantidad de 
perforaciones en superficie. El objetivo es la generación de nuevas fracturas en la for-
mación geológica, y ampliar las ya existentes. Uno de los aditivos más habituales es 
la arena, y se introducen, también, varias decenas de sustancias, como los “agresores 
para organismos acuáticos” y otros (v.gr. ácidos, antioxidantes, biocidas, benceno, xi-
leno) (Tyndall center, 2011). La problemática ambiental es muy significativa, habida 
cuenta de que, en cada perforación, se necesitan varias decenas de metros cúbicos de 
agua para la fracturación hidráulica. 

Otro aspecto importante a considerar es la vida útil de estos pozos, que oscila entre 
los 5 y 6 años. Una vez terminada su vida útil, es necesario proceder a su abandono, 
sellando con tapones de cemento la perforación realizada.

En este orden explicativo y descriptivo, los impactos del fracking al medio ambiente 
pueden ordenarse de la siguiente manera: riesgos de perforación (escapes de gas, ex-
plosión); contaminación del agua (afectación de los acuíferos subterráneos); riesgo 
químico de los aditivos; contaminación del aire (BTEX: Mezcla de Benceno, Tolue-
no, Etilbenceno y Xileno); posibles terremotos (por ejemplo, la sismicidad en Lan-
cashire en Reino Unido, donde la empresa “Cuadrilla Ressources” observó que, su 
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perforación, era la probable causa de dos terremotos locales); efecto invernadero (me-
tano, este es un gas más potente que el dióxido de carbono), y ocupación del terreno, 
con un impacto visual importante por la acumulación de sondeos.

Hecha la aproximación de los temas técnicos, considerados ut supra, ahora correspon-
de incorporar algunas preceptivas tutelares internacionales sobre el medio ambiente 
(ver sub examine); pero, a efectos de obviar toda posible consideración anacrónica de 
una taxonomía preceptiva, nos ocupamos de consignar la importancia de la argumen-
tación como “la actividad total de plantear pretensiones, ponerlas en cuestión, respal-
darlas produciendo razones, criticando esas razones, e incluso refutando esas críticas” 
(Toulmin et al., 1984). Asimismo, respecto a los principios y teoría de los valores, se 
funda la idea de la ponderación, que propicia asumir el “principio de proporcionali-
dad”. Los principios entran en la argumentación en función de su peso pragmático; 
su competencia lo es más en función de la pérdida de competencia, de otro principio 
en liza. Esta orientación o balanceo establece, no solamente la supervivencia de un 
principio, sino el criterio de racionalidad que impera en su argumentación; siendo 
que, el concurso de los principios básicos para una teoría de la argumentación, no 
constituye sino su parte estructural, que debe completarse con la aplicación de las 
consiguientes reglas y los procedimientos (Alexy, 1988, citado por Pinto Fontanillo). 
Expresado el orden conceptual de la argumentación y la ponderación, nos en-
contramos habilitados para efectuar y enunciar (v. gr.) el ordenamiento normativo 
internacional.

En esta hermenéutica, traemos un caso preceptivo extra continental y nocional, como 
es el Sistema Africano de Derechos Humanos (SADH), sobre el Caso del pueblo Ogoni, 
donde la Comisión Africana consideró la jurisprudencia desarrollada por el sistema 
interamericano, respecto a la responsabilidad del Estado relativa a violaciones de los 
derechos humanos de ese pueblo, resultantes del desecho de residuos tóxicos al me-
dio ambiente, por una empresa petrolera (CADH, comunicación N°155/96). Cabe 
señalar que, los integrantes del pueblo, padecieron severos problemas de salud (por 
ejemplo, infecciones en la piel y complicaciones en su salud reproductiva). La Comi-
sión Africana encontró que, el Estado, violó los artículos 16 y 24 de la Carta Africana 
(derecho a la salud y a un medio ambiente sano, respectivamente).

En el tratamiento sobre los derechos humanos y el medio ambiente (Knox, 2018) se puede 
manifestar que “los Estados deben garantizar un medio ambiente sin riesgos, limpio, 
saludable y sostenible con el fin de respetar, proteger y hacer efectivos los derechos 
humanos”.

A la luz de lo mencionado, parece también importante delinear las ideas que guían 
La emergencia de la naturaleza mundial: deterioro de los cimientos de la vida en la tierra (ONU, 
AG, 2017), donde se expresa que: “12. En lugar de tratar a la Tierra, este hogar úni-
co e irremplazable que sostiene la vida, con cuidado, respeto y reverencia, los seres 
humanos están infligiendo daños catastróficos a los ecosistemas y la biodiversidad, y 
socavando la extraordinaria contribución de la naturaleza al bienestar y la prosperi-
dad humana”.

En este orden se forjan las disposiciones arquetípicas de la Carta de la Tierra (Docu-
mento, marzo 2000), respecto a que señala que “La humanidad es parte de un vasto 
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universo evolutivo. La Tierra, nuestro hogar, está viva con una comunidad singular 
de vida. Las fuerzas de la naturaleza promueven que la existencia sea una aventura 
exigente e incierta, pero la Tierra ha brindado las condiciones esenciales para la evo-
lución de la vida [...]”.

Desde una visión y correlación de ideas sobre la tarea de algunas judicaturas, es tras-
cendente resaltar lo que recepta la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH, OEA, Doc. 236), sobre los hechos inadecuados y el rol de la administración 
de justicia que, a juicio de la CIDH, los errores en el Poder Judicial, puede enten-
derse como un extravío de las funciones judiciales, por la autoridad judicial u otros 
operadores de justicia, para obtener un determinado beneficio propio o para terce-
ros (ONU, Resolución A/72/140). De tal modo que, una desviación de los mandatos 
constitucionales y legales, puede tener un serio impacto en la confianza ciudadana 
en el Poder Judicial, y en el Estado de Derecho (Dakolias, M. & Thachuk, K, 2000). 

En cuanto a la Agenda 2030 de la ONU, se puede citar que: a) los ecosistemas te-
rrestres son vitales para el sostenimiento de la vida humana, contribuyen a más de la 
mitad del PIB mundial, e incluyen diversos valores culturales, espirituales y económi-
cos, y b) para cumplir el Objetivo 15, es esencial un cambio fundamental en la rela-
ción de la humanidad con la naturaleza, junto con una rápida acción para abordar 
las principales causas de estas crisis interconectadas, y para un mejor reconocimiento 
del enorme valor de la naturaleza.

De modo que, con un desarrollo extensivo, y a la luz de los criterios ya señalados pre-
viamente, definimos a la Ética Ambiental Planetaria (EAP) como:

“La filosofía, la ciencia y la administración de riesgos (NUPAR-TAR) en toda profe-
rencia y prospectiva con materialización: axiológica, epistemológica, jurídica, pedagó-
gica, psicológica, tecnológica (v.gr. trilogía: humana-tecnología-naturaleza “HTN”), 
económica (desarrollo sustentable-sostenible), teleológica, espiritual y calidad de vida 
universal (v.gr. bienestar, felicidad, salud ambiental); en esencia, el irrestricto cum-
plimiento y desarrollo progresivo del respeto, identidad, igualdad y dignidad (NI-
HESPREEDP) de la tutela mundial de la biósfera (v.gr. humanismo, flora, fauna, 
ecosistema constitutivo), a través de toda exploración y soluciones de la «Constela-
ción Humanoide Planetaria» (CoHuP).

En una aproximación descriptiva, analítica y conceptual, San Juan Pablo II se ocupó 
de este tema expuesto, con un interés cada vez mayor. En su primera encíclica, advir-
tió que, el ser humano, parece “no percibir otros significados de su ambiente natural, 
sino solamente aquellos que sirven a los fines de un uso inmediato y consumo” (Re-
demptor Hominis, 1979). Posteriormente, llamó a una conversión ecológica global. 
Al mismo tiempo, hizo notar el poco empeño para “salvaguardar las condiciones mo-
rales de una auténtica ecología humana” (Centesimus Annus, 1991).
 

A modo de conclusión

Como se había mencionado, el fracking es una técnica intensiva en la producción 
energética; pero, es un sistema extractivo con inconvenientes de agravio ambiental y 
regresión en la protección de la biósfera (por ejemplo, envoltura viva: flora, fauna y 
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ecosistemas dinámicos-estables), con importante afectación del equilibrio geológico 
zonal y vital.

En virtud de lo señalado es que, las preceptivas tutelares del medio ambiente -en 
orden estatales, nacionales e internacionales- deberían restringir esta técnica a una 
aplicación de materialidad mínima, y que tienda a toda edificación planetaria y hu-
mana por excelencia; también debe evitarse su aplicación en zonas protegidas en 
general, y en asentamientos aborígenes y tribales. Instamos a lograr el equilibrio 
Humano-Naturaleza (Biosfera)-Tecnología (HNT), como rectora en la aplicación y 
materialización de los paradigmas en Administración de Riesgos (NUPAR-TAR) y la 
Constelación Humanoide Planetaria (CoHuP); a efectos de toda evaluación, mejoras 
continuas, progresión tutelar planetaria y edificación social, que propicie la Nueva 
Identidad Humana-Espiritual-Solidaria en la Protección, Respeto, Equidad, Ética y 
Dignidad Planetaria (NIHESPREEDP). Se trata, en concreto, de desarrollar, unificar 
y direccionar toda conciencia planetaria para adecuar y respetar los códigos tuitivos 
universales: I) Código de Ética y Derechos Humanos Planetario (CoEDHuP); II) Código Am-
biental Planetario (CoAP), y III) Código Protectorio del Trabajo Universal (CoPTU) (Fernán-
dez, 2023). 
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A lo largo de la historia se ha pretendido silenciar a todas aquellas personas 
que, por su forma de pensar, por sus conductas o por sus convicciones éticas, 
ideológicas y morales, han representado un “peligro” para el sistema. Para 
ello, el Estado ha usado la maquinaria estatal a través de persecuciones, 
procesos judiciales arbitrarios y su poder coactivo para mermar la 
dignidad, la vida y los derechos de las personas que han incomodado, o que 
han denunciado a los sistemas autoritarios, opacos y corruptos. A manera 
de ejemplo, se pueden mencionar los casos de Alfred Dreyfus, Sócrates, 
Jesús de Nazaret y Giordano Bruno, personajes que fueron víctimas de las 
injusticias y las arbitrariedades del Estado.

La firme convicción, de éstos y otros personajes, ha trascendido la historia y ha per-
mitido construir una narrativa de lucha contra la opresión y la injusticia. Una lucha 
que se ha convertido en un frente de batalla por el respeto a la dignidad y los derechos 
fundamentales; una lucha que busca cimentar y construir un sistema garante de la 
persona. Así, la historia del hombre ante las grandes injusticias es una historia de lu-
cha por un mejor presente y un futuro más digno. En suma, es una historia constante 
que requiere de personas valientes y firmes, que no claudiquen ante el aparato del 
Estado. 

Sólo así es como se avanza en la lucha por los derechos humanos y su defensa. Es una 
lucha diaria, pues el autoritarismo y la arbitrariedad de los hombres en el poder es 
como la Hydra de mil cabezas: una lucha sistémica y compleja que hay que atacar en 
su conjunto, para que no logre reproducirse.

En esas condiciones, lo ideal es constituir un Estado en el que existan los elementos 
para garantizar los derechos y su defensa; ya que, la totalidad de los derechos, son 
los que nutren el escenario de sociedades desarrolladas, progresistas y democráticas, 
donde la interacción entre ciudadanos y actores políticos se realiza con el fin de crear 
canales de comunicación sobre preocupaciones e intereses colectivos y públicos, con 
la finalidad de insertarlos en la agenda de los gobiernos.

En esa lucha por la construcción de un Estado constitucional garante, el derecho al 
acceso a la información y la libertad de expresión, son dos de los derechos que se eri-
gen como pilares de los sociedades libres y democráticas; ya que, por una parte, per-
miten observar, evaluar y exigir cumplimientos y responsabilidades del actuar de los 
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poderes públicos, y por otra, permiten el intercambio de información y de ideas para 
abrir el diálogo público, y con ello, dar paso a sociedades bien informadas, para que 
cuenten con las herramientas para participar en los espacios públicos.

Asimismo, el derecho al acceso a la información permite denunciar el actuar irregu-
lar de las autoridades y los actos de corrupción. Por ello, la apertura del Estado y la 
instauración de un gobierno abierto como esquema de política pública, debe ser una 
prioridad en cada administración y legislatura. 

Sin embargo, el escenario descrito sigue enfrentando diversos defectos, ya sea en el 
diseño institucional o por las prácticas arbitrarias que se dan en todos los niveles de 
gobierno. En este punto, es importante señalar que, en fechas recientes, la Corte In-
teramericana de Derechos Humanos notificó al Estado de Ecuador la sentencia del 
Caso Viteri Ungaretti Vs. Ecuador.

¿Cómo se relaciona este caso con todo lo referido en los párrafos anteriores? De la 
siguiente manera: el señor Rogelio Viteri Ungaretti, como miembro activo de la Ma-
rina de Ecuador, denunció presuntos hechos de corrupción ocurridos en la propia 
institución. Ante ello, el señor Viteri recibió diversas sanciones como consecuencia 
de sus declaraciones ante la prensa, sin la debida autorización por sus superiores je-
rárquicos. Ante estas sanciones, el señor Viteri presentó una acción de amparo ante 
el Tribunal Constitucional de Ecuador (en aquel entonces así denominado), quien la 
aceptó parcialmente.

La denuncia realizada por los actos de corrupción fue más allá de las sanciones, ya 
que el Señor Viteri y su familia fueron objeto de represalias, vigilancia, amenazas y 
persecución por parte de las Fuerzas Armadas por lo que solicitó asilo político para 
él y su familia en Reino Unido, concedido por las Cortes de Apelaciones de este país.

Ante estos y otros eventos, el señor Viteri recurrió al Sistema Interamericano para 
buscar la protección de sus derechos. En la sentencia, la Corte Interamericana se-
ñaló que la corrupción tiene un impacto negativo para la democracia y el Estado de 
derecho. Por tal razón, el Estado debe garantizar que existan medidas para crear un 
entorno seguro y propicio para la sociedad civil, periodistas, denunciantes de irregu-
laridades, testigos, activistas, etc., que intervienen en los actos de prevención y lucha 
contra la corrupción. Asimismo, determinó que, la denuncia de presuntos hechos de 
corrupción, reviste un discurso especialmente protegido por la Convención America-
na de Derechos Humanos. 

Así, la denuncia de presuntos hechos de corrupción como parte del interés público 
(en aras de combatir la corrupción), y la existencia de condiciones sociales e institu-
cionales seguras y eficaces (para proteger a las personas que denuncian estas irregu-
laridades), son dos elementos que no se conjugaron en el caso analizado; ya que, la 
denuncia realizada por el señor Viteri, en ejercicio de su libertad de pensamiento y 
de expresión, no fueron garantizados, al no existir los canales institucionales para 
permitir una denuncia segura y eficaz, que protegieran sus derechos y su integridad 
personal. De ahí que, el Estado ecuatoriano, resultara responsable ante los efectos 
perniciosos de los actos que sufrió en sus derechos, además de incumplir con su obli-
gación de adoptar disposiciones internas.
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Además de lo relevante de la sentencia (para entender la lucha contra la corrupción), 
y las obligaciones de los Estados (para garantizar las condiciones institucionales en 
la construcción de sistemas anticorrupción efectivos, resulta pertinente conocer el 
caso del señor Viteri, ya que se suma a los casos de aquellos hombres y mujeres que 
luchan contra la corrupción, las injusticias y las violaciones a los derechos humanos. 
Son personas con la firme convicción de un mundo menos injusto, más incluyente, 
con menos pobreza y desigualdades. 

De ahí el pronunciamiento hecho líneas arribas de construir y sumar para un mejor 
presente y un futuro más digno; pues una sociedad decente, como mencionara el fi-
lósofo Avishai Margalit, involucra a todos. Es ahí en donde las instituciones no humi-
llan ni vulneran a las personas; es en las sociedades decentes en donde la represión 
de los derechos fundamentales resulta intolerable, ya que disminuye la seguridad y la 
dignidad humana; pero también, porque abre los grietas para abandonar los Estados 
autoritarios en los que, los derechos, peligran en su vigencia.
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Introducción

Como es sabido, el dinero en sus diversas formas es la manifestación de 
la política monetaria de un país. En efecto, la política monetaria consiste 
en la acción deliberada, que regula la cantidad, disponibilidad y costo del 
circulante-dinerario, con el objetivo de estabilizar precios, hacer crecer el 
PIB y estabilizar el peso con divisas y monedas extranjeras (tipo de cambio).

La gobernanza de la política monetaria en México es competencia del Banco Central, 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y de la Comisión Nacional Bancaria 
y de Valores. Estos organismos gubernamentales, controlan la cantidad de circulan-
te-dinerario que como medio de pago, sirve para liberar obligaciones.1

De este esquema, se excluye el Bitcoin, que, como signo digital de ahorro, escapa por 
ahora de las regulaciones nacionales e internacionales.2

El circulante dinerario mencionado, lo conforman el billete-metálico o moneda ma-
nual, que el Banco Central elabora en la Casa de Moneda, según las necesidades 
del sistema económico, y el dinero giral, conformados por los títulos de créditos de 
bancos, bonos, cetes, creados por el sistema financiero y bancario autorizado por el 
Banco Central.

Otro elemento a considerar es el costo del dinero, que se conoce con el nombre de 
tasas de interés, que se cobra por utilizar el crédito, por ejemplo: de las tarjetas de 
crédito, hipotecas, préstamos personales o empresariales y activos en general. Este 
circulante dinerario, en manos de unidades productivas, personas jurídicas y natu-
rales, consumidores en general, actuamos en los llamados circuitos económicos for-
males o informales, que se manifiestan fundamentalmente de dos maneras: 1) como 
ahorradores e inversionistas, y 2) consumidores de materias primas, insumos, servi-
cios o productos finales en general.

Así, los agentes económicos mencionados constituyen los ejes básicos en torno a los 
cuales funciona las economías actuales, ya sea como gestores de actividades lineales 
o como usuarios de actores finales, agentes ambos, sujetos activos de las economías 
circulares y los respectivos derechos económicos circulares.

El dinero: 
entre inversión y consumo 

en el derecho económico circular
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De las inversiones

Como es sabido, la inversión es consecuencia y producto del ahorro, que implica li-
mitar consumos presentes para generar riquezas a futuro. Siempre en el ahorro, par-
ticipa el factor tiempo, que sacrifica el presente para fortalecer o prever el futuro.

Bajo esta premisa, las inversiones responden a comportamientos de ahorro interno 
de un país o ahorros externos de personas o empresas de terceros países (fondos de 
inversiones, fondos de pensiones). Así, tenemos inversiones internas e inversiones ex-
tranjeras y que se hable de deuda interna y deuda externa.

Las formas de inversiones pueden, en general, expresarse en inversiones activas y pa-
sivas, realizadas por personas naturales o jurídicas. También se habla de inversiones 
tangibles o de bienes de capital e inversiones de portafolio (acciones de bolsas de va-
lores, bonos, etcétera).3

También en la relación, capital-ingreso, la inversión se expresa en activos o formas de 
riqueza como: tierra, bienes muebles, edificios, patentes, activos bancarios, etcétera.4

Para los efectos de esta temática, interesa las inversiones tangibles o de bienes de 
capital (maquinaria, equipo, patentes, tecnologías), que sirven para iniciar procesos 
productivos, ampliar y modernizar plantas productivas o de servicios, o materializar 
innovaciones tecnológicas, en cadenas de valor o de suministros específicas.5

Así, el circulante dinerario, producto de ahorros, transformado en inversión produc-
tiva, es una manifestación de procesos productivos, que empieza al extraer materias 
primas vírgenes, transformarlas en bienes o mercancías, que se comercian y consu-
men, culminan en residuos, desperdicios o basuras. Esto es, el dinero bajo esta óptica 
sirve para encabezar procesos productivos de valor, en una línea del tiempo, de com-
ponentes e insumos, que pasan a transformarse del valor de uso al valor de cambio 
finalmente.

Desde la revolución industrial, a nuestros días, los sistemas económicos han desarro-
llado dos modelos productivos y de negocios, que se denominan economías lineales 
y/o economías circulares, destacándose como dominante, la llamada producción li-
neal, que se resume bajo el criterio “de la cuna a la tumba” o de “extraer, procesar y 
tirar”, sin consideración al medio ambiente, biodiversidad y naturaleza en general.

La economía lineal, está en el contexto de la llamada economía del desperdicio, que 
es responsable, según el Foro Económico Mundial de Davos 2023, de los siguientes 
impactos negativos:

1) Eventos climáticos extremos (calentamiento global, olas de calor o ebullición).
2) El cambio crítico en los sistemas terrestres (inundaciones, incendios y sequias).
3) La pérdida de biodiversidad y colapso de los ecosistemas (extinción de especies y 
corales).
4) La escasez de los recursos naturales (crisis hídrica y minerales).
5) Contaminación (gases de efecto invernadero).
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El desperdicio se identifica con residuos, los residuos, sólidos u orgánicos, constituyen 
el problema más grave de los sistemas económicos actuales que señalan el proceso de 
extraer bienes de la tierra o de los mares, bosques y aire, transformarlos, procesarlos 
en bienes de usos, comercializarlos, consumirlos y tirarlos a la basura. Es el principio 
de la “cuna a la tumba”, se trata de cambiar este esquema, por una economía circular 
que postula el principio de la “cuna a la cuna”.

La cantidad de residuos que la economía mexicana genera alcanza 115,000 tonela-
das de residuos diarios en todos los estados, cuestión que se manifiesta en los cuadros 
siguientes.
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Este esquema productivo en México se ha enfrentado con tres legislaciones generales 
y federales, con poca eficacia reparadora de los efectos negativos de los residuos, des-
perdicios y basuras ocasionados, dichas leyes son:

•	 Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos.
•	 Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente.
•	 Diversas Norma Oficiales Mexicanas, expedidas bajo la vigencia de la Ley de Me-

trología y Normalización, actualmente derogada y reemplazada por la ley de la 
infraestructura de la calidad (publicada en el DOF, 1 de julio de 2020).

La economía circular

Este sistema productivo se inscribe en el ámbito de la economía del conocimiento, 
donde se ubican las llamadas economías verdes, azules y en general todos los sistemas 
sustentables que se articulan con el Acuerdo de París de 2015 de Naciones Unidas, la 
Agenda 2030 del Desarrollo Sustentable y los 17 ODS, que comprometen a los 190 
países miembros suscriptores de dicho acuerdo.

Se trata de un método que busca desvincular el crecimiento económico del consumo 
de recursos y el impacto ambiental, asegurando una sociedad próspera, bajo límites 
planetarios.

La economía circular es un método de iniciativa empresarial y estatal, cuyo objetivo 
es liderar la transición productiva y de negocios, que propicia productores, empre-
sas y consumidores responsables. Este método circular, tiene como eje la innovación 
creativa, cuyo objetivo es, alejar las cadenas de valor y suministro, de las materias pri-
mas vírgenes, alargando la vida útil de productos y servicios, diseñando desde origen, 
con variedad de materiales e insumos, reusados o reciclados, que limitan la genera-
ción al máximo, de residuos generadores de gases de efecto invernadero.

Se trata de producir y prestar servicios, bajo el principio “de la cuna a la cuna”, bus-
cando mayor competitividad, mejores costos, utilizando nuevas tecnologías, ambien-
talmente sustentable con inclusión social para jóvenes y mujeres emprendedoras.6

En este modelo productivo, la innovación tecnológica y social son factores fundamen-
tales, en donde, el diseño de bienes, productos y servicios, juegan un papel fundamen-
tal en manos de emprendedores y agentes que proyectan dar competitividad y valor 
a toda la línea del tiempo de insumos, componentes, que participan en las cadenas 
de valor o suministro.

Así, la innovación aduce a un producto o proceso, nuevo o mejorado (o combinación 
de los mismos), que difiere en gran medida de los productos o procesos anteriores, 
que se han puesto a disposición de los usuarios potenciales (producto) o un proceso 
que pone en uso una forma de hacer distinto.

Según el Manual de Oslo,7 las actividades de innovación incluyen todas las activida-
des de desarrollo, financieras y comerciales emprendidas por una empresa, que tie-
nen por objeto dar lugar a algo nuevo o mejorado.
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En los sistemas o modos de producción circular es dable identificar tres premisas o 
interrogantes:

1) ¿Qué producir?
2) ¿Cómo producir?
3) ¿Para quién producir?

A. Producir bienes y servicios con materiales amigables con la naturaleza y el me-
dio ambiente que generen menores residuos, energías y agua, en su elaboración, di-
señados con criterios de reúso, reciclaje, refabricación, alargando la vida útil de los 
mismos.

B. Procurando con ecodiseño, el uso de materiales biodegradables y limitada energías 
fósiles observando la cadena ecológica, reduciendo al máximo desperdicios.

C. Destinado a consumidores responsables, que rechacen las prácticas de obsolescen-
cia programada y que exijan bienes y servicios amigables con el ambiente.

En síntesis, los tres principios básicos de la economía circular:8

1) Diseñar desde origen toda transformación o producción de bienes y servicios evi-
tando así externalidades negativas en elementos escaso como agua aire y suelo propi-
ciando la idea de un proceso o diseño regenerativo.

2) Rentelización de productos y materias primas al más alto valor posible en un ciclo 
técnico prediseñado y planeado (Eficiencia económica), utilizar el leasing más que el 
contrato de propiedad.

3) Restauración por intención y diseño para evitar residuos y efectos adversos que no 
afecten al hombre ni al medio ambiente.

El derecho económico circular9

1) Se trata de una disciplina de la ciencia jurídica, que aspira a conjuntar la variedad 
de normas existentes en el ámbito de la economía ecológica, en que se articulan, el 
derecho ambiental, el derecho administrativo y el derecho económico (en sus dos va-
riables): análisis económico del derecho y derecho social mixto económico.

2) Apunta a compendiar la normatividad que deriva de la economía circular, en con-
textos de desarrollo sustentable o sostenible.

3) El concepto de economía ecológica, deriva de 2 vectores determinados: a) la eco-
nomía lineal o del desperdicio y; b) la economía del conocimiento.

Fuentes del derecho económico circular

- Fuentes nacionales:
Artículos constitucionales: 4, 25 y 27.
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- Leyes secundarias:
Ley General de Prevención y Gestión de Residuos
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente
Ley de Cambio Climático
Ley de Infraestructura de la Calidad.
Ley de Transición Energética
Ley de Bienes Nacionales
Ley de Aguas Nacionales
Ley de la Industria Eléctrica
Ley de la Comisión Federal de Electricidad
Ley de Hidrocarburos
Ley Forestal
Ley Minera
Ley de Energía Nuclear

- Leyes de economía circular estatales:
Quintana Roo, Querétaro, Ciudad de México.

- Fuentes internacionales:
Informe Brundtland (1987)
Convenio de Kioto (1997)
Convenio de Basilea (1989)
Convenio de Estocolmo (2004)
Convenio de Rotterdam (2004)
Acuerdo de París (2015)
Convenio Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (2015)

De los consumidores10

Como se señaló, el dinero se utiliza más allá del ahorro e inversión, en función de 
factor de compra de bienes y servicios, para satisfacer las necesidades individuales, 
familiares y sociales. En estas opciones de compra, el dinero puede ser el de bille-
te-metálico o dinero manual y el dinero giral, de los títulos de créditos de las tarjetas 
bancarias, bonos, etcétera.

En este ámbito de elecciones u opciones de compra, el consumo responsable juega un 
papel determinante, en el mercado de bienes y servicios y, las tendencias al respecto, 
coadyuvan o empeoran, las condiciones medioambientales generadas en los sistemas 
económicos vigentes. La mercadotecnia, es una disciplina, que, con los medios de in-
formación y comunicación actuales, inducen la adicción a consumos obsesivos, que 
todo consumidor responsable, debe cautelar. No está demás señalar, que, junto al uso 
indiscriminado de los plásticos, las modas en telas y vestidos, son el segundo factor 
más negativo para el ambiente, el aire y los gases de efecto invernadero, generadores 
del cambio climático y el calentamiento global.

El consumo, por ejemplo, de las aguas edulcorantes y los plásticos, contenedores de las 
mismas, han invadido los océanos, en donde los microplásticos se han incorporado al 
alimento de peces y vida marina, llegando a señalarse, que, en la actualidad, los habi-
tantes de la tierra, estamos consumiendo el equivalente a una tarjeta plástica por día.
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Por otra parte, en la línea de los productos eléctricos y electrónicos, cuyos residuos 
y desperdicios, tienen legislaciones específicas en países de la Unión Europea, los 
consumidores responsables al respecto, debemos rechazar las obsolescencias progra-
madas de dichos productos, como una forma de utilizar racionalmente el dinero en 
nuestros consumos.

El consumo y su legislación forman parte del derecho económico circular, bajo prin-
cipios éticos, sociales y ambientales, de frente a la realidad del cambio climático y 
calentamiento global.

Finalmente, los objetivos de este derecho económico circular cumplen tres funciones 
de corte regulatorio:

1) Prospectivas, identificando constitución, leyes, reglamentos y normas oficiales.
2) Promocionales, dictando normas mandatorias e inductivas, subsidios y estímulos 
fiscales monetarios.
3) Institucionales, coordinando y expidiendo leyes y reglamentos de economía circu-
lar, en municipios, entidades federativas y dependencias centrales.

Esta área jurídica debe promover una cultura de empresas socialmente responsables 
y de consumidores que rechacen las obsolescencias programadas, con que la merca-
dotecnia abruma a los usuarios.

Consideraciones finales

Como se observa, el dinero o moneda manual y la versión giral o simbólica pasa a 
ser un factor estratégico en el funcionamiento de los sistemas económicos contempo-
ráneos. En efecto, como artífice de ahorros e inversiones, abre procesos productivos 
y de servicios que, en la sociedad actual, se presentan bajo dominio de los esquemas 
financieros que inducen y coadyuvan a diversos proyectos, tanto de infraestructura, 
como fabriles. Se ratifica la tendencia de reemplazar el capital productivo como do-
minante, al capital financiero como ejecutante.

En el otro extremo de estos ejes de la economía circular, encontramos a los consumi-
dores, los que, dotados de una cultura sustentable y social, pueden exigir a los merca-
dos requisitos ambientales de circularidad induciendo a los productores a modificar 
técnicas e insumos, agua y energía amigables con la naturaleza y biodiversidad. Así, 
tenemos que el dinero en manos de productores o consumidores juegan un papel de-
cisivo, en los estímulos a la economía circular.
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Introducción

Con el argumento del combate a la corrupción, la Presidencia de la 
República, a través del director general de Petróleos Mexicanos, en una 
Conferencia de Prensa del 3 de mayo de 2024, acusó de “corrupción” a 
la presidenta de Mexicanos contra la Corrupción y la Impunidad, lo 
anterior, porque derivado de la muerte de su esposo, solicitó: “el pago de 
seguro, la ayuda de gastos funerarios, la pensión post mortem, la pensión 
para sus hijos y para ella”, sin que hubiera dictamen pericial, además, de 
que, en compañía de Héctor Aguilar Camín: “fueron con el procurador en 
aquel entonces para cambiar el dictamen” “para que se aceptara como un 
accidente”; aunque después se determinó que la muerte fue suicidio.

Por lo anterior, Petróleos Mexicanos realizó denuncias penales, buscando recuperar 
31 millones de pesos, y le suspendieron las prestaciones a la viuda. Se argumentó que: 
“Este es un caso importante porque es un caso de corrupción encabezado por quien 
dice combatir la corrupción”.1

Para justificar lo anterior, la presidencia de la República publicó en la página elec-
trónica del gobierno mexicano, diversos documentos,2 entre ellos, el Dictamen: 
“Se aprueba. El no ejercicio de la Acción Penal” en la Averiguación Previa MH-
1T1/2361/04-10, de la Fiscalía Desconcentrada en Miguel Hidalgo, delitos: Ho-
micidio, de 14 de febrero de 2005, en la que se concluye en la foja 10, que: “no se 
desprende ningún elemento de prueba, para determinar que alguien hubiera partici-
pado en la muerte de CARLOS FERNANDO MÁRQUEZ GARCÍA, [...] ya que él, 
se quitó voluntariamente la vida, por lo cual es procedente aprobar el No Ejercicio 
de la Acción Penal Definitivo”.

Esta conclusión se sustenta con el numeral 22 de las Diligencias, foja 5 del Dictamen 
(se mencionan las fojas 120 a 123 de la Averiguación Previa), en donde se menciona 
la: “ampliación de Dictamen de Criminalística, en donde se elaboró ‘Mecánica de 
Hechos’ que concluyó: [...] en el presente caso el hoy occiso de nombre CARLOS FERNANDO 
MÁRQUEZ PADILLA GARCÍA [...] decide privarse de la vida…”

No abordaré el tema de la deficiente Averiguación Previa realizada, porque en el 21 
apartado 3, consta un Dictamen de Criminalística de Campo anterior, en donde se 
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lee: “Por los indicios observados en el lugar, así como los escurrimientos hemáticos 
apreciados y la posición que guardaba el cuerpo en el lugar de los hechos se conside-
ra que la posición en que se encontró el cuerpo del hoy occiso, No corresponde [sic] a 
la Original al ocurrirle la muerte”.3 Lo que no es consistente con el segundo dictamen 
citado.4 Solo me ocuparé de lo que estimo son algunas líneas jurídicas previas que 
se debieron considerar y agotar antes de proceder con una acusación de la gravedad 
destacada en la conferencia de prensa mencionada.

Las líneas del derecho

Evitaré reflexionar en torno a la violación de las leyes General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública y Federal de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública, por la divulgación de datos personales, otras personas ya lo han reali-
zado. Tampoco argumentaré en torno a la postura de la presidencia, en torno a que 
“como se trata de un acto de corrupción”, no se puede alegar el carácter reservado de 
la información. Solo diré que los artículos 111, 135, y 218 de la Ley General de Res-
ponsabilidades Administrativas, obliga a respetar la presunción de inocencia y que, 
con la divulgación de información destacada arriba, se está violando ese principio. 
Con lo que se cruzó la primera línea del derecho.

Se debe revisar la competencia de Petróleos Mexicanos y la Presidencia de la Repú-
blica en materia de combate a la corrupción, porque la reserva competencial viene 
desde la fracción III del artículo 109 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, ésta se otorgó, en el caso de faltas graves: a la Auditoría Superior de 
la Federación, a los órganos internos de control, y a sus homólogos en las entidades 
federativas, según corresponda, y su resolución se reservó al Tribunal de Justicia Ad-
ministrativa. Las no graves se reservaron a los órganos internos de control. Esta es 
la segunda línea del derecho que se cruzó con los actos narrados en la introducción.

Si los hechos, presuntamente constitutivos de responsabilidad, ocurrieron entre los 
años 2004 y 2005, en los documentos y argumentos de presidencia y de Petróleos 
Mexicanos no se precisan las circunstancias de tiempo, lugar y modo, por lo que, 
para evitar la aplicación retroactiva de la ley, se debe argumentar que en el Código 
Penal Federal vigente en esos años, sólo había las siguientes referencias al “delito de 
corrupción”: en los artículos 85, fracción I, inciso c), y 201, para el delito de corrup-
ción de menores, por lo que se debería aplicar el principio del párrafo tercero del 
artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al no exis-
tir ley “exactamente aplicable al caso concreto”. Con lo que se cruzó otra línea del 
derecho, al acusar a la persona mencionada de un delito inexistente en el momento 
de los hechos.

En el caso de las prestaciones amparadas por el derecho civil o mercantil, se debía 
considerar el contenido de los artículos 1797 y 1859 del Código Civil Federal, que 
impiden que la validez y cumplimiento de los actos jurídicos quede al arbitrio de los 
contratantes. Además, se deberían explorar las consecuencias de la “buena fe” en 
el pago de cosa ajena. Así, la suspensión unilateral de las prestaciones previamente 
otorgadas a María Amparo Casar, muestra que se cruza otra línea del derecho.
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En lo que se refiere a los actos administrativos, atendiendo el principio solve et repe-
te, derivado del artículo 109, párrafo final, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en relación con los artículos 31, 32 y 33 de la Ley Federal de Res-
ponsabilidad Patrimonial de Estado, y al principio de validez de los actos administra-
tivos contenidos en el artículo 8o. de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, 
es necesario que las autoridades mexicanas exijan, en primer lugar, las responsabili-
dades a sus servidores públicos, quienes pueden tener buenos argumentos y razones 
para defender los actos que emitieron, antes de proceder en contra de particulares. 
Lo que muestra que se cruzó, una vez más, otra línea del derecho.

Por último, es importante destacar que, si existen actos administrativos favorables a 
particulares, previo a la suspensión de derechos a los beneficiarios, se debe decretar 
su nulidad o acudir al juicio de lesividad, regulado en el artículo 2o. de la Ley Fede-
ral de Procedimiento Contencioso Administrativo. Con lo que se cruza, una vez más, 
otra línea del derecho. Queda pendiente el tema de la prescripción de las acciones 
legales, atendiendo a los 20 años que han transcurrido entre los hechos denunciados 
como presunta “corrupción” y el momento actual.

Conclusión

Existen temas jurídicos pendientes en el caso de la presidenta de Mexicanos contra la 
Corrupción y la Impunidad, por lo que sus acusadores, por respeto a la presunción 
de inocencia, debieron proceder con prudencia institucional.

En ese contexto, asombra ver al gobierno mexicano como acusador, juez, jurado y 
verdugo ignorando las líneas del derecho, aquí es prudente mencionar que el 19 de 
febrero de 2021 se modificó el párrafo segundo del artículo 108 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para establecer que durante el ejercicio 
de su encargo el “Presidente de la República podrá ser imputado y juzgado”, entre 
otros, por “todos aquellos delitos por los que podría ser enjuiciado cualquier ciuda-
dano o ciudadana”, reforma en vigor. Por lo anterior, en términos del Código Penal 
Federal, una persona (ciudadano) puede ser imputada o juzgada si le niega a otra un 
servicio o prestación a la que tiene derecho (art. 149, ter, I), le niegue o restringa de-
rechos laborales (art. 149, ter, II); en materia de coalición de servidores públicos, por 
tomar medidas contrarias a una ley (art. 216); por intimidación (art. 219); por cono-
cer de negocios para los que tenga impedimento legal (art. 225 fr. I), entre otros, pero, 
y esta es la pregunta relevante: ¿jurídicamente quién va a investigar y sancionar estas 
conductas para restaurar las líneas del derecho?5
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Notas

1	  Versión estenográfica. Conferencia de prensa del presidente Andrés Manuel López Obrador del 3 de mayo de 
2024, visible en: https://www.gob.mx/presidencia/articulos/version-estenografica-conferencia-de-prensa-del-pre-
sidente-andres-manuel-lopez-obrador-del-3-de-mayo-de-2024?idiom=es (fecha de consulta: 6 de mayo de 2024).

2	  Gobierno de México, Presidencia de la República, Caso Márquez Padilla, viernes 3 de mayo de 2024, visible en: 

https://www.gob.mx/presidencia/documentos/caso-marquez-padilla?idiom=es (fecha de consulta: 6 de mayo de 
2024).

3	  El resaltado es mío.
4	  Gobierno de México, Presidencia de la República, Dictamen de la PGJDF del caso Márquez Padilla, 5 de mayo de 

2024, visible en: https://www.gob.mx/presidencia/documentos/dictamen-de-la-pgjdf-del-caso-marquez-padilla?i-
diom=es  (fecha de consulta: 6 de mayo de 2024).

5	  Sé que existe una competencia otorgada en el artículo 102, Apartado A, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, al ahora autónomo Ministerio Público de la Federación, la pregunta es ¿lo hará?

https://www.gob.mx/presidencia/articulos/version-estenografica-conferencia-de-prensa-del-presidente-andres-manuel-lopez-obrador-del-3-de-mayo-de-2024?idiom=es
https://www.gob.mx/presidencia/articulos/version-estenografica-conferencia-de-prensa-del-presidente-andres-manuel-lopez-obrador-del-3-de-mayo-de-2024?idiom=es
https://www.gob.mx/presidencia/documentos/caso-marquez-padilla?idiom=es
https://www.gob.mx/presidencia/documentos/dictamen-de-la-pgjdf-del-caso-marquez-padilla?idiom=es
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El Poder Judicial de la Federación enfrenta severos retos que ponen en riesgo 
su viabilidad institucional. A pesar de la sustantiva mejora que ha tenido en 
los últimos treinta años, gracias a la creación del Consejo de la Judicatura 
Federal y a una gran cantidad de recursos económicos invertidos, enfrenta 
graves problemas de corrupción y nepotismo, así como también falta de 
diversidad ideológica, racial y genérica. 

El foco de la propuesta presidencial del pasado cinco de febrero es equivocado, ya 
que considera que la elección popular de jueces y magistrados podría superarlos, 
apartándose del paradigma de carrera judicial que ha venido construyéndose.1 La 
propuesta es errónea. Sustituir la carrera judicial por un nuevo sistema de elección es 
inadecuado, por la sencilla razón de que la elección de jueces y magistrados de nin-
guna forma garantiza tener jueces bien preparados y capaces para realizar sus tareas 
de mejor forma. El proceso de formación de un buen juzgador es muy complejo, y su 
capacidad de tomar decisiones imparciales fundadas en una buena comprensión del 
derecho se relacionan con su formación, experiencia y desarrollo de capacidades ar-
gumentativas, no por su carisma. En pocas palabras, no deberíamos tirar a la basura 
treinta años de lenta construcción de una judicatura profesionalizada por una vaga 
promesa electoral.

¿Cómo superar entonces los problemas que presenta hoy la Judicatura Federal? En 
mi opinión el camino adecuado es insistir en el fortalecimiento de la carrera judicial. 
La Reforma Constitucional de 2021 tuvo el acierto de poner en el centro la carrera 
judicial mediante la creación de la Escuela Federal de Formación Judicial.2 Pese a 
ello, el nuevo órgano encargado no ha podido construir un nuevo paradigma de ca-
rrera judicial que supere sustancialmente los problemas señalados y ha reproducido 
muchos de los vicios mencionados. Sería útil tener un diagnóstico que permita co-
nocer cuáles han sido los límites de la correcta implementación de esa reforma que 
prometía combatir la corrupción y nepotismo a través de un nuevo perfil de juzgador. 

En el Poder Judicial no solo han existido los problemas anteriores, sino también des-
viaciones ideológicas en la toma de decisiones que tienen fundamento en los proce-
sos educativos y de capacitación por los que pasan jueces y magistrados. Las escuelas 
realistas y de estudios críticos del derecho han enfatizado por una centena de años la 
relevancia en la formación de jueces como factor para la toma de decisiones. Dentro 

¡Es la carrera judicial, 
colegas!
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del Poder Judicial de la Federación se habla de ciertos perfiles que son “muy Poder 
Judicial”. Efectivamente, se ven reflejadas en el comportamiento de jueces y magis-
trados, las teorías y posturas del derecho que han sido populares en las décadas re-
cientes. Al día de hoy, resultado de las décadas de capacitación, existe una extendida 
visión “liberal” respecto de la labor de los tribunales federales al interior de los di-
ferentes órganos, a favor de la protección del libre mercado y los derechos humanos 
individuales, que influye en la preferencia en la selección y promoción de las personas 
que mejor encajan con esos perfiles.

Como resultado de esto, el Poder Judicial de la Federación muestra una escasa diver-
sidad ideológica, genérica y racial que el día de hoy choca con las posturas ideológicas 
de las nuevas mayorías. El tema de la falta de diversidad genérica es un argumento 
recurrente. A la fecha, el 61.3% de los jueces federales son hombres, y a nivel ma-
gistratura el porcentaje se eleva a 77.9%.3 La falta de diversidad en cuestión racial y 
cultural es todavía más aguda. Invito a cualquiera de los lectores a nombrar un solo 
juez o magistrada bicultural que tenga capacidad de comprender la lengua y aspec-
tos jurídicos de cualquiera de las culturas originarias del país. También es común que 
los jueces y magistrados sean egresados de un grupo muy reducido de universidades 
del país y que en su mayoría realicen estudios de posgrado en instituciones educa-
tivas españolas, con una visión en donde se repiten obras y autores. Todo esto se ve 
reflejado en su comportamiento y sus resoluciones, las cuales se toman bajo ciertos 
presupuestos ideológicos. 

Hace unas semanas The Economist publicó un interesantísimo artículo intitulado 
“Cómo los economistas de la escuela de Chicago reconfiguraron la justicia en Es-
tados Unidos [How Chicago school economists reshaped American justice]”. En él, 
se señalaba la influencia que un programa de capacitación de dos semanas en Mia-
mi denominado Manne Economics Institute for Federal Judges, llevado a cabo entre 
1976 y 1998, había tenido en el comportamiento posterior de jueces. Citando una 
investigación de Elliot Ash, Sursh Naidu y Daniel Chen, encontraron que quienes 
habían acudido a ese programa de formación tomaron lo que llaman una visión 
“conservadora” en casos de antimonopolio y otros aspectos económicos con una fre-
cuencia mayor de 30% que antes de asistir al curso. También impusieron sentencias 
de prisión 5% de ocasiones y con mayor duración en el 25% de los casos. La con-
clusión del artículo es que “Los economistas de la Escuela de Chicago pueden estar 
todos retirados o muertos, pero los exalumnos del curso continúan siendo miembros 
activos de la judicatura. En las Cortes de todo Estados Unidos, la influencia de Posner 
vivirá en las décadas por venir”.4

El intento del presidente López Obrador por erradicar estas desviaciones mediante 
la elección popular solo tendría efectos en el corto plazo. El costo en cambio sería 
perder la experiencia y esfuerzos realizados en los últimos treinta años para construir 
una judicatura profesionalizada. El camino para construir un Poder Judicial más di-
verso ideólogica, genérica y racialmente, y por lo tanto menos “conservador”, es más 
demorado y sinuoso. Es necesario que todos los concursos que se realicen sean públi-
cos y abiertos, en condición de igualdad de oportunidades para todos los participan-
tes. Asimismo, es necesario que sean realizados en coordinación con las instituciones 
educativas públicas de mayor prestigio en el país para garantizar la selección de los 
mejores perfiles y que no influyan otros factores en el momento de la designación. En 



3 de 3

la cuestión de capacitación se debe superar el paradigma liberal de los años recientes 
para abrirse a nuevas perspectivas teóricas no hegemónicas. Debe limitarse la endo-
gamia que acusa hoy a la Judicatura Federal como forma de escapar de sus límites ac-
tuales para permitir que siga creciendo y fortaleciéndose en los años venideros. Solo 
así podremos fortalecer la justicia federal y evitar caminos que ponen en riesgo lo que 
se ha construido en la actualidad.

Notas

1	 Iniciativa de Reforma al Poder Judicial. 5 de febrero de 2024.
2	 “Decreto por el que se declara reformadas y adicionadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Es-

tados Unidos Mexicanos, relativos al Poder Judicial de la Federación”. Diario Oficial de la Federación, 11 de marzo de 
2024. https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5613325&fecha=11/03/2021#gsc.tab=0

3	 Censo Nacional de Impartición de Justicia 2023, INEGI p. 15. https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/cni-
jf/2023/doc/cnijf_2023_resultados.pdf

4	 https://www.economist.com/finance-and-economics/2023/09/07/how-chicago-school-economists-resha-
ped-american-justice
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El próximo 21 de mayo se conmemorará un aniversario más del nacimien-
to del general michoacano Lázaro Cárdenas el Río, por ello con este artícu-
lo se busca celebrar dicho acontecimiento, recordando especialmente las 
acciones realizadas por Cárdenas en las áreas de la educación, la comuni-
cación social y la cultura.

En la actualidad amplios sectores de mexicanos recuerdan el gobierno del presidente 
Lázaro Cárdenas1 (1934-1940), principalmente, por la expropiación petrolera. Pero 
en ese periodo histórico se crearon diferentes organismos públicos que subsisten has-
ta nuestros días, y algunos que se han extinguido pero tuvieron un rol importante 
dentro del sistema político de nuestro país. En el sexenio hubo tensiones por diferen-
tes reformas que introdujo el presidente michoacano, entre otras causas, por su in-
tención de favorecer a las clases marginadas y por las medidas que se tomaron para 
cumplir los ideales de la Revolución mexicana, principalmente en materia agraria.

Las instituciones educativas y culturales 

En el ámbito educativo fue relevante la creación, en 1936, del Instituto Politécnico 
Nacional, que comenzó a proporcionar instrucción media superior y superior des-
de 1937 fundamentalmente a jóvenes de escasos recursos económicos. La orienta-
ción del Politécnico ha sido la formación de recursos humanos con conocimientos 
de tipo técnico-industrial para satisfacer las necesidades prácticas de una sociedad 
que pasaba de la fase de una economía meramente rural a la de industrialización. 
En el contexto de la repulsa que provocó el modelo de educación socialista decretada 
en diciembre de 1934, la presidencia de México también puso en funcionamiento, en 
1936, la Universidad Obrera.

En 1938 el gobierno también fundó la Casa de España en México para dar empleo a 
intelectuales españoles que venían huyendo del régimen del dictador Francisco Fran-
co. La Casa se transformó en lo que hoy es el Colegio de México. Por otra parte, la 
Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM) también dio cabida a huma-
nistas y científicos españoles.

Acorde con el interés del presidente Cárdenas de rescatar y difundir la cultura indíge-
na de México, Alfonso Caso propuso la creación del Instituto Nacional de Antropolo-
gía e Historia (INAH), junto con Manuel Gamio y José Reygadas, en 1938. El INAH 
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se puso en marcha en 1939, fue dirigido por el abogado y arqueólogo Alfonso Caso 
de 1939 a 1944. La Ley Orgánica del INAH se publicó en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 3 de febrero de 1939, en la cual se determinó que el Instituto tenía personali-
dad jurídica propia y dependía de la Secretaría de Educación Pública.2 Teniendo las 
funciones de explorar las zonas arqueológicas del país; vigilar, conservar y restaurar 
los monumentos arqueológicos, históricos y artísticos de México; y realizar investiga-
ciones científicas y artísticas sobre arqueología, historia, antropología y etnografía, 
principalmente de la población indígena de México.

Medios de comunicación, instituciones y legislación
	
En las áreas de la comunicación una de las principales acciones del gobierno carde-
nista fue la creación, en 1935, de la Productora e Importadora de Papel S.A. (PIPSA), 
la cual proveía del insumo a los sectores periodístico y editorial, este último debía 
ser respaldado con la facilidad de obtener papel barato para impresión de libros y 
con ello coadyuvar en las tareas educativas que tanto le interesaban al jefe del Poder 
Ejecutivo, pero con el tiempo la empresa estatal se convirtió en un medio de control 
oficial para la prensa. El Congreso de la Unión, a través del Presupuesto de Egresos 
de la Federación de 1998 decidió la venta de PIPSA, el 17 de enero de 1999 se llevó 
a cabo la entrega-recepción a PIPSAMEX, S.A. de C.V., empresa ganadora de la li-
citación. En el libro Prensa vendida se encuentra narrada la relación del gobierno y las 
empresas periodísticas durante la existencia de PIPSA.

Con la finalidad de contrarrestar la imagen negativa que afectaba a Cárdenas (prin-
cipalmente por haber desterrado al expresidente Calles) el gobierno federal estable-
ció el Departamento Autónomo de Prensa y Publicidad, entre cuyas atribuciones se 
encontraba la supervisión y reglamentación de la propaganda y publicidad hecha a 
través de radiodifusoras establecidas en México. Conjuntamente con esta medida, el 
general Cárdenas promulgó, en diciembre de 1936, el Reglamento de las Estaciones 
Radioeléctricas, Comerciales, Culturales, de Experimentación Científica y de Aficio-
nados, el que en su artículo 46 obligaba a los radiodifusores a elevar la cultura popu-
lar mediante su programación.

Durante el sexenio del presidente Lázaro Cárdenas se insertó la industria cinemato-
gráfica a la fracción X, del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos dotando de carácter federal a esta actividad al incorporarla entre las 
materias de exclusiva legislación del Congreso de la Unión, la reforma se efectuó en 
enero de 1935. Esta reforma obedeció a la circunstancia del auge que cobró la pro-
ducción de películas mexicanas, pues fue una etapa en la que empezaban a participar 
los actores, cantantes, cinefotógrafos, compositores y directores que hicieron posible 
la época de oro del cine mexicano, el cual ganó el mercado fílmico de Latinoamérica 
en la década de los cuarenta. Fue precisamente en el gobierno de Cárdenas cuando 
se fundó el sindicato denominado Asociación General de Actores (ANDA) y el Sindi-
cato de Trabajadores de la Industria Cinematográfica (STIC).  

La política corporativista

En el ámbito de las industrias del entretenimiento es significativo que, en 1936, se 
expidió la Ley de Cámaras de Comercio e Industria, que incidió en la organización 
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definitiva de los industriales de la radiodifusión y determinó las formas de su relación 
con el poder político mexicano. Esta Ley fue un catalizador para la fundación, en 
1937, de la Asociación Mexicana de Estaciones Radiofónicas Comerciales (AMERC), 
esta asociación entró a formar una sección de la Cámara Nacional de Comunicacio-
nes y Transportes; la AMERC es el antecedente inmediato de la Cámara Nacional de 
la Industria de la Radio y la Televisión, constituida formalmente en enero de 1942.

En la política mexicana el corporativismo quedó plenamente institucionalizado con 
la transformación del Partido Nacional Revolucionario en Partido de la Revolución 
Mexicana (PRM) en 1938, ya que con la nueva estructuración en sectores (agrario, 
obrero y popular) del partido hegemónico, Cárdenas logró organizar a las masas de 
acuerdo con la actividad económica o a la profesión de sus integrantes.

Corolario

A través de este artículo se ha hecho una exposición general de la trascendencia del 
sexenio de Lázaro Cárdenas en la historia reciente de México. Siendo de fundamen-
tal importancia el impulso que se otorgó a la educación superior, y las acciones que 
a través de leyes se efectuaron para normar las relaciones políticas entre el gobierno 
federal, los empresarios de la comunicación, los campesinos y los trabajadores del 
sector urbano.
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Notas

1	  Nacido el Jiquilpan, Michoacán el 21 de mayo de 1895.
2	  En la actualidad depende de la Secretaría de Cultura, con base en el decreto de reformas a esta ley, pu-

blicado en el Diario Oficial de la Federación el 17 de diciembre de 2015.
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